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Introducción 
 

Hace diecisiete años la Defensoría del Pueblo inició el largo camino de influir en el curso de la 

conflictividad social aproximándose a la raíz de los problemas. El objetivo era el de verificar las 

reales necesidades de la población, los intereses económicos en juego, las formaciones 

culturales desde donde la sociedad actúa y emite sus mensajes, los riesgos de afectación de 

derechos fundamentales, las respuestas del Estado, entre otros elementos que componen este 

tipo de hechos singulares y complejos. Tan complejos que hizo falta que el ombudsman peruano 

desarrollara un marco teórico que justificara su incursión en este campo, y herramientas que le 

permitieran monitorear los conflictos sociales a nivel nacional para estar bien informados, 

analizarlos, diseñar formas apropiadas de intervención, promover el diálogo y participar en él 

ejerciendo varios roles. 

Y en todo este tiempo nos hemos mantenido expectantes de los cambios que vendrían de la 

mano del diálogo. Ha habido casos en los que esto fue así, afortunadamente. Somos testigos de 

las mejoras en la vida de los ciudadanos y ciudadanas luego de conseguir acuerdos para instalar 

o incrementar los servicios públicos, construir infraestructura indispensable para el desarrollo, 

emitir normas más justas, pagar compensaciones razonables, etc. Resultados obtenidos luego 

de extensos y dificultosos procesos de diálogo que, en ocasiones, venían precedidos de 

enfrentamientos violentos en los que civiles y policías perdían la vida o resultaban heridos. 

Pero, muchos de estos acuerdos, alrededor del 50%, no se han cumplido. Durante estos años 

hemos hecho exhortaciones en todos los tonos para que esto cambie, sin mucha fortuna. Como 

institución hemos constatado en diversas zonas del Perú el desasosiego y la decepción que los 

incumplimientos pueden generar en las personas. Una mezcla de burla y desamparo. No es difícil 

imaginar la forma en que estos sentimientos alimentan las nuevas acciones de protesta. Las 

experiencias de menosprecio moral no se olvidan, están en la memoria de la gente a la espera 

de la oportunidad que las haga emerger. 

El esfuerzo de dialogar para resolver conflictos sociales alcanza su momento cumbre cuando se 

sellan los acuerdos y las partes muestran el acta firmada. Hay una sensación de alivio, de deber 

cumplido, de expectativa de cambio. Pero ese acto puede ser una victoria aparente si los 

compromisos con los días se van diluyendo. La foto de los funcionarios y dirigentes con el acta 

en la mano durará lo que dura la portada de un periódico. Si en el mundo del Estado no hay 

nadie que se comprometa con su cumplimiento, el acta terminará en algún archivador de 

palanca como un papel más. 

No es fácil determinar la causa de este desentendimiento, pero no debe descartarse que 

provenga de un error de cálculo sobre las posibilidades de atender lo demandado, una falla en 

el análisis legal de su viabilidad, una presión política de alto costo, un error de planificación o, 

simplemente, el viejo oficio de engañar. Lo cierto es que tenemos más de tres lustros 

negociando y llegando a acuerdos y este tipo de explicaciones debieron influir en la calidad del 

diálogo y de los compromisos que se firman. No hay razón o excusa para mantener las cosas de 

la misma manera tanto tiempo. 

Estar consciente de esto nos ayuda a dar el siguiente paso: cómo hacemos para que esos 

acuerdos en los que comunidades, poblaciones, gremios sindicales, federaciones de estudiantes, 
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frentes de defensa y otras organizaciones, tienen cifradas sus esperanzas de elevar su bienestar 

o evitar algún perjuicio, se cumplan. Un acto que por lo demás, no beneficia solo al destinatario 

del acuerdo sino también a quien lo realiza. Cumplir honra a quien lo hace y lo perfila 

moralmente ante la sociedad de un modo tal que su vínculo se fortalece y su confiabilidad se 

incrementa. En política uno no sabe cuándo habrá de necesitar ese crédito para superar 

coyunturas críticas. 

Este informe busca contribuir a cambiar esta situación. A lo largo de las siguientes páginas 

compartiremos los resultados del análisis de 774 actas, 4258 acuerdos identificados de un total 

de 29 procesos de diálogo desarrollados entre el 2012 y el 2019, hallazgos que apuntalan 

explicaciones acerca de la naturaleza jurídica o política de las actas que se firman, de su 

trazabilidad en la administración pública, y de la necesidad de gestionar su cumplimiento 

mediante mecanismos internos de las entidades comprometidas a cumplir, y de la acción 

supervisora de un órgano constitucional autónomo como la Defensoría del Pueblo. Todo ello 

enmarcado en principios cardinales del funcionamiento de la democracia y el estado de derecho 

como la transparencia, la rendición de cuentas, y el control del poder.  

La Defensoría del Pueblo espera que no se pierda un día más sin enfrentar esta inexcusable 

falencia, autenticando los acuerdos mediante procedimientos exigibles, y fortaleciendo el 

vínculo moral entre el Estado y la ciudadanía.  
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Capítulo I 
Gobernanza, diálogo y rendición de cuentas 

 

1.1. La institucionalidad democrática frente a los conflictos sociales 

 

Los estados son, de manera general, los organizadores de la vida en sociedad y responsables de 

acortar las desigualdades para garantizar relaciones pacíficas y justas. La diversidad de intereses 

entre los actores del mercado, o de creencias entre las culturas diferentes, tienen en los 

derechos fundamentales y en las instituciones de la democracia parámetros de referencia o de 

obligatorio cumplimiento. En esta línea, los conflictos sociales, cuando trascienden a la esfera 

pública, se convierten en asuntos en los que el Estado debe intervenir por los riesgos que 

implican las movilizaciones de protesta, y porque el objeto de las demandas está encuadrado 

dentro de alguna competencia estatal. La calidad de esas intervenciones dependerá de la solidez 

de la institucionalidad democrática1. 

En los últimos veinte años el país ha mostrado indicadores económicos apreciables. Entre los 

más destacados están el crecimiento del PBI, el incremento de las inversiones, el control de la 

inflación, la disminución de la pobreza monetaria. En suma, hemos vivido una expansión del 

mercado que ha dinamizado la economía en todos sus niveles y que le ha dado al Estado la 

oportunidad de invertir en servicios públicos, programas sociales y proyectos de infraestructura. 

Lo que a su vez ha generado círculos virtuosos que irradian los beneficios del crecimiento a cada 

vez más personas. 

Estos evidentes progresos no nos libran de la pregunta sobre la sostenibilidad del modelo, a la 

luz, especialmente, de la baja productividad, la enorme informalidad en el empleo, la pobre 

calidad de la educación y la salud, y las marcadas desigualdades entre las zonas rurales de sierra 

y las zonas urbanas de costa. ¿La economía tiene una energía propia que la impulsa y que 

determina su rumbo al margen de la política? ¿Cuánto pesan las instituciones de la democracia 

en el desarrollo de la sociedad y en la satisfacción de los derechos? 

Parece haber consenso sobre la fragilidad del crecimiento cuando este, como en nuestro caso, 

no viene soportado por instituciones legitimadas, eficientes, y con capacidad de garantizar el 

desarrollo mediante políticas públicas inclusivas, lucha frontal contra la corrupción y un control 

estricto del gasto público para que cada centavo se transforme en mejor prestación de servicios 

públicos. Toda economía estará en riesgo mientras no tenga instituciones que garanticen tanto 

la generación de riqueza como una distribución justa.  

La pandemia sometió al Estado peruano y a todos los estados del mundo, al desafío de 

responder frente al Covid-19, una amenaza a la salud de gran envergadura. En los momentos 

pico de los contagios el sistema de salud colapsó, los trabajadores informales en poco tiempo se 

quedaron sin empleo y sin ingresos, la ayuda estatal tuvo serias dificultades para llegar a las 

                                                           
1 “Sostengo que la clave política de la acción colectiva está en gran medida en el Estado y en el sistema político, y en 
el tipo de relaciones que establecen con los diversos actores sociales as conductas que incentivan o desincentivan en 
estos, ya sea intencional o no intencionalmente; esto es válido para los poderes estructurales, fácticos, como para la 
población más vulnerable”. En: Tanaka, Martin. (2005). El regreso del Estado y los desafíos de la democracia. En V. 
Vich (Ed.), El Estado está de vuelta: desigualdad, diversidad y democracia (pp. 91-109). Instituto de Estudios Peruanos. 
p. 100.  
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personas más pobres porque no estaban bancarizadas y la economía se fue apagando debido a 

medidas restrictivas de la libertad en beneficio de la salud y la vida. Entonces, nuevamente 

surgió la pregunta acerca de qué habíamos hecho con la proclamada bonanza económica si las 

personas tenían que hacer hileras interminables para conseguir oxígeno sometiéndose a la 

especulación en los precios, ante la falta total de control estatal. Por su parte, los servicios 

privados de salud no tuvieron la más mínima contemplación con los pacientes cobrando sumas 

exorbitantes2. 

Esta circunstancia demostró de manera palmaria que las grandes cifras pueden estar en azul y, 

sin embargo, el desarrollo ser precario, porque no descansa sobre bases sólidas. Son las 

instituciones de la democracia las que en nombre de la sociedad garantizan el desarrollo, las que 

le dan a cada ciudadano la seguridad de que su salud va a ser protegida por un sistema que llega 

a todos, oportunamente y con atenciones de calidad. Y que la educación que le imparten lo 

convertirá en un ciudadano conocedor de sus derechos y deberes, y un agente económico capaz 

de ser creativo y competitivo en el mercado.  

Pero las reformas intentadas hasta ahora se concentraron más en la economía que en la política. 

Desde hace varios lustros está pendiente la reforma del sistema político para hacerlo más 

legítimo, la reforma de la administración de justicia para que sea más oportuna e íntegra, y la 

reforma de la administración pública para que sus servicios lleguen a todos los peruanos de una 

manera cada vez más eficiente.  

Según el World Economic Fórum, el Perú se ubica en el puesto 94 de 141 países en el pilar de 

instituciones3. Este es uno de nuestros peores indicadores, resultado del estancamiento de la 

democracia. Las reformas institucionales se vienen postergando gobierno tras gobierno 

generando una degradación política cada vez mayor. Basta ver dos indicadores del Barómetro 

de Las Américas, para darse cuenta que el apoyo a la democracia pasó de 62.5% (2008) a 49.3% 

(2019); y la confianza en los partidos políticos de 32.3% (2006) a 21.2% (2019). Cifras de antes 

de la pandemia que no sería extraño que hayan empeorado en vista del número de fallecidos, 

de la deficiente gestión de la mayoría de los gobiernos regionales, de los actos de corrupción 

cometidos en plena crisis sanitaria, y de la inestabilidad política que no tiene cuando acabar. 

Los conflictos sociales si bien se inician impulsados por demandas sociales muy concretas 

(contaminación, proyectos de inversión, derechos laborales, etc.) contienen cuestionamientos 

explícitos o implícitos al funcionamiento del Estado o del mercado. Detrás de una demanda por 

la construcción de un hospital hay una crítica a la ineficiencia estatal en la ejecución de la obra 

pública o a la prestación del servicio de salud o a su sostenibilidad. Y cuando la demanda es por 

riesgo de contaminación de fuentes de agua, la población simultáneamente reclama al Estado 

                                                           
2 “La combinación sostenida de alta desigualdad y crecimiento limitado puede generar un equilibrio frágil, porque los 
gobiernos no consiguen satisfacer sus necesidades fiscales ni los ciudadanos sus aspiraciones de alcanzar una vida 
que tenga razones para valorar. A pesar del avance de la región de las últimas décadas para convertirse en una región 
de ingreso medio, la dinámica de esta trampa ha hecho que ese progreso sea inestable; y las crisis recientes han 
demostrado la rapidez con que se pueden producir retrocesos”. En: Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo. (2021). Informe Regional de Desarrollo Humano 2021. Atrapados: alta desigualdad y bajo crecimiento en 
América Latina y El Caribe. Naciones Unidas. pp. 20, 21. https://bit.ly/3qoblfz  
3 Este pilar forma parte del índice de competitividad global evaluado en el 2019 bajo el framework denominado CGI 
4.0. En: World Economic Forum. (2019). The Global Competitiveness Report. 2019. https://bit.ly/3ps0SjS 
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mayor fiscalización y sanción, y a las empresas que observen una conducta responsable con el 

ambiente, y que no afecten los derechos de las comunidades.  

En una democracia el poder también es controlado por la sociedad a través de formas previstas 

en la Constitución y las leyes (las elecciones, las revocatorias, los referendos, etcétera), o de 

expresiones voluntarias desplegadas en la esfera pública como la formación de corrientes de 

opinión, el ejercicio del derecho de protesta, la recurrencia a los medios de comunicación para 

ejercer la libertad de criticar los actos de gobierno o de la administración pública. Justamente 

las movilizaciones sociales para hacer visibles problemas irresueltos transmiten el mensaje de 

que el poder no está siendo ejercido de manera justa, sea porque se ha incurrido en actos 

abusivos o porque se ha omitido proteger a sectores sociales cuyos intereses y derechos están 

en riesgo.  

Desarrollar capacidades de prevención de conflictos y de promoción del diálogo es un aspecto 

clave en la respuesta de los gobiernos. Pero su alcance es limitado. Resuelve, pacifica, pero no 

introduce cambios duraderos que permitan que las relaciones entre la sociedad, el Estado y las 

empresas pasen a un nivel de construcción, estable y cooperativa, de un proyecto social y 

político. Vamos a seguir teniendo conflictividad social intensa mientras la democracia y sus 

instituciones no asuman la representación de los intereses de todos. No es solo un asunto de 

mesas de diálogo y actas, sino de políticas públicas, de consensos en todos los niveles del poder, 

y de preservar las instituciones de la democracia, prestigiándolas ante la ciudadanía.  

1.2 El diálogo como respuesta a los conflictos sociales 

 

Pese a no tener una cultura del diálogo que acompañe y sostenga nuestra historia política, la 

sociedad peruana ha optado mayoritariamente por resolver sus problemas más complejos 

sentándose a la mesa de las negociaciones al lado del Estado y las empresas. Con sus limitaciones 

y tropiezos, y también con sus momentos creativos y de buena voluntad, el diálogo se ha ganado 

un lugar en el terreno de la conflictividad social. Las comunidades y poblaciones en general 

plantean demandas sociales solicitando simultáneamente diálogo. La protesta pública es un 

medio de presión, o de búsqueda de respaldo o de amplificación de sus reclamos, pero no se 

observa que detrás de ella se esconda la intención de subvertir el orden democrático. Los 

sectores sociales movilizados buscan respuestas prácticas, y el diálogo es el medio que venimos 

ensayando para obtenerlas. 

En ese trance ocurren hechos de violencia, sin duda. Se ataca a las fuerzas del orden, se queman 

vehículos, se ingresa a instalaciones privadas, se bloquean vías de comunicación. La Defensoría 

del Pueblo ha sido en todo momento muy clara al respecto. Estos hechos no pueden 

considerarse parte del derecho de protesta, que es un derecho, además, profundamente 

vinculado con los problemas más acuciantes de la persona humana y las colectividades, y con la 

necesidad de expresarlos públicamente para cambiar el curso de los acontecimientos. La 

protesta puede ser enérgica, generar cierta incomodidad, atraer medios de comunicación, lograr 

alianzas con otros actores, difundir mensajes severos contra personajes públicos, pero lo que no 

puede dejar de lado es su carácter pacífico. Insistimos, nadie puede ejercer un derecho 

afectando los derechos de los demás.  
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Dejamos constancia asimismo que los hechos de violencia, en ocasiones, pueden ser 

desencadenados o agravados por intervenciones inapropiadas de las fuerzas del orden, que lejos 

de ceñirse a los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad hacen un uso 

desproporcionado de la fuerza afectando derechos. Todo esto no hace más que estimular la 

violencia y generar una peligrosa espiral de la que es muy difícil salir. La Defensoría del Pueblo 

le dedicó al tema de la violencia en los conflictos sociales y, en particular, al papel de la Policía 

Nacional, un informe defensorial en el 20124. 

Sorprende positivamente que la población encuestada hace unos años para el documento 

defensorial, El valor del diálogo5, haya sido clara al respaldar mayoritariamente el diálogo, 

cuestionar a sus autoridades por ser poco dialogantes, y reconocer autocríticamente sus propias 

limitaciones para dialogar. De acuerdo al último reporte de la Defensoría del Pueblo, el 66% de 

los conflictos sociales activos están en proceso de diálogo y, con sus particularidades por tipo de 

actor, las organizaciones sociales han ido comprendiendo la naturaleza de este tipo de diálogo, 

las empresas valorando un espacio que allana sus relaciones con las comunidades, y el Estado, 

consciente o no de sus debilidades, sabe que tiene en el diálogo a una herramienta útil que 

contribuye a la gobernabilidad. Con los antecedentes autoritarios y violentos de nuestra historia 

republicana, es meritorio haber convencido a estos tres actores de las ventajas de dialogar, 

aunque esta es una batalla que no está completamente ganada.  

El diálogo para resolver conflictos es continuamente acechado por actos violentos, respuestas 

tardías, actitudes intransigentes, falta de capacidad técnica para abordar los problemas, 

ausencia de una mirada intercultural. Todo ello lo debilita y, con frecuencia, crea una sensación 

de tiempo perdido. Pero, en verdad, el impacto mayor proviene del incumplimiento de los 

acuerdos. Cuando la población pasa por experiencias de frustración o engaño, reduce sus niveles 

de confianza y credibilidad en las instituciones. El tipo de relación que con esfuerzo se consigue 

establecer y que está basada en la palabra, la racionalidad, la expectativa de justicia, la 

interacción horizontal como mecanismo de solución de problemas, se deteriora mucho.  

Pese a ello, desde hace más de 15 años el diálogo es el principal recurso del que los gobiernos 

han echado mano para enfrentar grandes descontentos, viejos problemas reeditados cada 

cierto tiempo, multitudes enardecidas que buscan ser escuchadas, etc. No hay propiamente una 

política de gestión y transformación de conflictos sociales, pero sí algunos sentidos comunes 

que se vertebran para darle un rumbo a esta tarea. Con avances y retrocesos, insuficiencias, 

desarticulaciones, podemos decir que hay una trama de diálogo en el Perú como no la ha habido 

en ninguna etapa de nuestra historia. Los tres actores primarios de los conflictos sociales se han 

encontrado miles de veces para tratar de comprenderse, disolver prejuicios, analizar problemas 

y buscar salidas. Y aunque los hechos violentos cada cierto tiempo suelen empañar esta voluntad 

colectiva de ejercitar el diálogo, al final el balance es positivo.  Estamos aprendiendo a dialogar 

y a cumplir la palabra empeñada.  

En algún momento vamos a sentir la necesidad de conectar los resultados del diálogo con las 

políticas públicas. Esa relación aún no existe. Cada caso empieza y termina como si fuera una 

historia única, o como si no hubiera patrones de comportamiento, problemas que se repiten, y 

                                                           
4 Defensoría del Pueblo. (2012). Violencia en los conflictos sociales (Informe Defensorial N° 156). 
https://bit.ly/34390iN 
5 Defensoría del Pueblo. (2017). El valor del diálogo (Documento defensorial N° 29). https://bit.ly/3qmhWXJ 

https://bit.ly/34390iN
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formas de solución que se asemejan unas a otras. No hay en los protocolos de gestión de 

conflictos un momento para evaluar el conflicto social con la intención de extraer de él aquello 

que puede ser útil a las políticas públicas. Es decir, convertir el conflicto social en una fuente de 

información que nutra decisiones de mayor hondura y proyección. La gestión de conflictos está 

dominada por la prisa y a veces la superficialidad. Pero esto es algo que se puede corregir. Sin 

evaluación no hay corrección y no hay aprendizaje. Y, si bien esta debe recaer en todo el proceso 

social, los términos en los que las partes acuerdan resolver los problemas debe ser el objeto 

principal del análisis. 

1.3 Rendición de cuentas de compromisos asumidos en espacios de diálogo 

 

El Estado tiene la obligación de ser transparente y rendir cuentas de sus actos. La Constitución 

enuncia una serie de derechos y le encarga al Estado el deber primordial de garantizar su 

vigencia, haciendo uso para ello de un poder legítimo proveniente del pueblo. De manera más 

explícita el artículo 39° señala que todos los funcionarios y servidores públicos están al servicio 

de la Nación6. Quien ejerce este tipo de poder debe estar sujeto a controles. El servicio público 

es una función cuyo destinatario es la sociedad, esta tiene, por ende, el derecho de vigilar y 

exigir la satisfacción de los fines para los que el servicio fue creado. Ese servicio puede ser el de 

prestar atenciones de salud, administrar justicia, custodiar las fronteras o cumplir con los 

compromisos asumidos en actas luego de participar en procesos de diálogo en representación 

del Estado y haciendo uso de las competencias legales que le corresponden. 

Este último punto es fundamental para entender el alcance de las obligaciones estatales. 

Cuando la Defensoría del Pueblo se refiere a los procesos de diálogo constituidos por la voluntad 

de las partes, distinguiéndolos de aquellos que son creados por leyes u otras normas, demarca 

un hecho político en el que el Estado acepta participar (o promueve su participación y la de 

otros) junto a representantes de la sociedad civil y de las empresas, en un espacio en el que las 

demandas, problemas o puntos de agenda, van a ser tratados mediante formas de participación 

y deliberación conjunta, con la finalidad de llegar a acuerdos mutuamente satisfactorios. Con 

esta decisión el Estado legitima el espacio, le da un carácter público, reconoce la 

representatividad de los participantes y la validez de lo que sostengan, en el sentido de que son 

expresiones dichas por personas legitimadas para actuar en el referido espacio.  

Igualmente, no hay lugar a vacilaciones en relación a que el Estado actúa en el marco de la ley, 

que sus voceros al informar, argumentar, negociar y acordar están actuando dentro de las 

competencias que la ley les confiere y que asumen las consecuencias de aquello a lo que se 

comprometen. No se puede restar validez y legitimidad a ese acto, ni desconocer los acuerdos 

firmados, incluso si ya no están en el Estado las personas que firmaron. A esto hay que agregarle 

que las otras partes -especialmente quiénes han planteado las demandas sociales- se avienen a 

participar, en el entendido de que el Estado no es un invitado a observar un hecho sino un actor 

en el conflicto que participa de manera oficial. Esta retroalimentación social fortalece la 

legitimidad del proceso de diálogo y no deja lugar a dudas respecto de las razones por las que 

todos se encuentran allí.  

                                                           
6 El Código de Ética de la Función Pública regula la conducta de los servidores públicos a partir de un conjunto de 
principios, deberes y prohibiciones que pueden ser invocados para iniciar procedimientos disciplinarios. 



12 
 

Los actos del Estado dentro de espacios de diálogo están, por consiguiente, sujetos a control7. 

Ningún agente estatal puede realizar actos de puro poder8. Debe mediar siempre una 

justificación sustentada en las leyes y los principios constitucionales, y en las prácticas políticas 

socialmente aceptadas, sobre todo allí donde la democracia sea una tradición, no una excepción 

histórica. Debemos partir de la premisa de que el poder tiende a concentrarse y a eludir su 

fiscalización, por eso necesita de mecanismos de control horizontales a cargo de otras entidades 

públicas. Tradicionalmente esto nos remite al balance entre poderes; no obstante, en las 

democracias modernas el control del poder está también a cargo de instituciones que tienen 

competencias específicas sobre determinadas materias como es el caso de la Defensoría del 

Pueblo respecto de los derechos fundamentales. Y, ciertamente, también formas de control 

social9. 

En la Defensoría del Pueblo observamos que las actas una vez firmadas no tienen un curso cierto 

y transparente. No está definida con nitidez la responsabilidad de la entidad llamada a cumplir 

los compromisos, ni existe un procedimiento estatal que lo garantice. No se ha institucionalizado 

jurídicamente el contenido de los acuerdos. Tampoco está protocolizada la comunicación de la 

información a los interesados. El acta es un documento que con el tiempo va perdiendo 

efectividad por falta de previsibilidad jurídica, y de valoración de su contribución a las buenas 

relaciones entre el Estado y la sociedad. Si se tuviera una mayor consciencia sobre la precariedad 

de esta relación, no se permitiría que el acta se desluzca en las rutinas de la burocracia.  

Cuando se habla de “transparencia activa” justamente se hace referencia a la obligación de 

informar con detalle a los sujetos comprendidos en los acuerdos, sobre el cumplimiento de estos 

y, adicionalmente, verificar la satisfacción del ciudadano con dicho cumplimiento. Y, siendo el 

acta un documento público que ingresa a las bases de datos del Estado puede ser solicitada vía 

el derecho de acceso a la información, en lo que se conoce como “transparencia pasiva”. De 

modo que la entidad, y en particular la oficina del funcionario que firmó el acta, debe rendir 

cuentas sobre la gestión pública de los compromisos asumidos. Y lo debe hacer señalando las 

decisiones administrativas, técnicas, presupuestales, que se han tomado, con indicadores y 

resultados acreditados con la documentación correspondiente.  

Pero el control del poder no queda ahí, la propia sociedad se puede organizar para incidir ante 

el Estado en busca de transparentar sus actos y lograr que rinda cuentas, en este caso, de los 

compromisos firmados en actas. Los actores sociales que participan en los procesos de diálogo 

(comunidades campesinas, pueblos indígenas, frentes de defensa, sindicatos, federaciones, etc.) 

se asientan en tramas organizativas que pueden facilitar su incidencia pública para el 

                                                           
7 No hace falta que el espacio haya sido creado por alguna resolución ministerial. Suficiente el acta en la que consta 
la instalación del espacio o el inicio del diálogo. 
8 “En un Rechsstaat democrático, o Estado Democrático de Derecho, nadie es de legibus solutus. En lenguaje 
corriente, bajo este tipo de estado, nadie está por encima o más allá de someterse a las obligaciones establecidas por 
el sistema legal (la constitución por supuesto incluida).” En: O’Donnell, Guillermo. (2001). Accountability horizontal. 
La institucionalización legal de la desconfianza política. Isonomía. Revista de teoría y filosofía del derecho, (14), 7-31. 
p. 17. https://bit.ly/3sEFav1  
9 “Bajo las diversas formas (parlamentaria, judicial, social, etcétera) del control del poder, y bajo las diversas facetas 
(freno, vigilancia, revisión, inspección etcétera) que tal control puede revestir, late una idea común: hacer efectivo el 
principio de la limitación del poder. Todos los medios de control en el Estado constitucional están orientados en un 
solo sentido, y todos responden, objetivamente, a un único fin: fiscalizar la actividad del poder para evitar abusos”. 
En: Aragón, Manuel. (2002). Constitución y control del poder. Introducción a una teoría constitucional del control. 
Instituto de Investigaciones Jurídicas. Universidad Nacional Autónoma de México. p. 122. 
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cumplimiento de los acuerdos. No siempre es así. El cumplimiento de los acuerdos asumidos por 

el gobierno nacional, se centralizan en las dependencias públicas ubicadas en Lima, y el de los 

gobiernos regionales en las capitales de cada región, por lo que las limitaciones de recursos, de 

contactos, de capacidad de gestión alejan progresivamente a los actores sociales del destino del 

acta. Pueden, sin embargo, asociarse con otros actores de la sociedad10 para hacer el 

seguimiento. Un aspecto relevante de sus estrategias sociales que merece un estudio más 

detenido. 

Un punto a destacar es que la rendición de cuentas posibilita el afianzamiento de relaciones 

sanas entre la administración pública y la ciudadanía. Las decisiones que se fundamentan, las 

políticas que se exponen al debate público, los compromisos que se cumplen, abonan en favor 

de la credibilidad de las instituciones de la democracia. Por la naturaleza del poder, es 

comprensible que el vínculo con la ciudadanía tenga como base una prudente desconfianza. Esto 

activa todas las formas del control, entre ellas el control social y la vigilancia ciudadana que en 

circunstancias de grave descrédito de la institucionalidad se presenta como el último reducto de 

la defensa de derechos y de la propia democracia. El Perú no está en ese nivel, pero tampoco 

está a salvo de caer en él.  

  

                                                           
10 “El espacio público de muchas de las nuevas democracias está siendo gradualmente ocupado por una nueva 
generación de asociaciones cívicas, ONGs, movimientos sociales y organizaciones de medios organizadas alrededor 
de una política de accountability social (Peruzzotti y Smulovitz, 2002)”. En: Peruzzotti, Enrique. (2006). La política de 
accountability social en América Latina. En E. Isunza y A. Olvera (Coord.), Democratización, rendición de cuentas y 
sociedad civil: participación ciudadana y control social (pp. 245-264). Centro de Investigaciones y Estudios Superiores 
en Antropología Social. Universidad Veracruzana. p. 248.  
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Capítulo II 

Acuerdos contenidos en actas 

 

2.1. La naturaleza del acta  

 

El acta es el instrumento físico en el que se deja constancia de los acuerdos a los que las partes 

llegan en un proceso de diálogo. Resume el esfuerzo de días, semanas o meses en los que los 

participantes, guiados o no por un facilitador, han informado, analizado, argumentado, 

generado opciones y, finalmente, llegado a acuerdos que se comprometen a cumplir. La gestión 

de conflictos sociales desde las dependencias competentes del Estado ha estado orientada 

principalmente a esta finalidad.  

Pero el término “acta” se usa con algunos matices, desde una definición amplia como la del 

Diccionario de la lengua española que en su primera acepción indica que es la “relación escrita 

de lo sucedido, tratado o acordado en una junta”11; hasta una definición más técnica como la de 

Cabanellas de Torres12 que señala que el acta es un “documento emanado de una autoridad 

pública (juez, notario, oficial de justicia, agente de policía), a efectos de consignar un hecho 

material, o un hecho jurídico con fines civiles, penales o administrativos. Por extensión, también 

se llama así el documento privado en el que se deja constancia de un hecho o de lo tratado y 

resuelto en las reuniones de sociedades y asociaciones, que tienen que llevar, a veces de modo 

obligatorio, el llamado libro de actas”.  

Es útil mencionar también, desde un plano más formal, el artículo 233 del Código Procesal Civil, 

que define al acta como “todo escrito u objeto que sirve para acreditar un hecho”. Comentando 

este artículo, Marianella Ledesma sostiene que este tipo de documento “es importante por el 

carácter permanente de la representación de los hechos que contiene. El documento es más fiel 

que la memoria del hombre y más seguro que un conjunto de indicios o testimonios cuando es 

completo, claro, exacto y auténtico o hay certeza de su legitimidad”13.  

Más próximo a la materia de este informe, el Manual de Capacitación para la Gestión del Dialogo 

de la Presidencia del Consejo de Ministros14  define el acta como “un documento que registra 

sintéticamente el desarrollo del proceso y sus resultados, detallando cuáles son los acuerdos y 

compromisos a los que se ha llegado. La firma de este documento permite dar por resuelto el 

caso atendido. Una vez que se han firmado acuerdos y compromisos finales, también se da por 

concluido el mecanismo de diálogo. (…) Sin embargo, la labor de los gestores continúa con el 

seguimiento del cumplimiento de los acuerdos y compromisos”. Además, advierte que “la firma 

de acuerdos y compromisos no garantiza por sí sola el cumplimiento de los mismos. Por ello es 

importante hacer seguimiento a los avances en el cumplimiento de estos acuerdos. Para esta 

labor, generalmente se conforman comisiones de seguimiento compuestas por representantes 

                                                           
11 Real Academia Española. (s.f.). Acta. En Diccionario de la lengua española. Recuperado en 15 de diciembre de 2021, 
de https://dle.rae.es/acta 
12 Cabanellas de Torres, Guillermo. (2002). Diccionario Jurídico Elemental (13va ed.). Heliasta. p. 22. (Trabajo original 
publicado en 1979).  
13 Ledesma Narváez, Marianella. (2008). Comentarios al Código Procesal Civil (1ra ed., Tomo I). Gaceta Jurídica. p. 
843. 
14 Presidencia del Consejo de Ministros. (2014). Manual de Capacitación para la Gestión del Diálogo. Módulo 1. El 
conflicto social y el diálogo: enfoques y conceptos. p. 46. 
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de los actores participantes”. Hace bien el manual en señalar que con el acta de acuerdos finales 

se da por concluido el espacio de diálogo instalado mas no necesariamente el conflicto social; e, 

igualmente, asocia los acuerdos con la necesidad de hacerles seguimiento presumiendo 

acertadamente su posible no cumplimiento.   

Entonces, el acta es un documento en el que se registra en primer lugar la reunión como hecho 

principal, luego cuándo, dónde y quiénes participan y a qué acuerdos se llegaron. En este punto, 

vale recordar que la Defensoría del Pueblo define el diálogo para resolver conflictos como “un 

proceso comunicacional en el que dos o más partes en conflicto, de manera directa o asistida, 

informan, argumentan, debaten, crean opciones, negocian, con la intención de llegar a 

acuerdos, en un espacio ordenado e igualitario”15. Está claro que no son diálogos solo para 

conocer sobre los hechos u opiniones, o para forjar relaciones entre las partes. Desde el inicio 

está planteado el objetivo de llegar a acuerdos. Por eso es que requieren convertir o sintetizar 

una experiencia básicamente oral en un documento escrito que certifique lo dicho, lo 

comprometido, lo suscrito.  

Se ha sostenido en tono crítico que la exigencia de firmar actas es porque estamos inscritos en 

la “cultura del papel”, y que si un acuerdo no está escrito carecería de valor. Cabe recordar que, 

en el mundo del derecho los contratos pueden ser también orales y surtir los mismos efectos 

que los escritos, y que las personas realizamos un sinfín de tratos verbales en nuestras 

actividades cotidianas; sin embargo, en los asuntos de mayor trascendencia, como los que se 

tocan en las mesas de diálogo, las partes (especialmente el actor social) exigen un documento 

escrito.  

Es que lo escrito viene revestido de mayor solemnidad, funciona como prueba de lo que se dijo 

y acordó, permite que los participantes dejen con sus firmas las huellas irrefutables de sus 

compromisos; puede ser conservado a lo largo de los años; permite retomar el hilo en una 

cadena de entendimientos y desentendimientos que no acaban con la firma del acta; es parte 

de la memoria de un sector de la población que se movilizó en defensa de sus derechos; sirve 

para evaluar las calidad de los acuerdos a los que determinada dirigencia llegó. Pero, no cabe 

duda de que, debajo de estas consideraciones, está la desconfianza que la ciudadanía tiene, 

sobre todo, respecto de la actuación del Estado. 

Una desconfianza justificada en males como la corrupción y la discriminación, tan antiguos como 

vigentes. Tendemos a pensar que solo lo escrito garantiza seguridad, mejor si es firmado. Incluso 

tratándose de comunidades en las que prevalece la tradición oral, sus dirigentes y asesores, 

conocedores de las dinámicas de la administración pública y de la política optan, llegado el 

momento de los acuerdos, por lo escrito. Esa cuota de desconfianza los previene de la volatilidad 

de los acuerdos verbales, aunque, como lo veremos en este informe, lo escrito muchas veces 

tampoco es garantía de nada. 

Generalmente en los conflictos sociales se plantean numerosas y variadas demandas. Luego de 

las primeras discusiones ese conjunto de demandas se decanta en una agenda de temas o 

problemas que las partes se comprometen a desarrollar. Ninguno de estos temas es de fácil 

tratamiento por lo que hará falta una sucesión de reuniones en las que se aborde cada punto 

desde enfoques técnicos, jurídicos, políticos, culturales. Esa complejidad del proceso de diálogo 

                                                           
15 Defensoría del Pueblo. (2017). El valor del diálogo (Documento defensorial N° 29). p. 197. https://bit.ly/3qmhWXJ  

https://bit.ly/3qmhWXJ
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no podría ser recogida si no es a través de medios escritos. Por lo que las actas no son una simple 

exigencia formal sino un recurso práctico que hace posible el desarrollo ordenado de la mesa de 

diálogo. Más aún considerando los cambios repentinos y frecuentes de funcionarios públicos. Y 

esa perniciosa costumbre de pretender desconocer lo que en su momento un agente estatal, 

premunido de las competencias legales suficientes, suscribió.  

Ahora bien, es necesario analizar también la participación del Estado en las mesas de diálogo 

distinguiendo entre el diálogo en el que participan solo privados (empresas, comunidades, 

organizaciones sociales), las que son facilitadas/mediadas por alguna entidad estatal y aquellas 

en que el Estado es una de las partes del conflicto (actor primario).  

Si se trata de una mesa de diálogo en la que la partes son actores privados y negocian sin 

mediadores del Estado, es evidente que se realiza en un ámbito privado y, por ende, el acta tiene 

efectos entre las partes. Cuando el Estado es facilitador/mediador entre actores privados y la 

agenda no considera el ejercicio de una competencia sustantiva de una entidad estatal, lo 

acordado en el acta compromete solo a las partes. Sin embargo, al incluirse también las firmas 

de los servidores públicos, que acreditan su participación, se entiende que avalan el diálogo y 

los acuerdos, o por lo menos no tienen observaciones a su legalidad.  

En cambio, cuando el Estado es una de las partes en el conflicto, representado por funcionarios 

públicos, estos actúan en el marco de sus competencias legales, de las que se derivan 

responsabilidades en relación a las propuestas que planteen, a las negociaciones que realicen y 

los acuerdos que firmen. La presencia y participación del Estado en los procesos de diálogo, en 

algunos casos creados por resoluciones ministeriales o de otro tipo, le confiere legitimidad al 

espacio convirtiéndolo en una instancia de toma de decisiones participativa y deliberativa.  Por 

consiguiente, los documentos que emitan, avalados y suscritos por el Estado, generan un 

compromiso de cumplimiento.  

Sin embargo, consideramos bastante discutible llevar su incumplimiento a sede judicial. No se 

trata de un acto administrativo que pueda ser objeto de impugnación en las vías legales 

correspondientes. No se ha logrado identificar algún proceso judicial o administrativo en este 

sentido. Precisamente la naturaleza de este tipo de actas no es un tema que haya sido 

plenamente dilucidado, pero es fundamental hacerlo por estar conectado con el cumplimiento 

de los acuerdos y el grado de exigibilidad que se puede hacer desde la sociedad hacia la gestión 

pública. Los actores sociales perciben al acta como un documento necesario pero insuficiente, 

en la medida que se requiere de nuevas expresiones de voluntad política al más alto nivel del 

Estado para que los acuerdos se cumplan.  

Las actas representan para los actores sociales compromisos relacionados con su bienestar y, 

además, la evidencia indiscutible de la participación del Estado y las empresas. Por ello, agotadas 

las acciones de seguimiento que realizan las oficinas de gestión social y diálogo del poder 

ejecutivo sin el resultado esperado, las organizaciones sociales suelen acudir nuevamente a la 

autoridad política para acelerar el cumplimiento de los acuerdos. Esto ha llevado en muchos 

casos a depender de iniciativas personales, lo que claramente no es una solución sostenible. 
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En el caso del Estado, las decisiones políticas tomadas para llegar a acuerdos como resultado de 

un proceso de diálogo, corresponde a actos de gobierno16 que, como veremos en el siguiente 

capítulo, deben ser convertidos en actos de administración17 para su trazabilidad en los procesos 

de gestión pública. La referencia a acto de gobierno o acto político proviene de la definición 

clásica del Derecho Administrativo que, como señala Carro Fernández Valmayor “se construye 

siempre como distinto del acto administrativo y con un significado muy concreto; significado 

que en Francia le fue dado por la jurisprudencia del Consejo de Estado, y en Italia por los 

diputados y senadores de 1889”.  

Se hace la distinción debido a que en estas decisiones existe cierto nivel de discrecionalidad al 

estar enmarcado en un espacio de toma de decisiones que no es un procedimiento 

administrativo. Sobre el particular, el artículo 1 de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 

Administrativo General define a los actos administrativos como “las declaraciones de las 

entidades que, en el marco de normas de derecho público, están destinadas a producir efectos 

jurídicos sobre los intereses, obligaciones o derechos de los administrados dentro de una 

situación concreta”. En ese sentido, no es un concepto que sea asimilable a las decisiones 

políticas tomadas para llegar a acuerdos.  

La experiencia de años en la gestión de conflictos sociales indica que el incumplimiento de los 

acuerdos suscritos en actas constituye una de las causas del retorno del conflicto y 

eventualmente la violencia. Además de restarle legitimidad y valor al diálogo, afectando un 

mecanismo que suple las debilidades de la institucionalidad democrática para tratar los 

conflictos por las vías regulares.  

Según la última actualización realizada por la Presidencia del Consejo de Ministros sobre el 

estado de los compromisos asumidos por el Estado, las empresas y la sociedad en espacios de 

diálogo, publicada en el Reporte Willaqniki N° 12 – 2019 de diciembre de 2019, hay registrados 

6876 compromisos. De este total, 3768 (55%) “atienden las agendas demandadas por la 

sociedad civil y las autoridades locales en los espacios de diálogo”, y 3108 (45%) son 

compromisos procedimentales. Este reporte solo informa sobre el estado de los 3768 

compromisos, de los cuales, 2050 (54.4%) estaban pendientes de cumplimiento18 (1638 son de 

responsabilidad de las entidades del Estado, 79.9%; 384 de las empresas privadas, 18.7%; y, 28 

de la sociedad, 1.4%19).   

En cuanto al periodo que comprende el registro de los 6876 compromisos derivados de actas, 

de una revisión de los Willaqniki anteriores a diciembre de 2019, se identificó que en el Reporte 

Willaqniki N° 01 – 2018 “Reporte Anual 2017 de la Secretaría de Gestión Social y Diálogo” se 

                                                           
16 Cfr. Carro y Fernández-Valmayor, José Luis. (1967). La doctrina del acto político (Especial referencia al Derecho 
Italiano). Revista de Administración Pública, (53), 73-130. p. 84. https://bit.ly/3JhjxXp  
17 Este concepto será desarrollado en el capítulo III del presente informe. 
18 Cabe precisar que la SGSD-PCM los denomina compromisos abiertos. En el Reporte Willaqniki N° 03 - 2018 (p. 25) 
correspondiente a julio de 2018, se define compromiso abierto como aquel que se encuentran pendiente de 
cumplimiento y requiere del seguimiento de la SGSD-PCM y compromiso cerrado como aquel que no requiere de 
seguimiento y monitoreo.  
19 En julio de 2020 la Defensoría del Pueblo recomendó a la Presidencia del Consejo de Ministros que se “brinde 
información más detallada sobre el seguimiento de compromisos en los reportes Willaqniki, específicamente sobre 
el tipo de compromisos que tienen mayor demora, las razones de ello, los responsables de su cumplimiento y en qué 
regiones se ubican”. En: Defensoría del Pueblo. (2020). Prevención y gestión de conflictos sociales en el contexto de 
la pandemia por el Covid-19 (Serie Informes Especiales N° 026-2020-DP). p. 56. https://bit.ly/3EuKTFY  

https://bit.ly/3JhjxXp
https://bit.ly/3EuKTFY
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señala lo siguiente: “La herramienta principal del sistema es una base de datos única que tiene 

como principal fuente de información las 2956 actas generadas en espacios de diálogo que están 

registradas en los archivos de la SGSD. La primera acta registrada data de abril del 2010”.  

Por ello, entendemos que el número de compromisos del Willaqniki N° 12 – 2019 corresponde 

al periodo 2010 – 2019, en base a las actas registradas por la SGSD-PCM. Ahora bien, no se 

precisa si para efectuar el registro, la SGSD-PCM solicitó información a los ministerios. Es difícil 

hacer un análisis comparativo si se omite informar sobre las instituciones que aportan estos 

datos. Dado que los reportes Willaqniki aluden a la idea de un sistema de información, 

presumimos que la información de los demás ministerios ha sido incluida en el registro. Al 

respecto, la Defensoría del Pueblo no logró obtener información precisa. 

En las publicaciones de Willaqniki posteriores a diciembre de 2019 y hasta el cierre de la 

presente investigación, no se ha vuelto a dar a conocer información actualizada del mismo 

tipo de la que se presentó en el Reporte Willaqniki N° 12 – 2019. La información publicada 

entre los años 2020 y 2021 no es comparable con la del 2019. En el caso del 2020 solo se 

cuenta con información sobre los compromisos y sus avances de algunos casos específicos, 

como los de Cotabambas, Paruro, Espinar y Chumbivilcas, que son descritos con detalle en 

el Willaqniki N° 05 – 2020. En el caso del 2021 se registra datos del “número total de 

acuerdos alcanzados”, “total de acuerdos alcanzados por unidad territorial” referidos al 

primer trimestre y semestre del 2021. Esta información no incluye datos totales sobre el 

cumplimiento de dichos acuerdos.  

Entonces, cabe preguntarse si el incumplimiento de acuerdos genera algún tipo de 

responsabilidad del Estado. Esto va a depender de la determinación del tipo de acto realizado 

por los funcionarios públicos que participan en los procesos de diálogo y que suscriben las actas. 

Una primera constatación es que el acta es percibida como un documento político en el que se 

expresa la voluntad de la entidad estatal de resolver un problema mediante la fórmula acordada 

con las otras partes y que se ve reflejada en un compromiso escrito. La consecuencia de no 

cumplir podría traer consigo que el órgano de control político por excelencia que es el Congreso 

de la República le pida explicaciones al ministro en su condición de responsable político de la 

cartera que dirige. A este nivel, no debería pasarse por alto este tipo de incumplimientos que 

burlan las expectativas ciudadanas y generan situaciones de riesgo. Lo mismo podría hacer con 

otras autoridades en el marco de su labor de fiscalización.  

A nivel de la sociedad el incumplimiento tendría también consecuencias políticas. Además de 

provocar el resurgimiento de las movilizaciones de protesta, agravadas por un sentimiento de 

engaño, el deterioro de la relación política entre el gobierno y distintos sectores de la sociedad 

crearía una situación de rechazo progresivo que iría minando su credibilidad y aprobación. En 

las democracias frágiles como la nuestra la imagen del Presidente de la República y de su 

gobierno es un activo indispensable para la estabilidad política. Uno de los costos de no 

gestionar bien la conflictividad social o de no tomarse en serio el cumplimiento de acuerdos, es 

justamente institucional como lo dejó en claro la Defensoría del Pueblo en el Informe N° 001-

2019, “Los costos del conflicto social”20. 

                                                           
20 Defensoría del Pueblo. (2019). Los costos del conflicto social. Una aproximación metodológica a las dimensiones 
económicas, sociales e institucionales del conflicto social en el Perú (Serie Informes de Adjuntía – Informe N° 001-
2019-DP/APCSG). pp. 38-39 y ss. https://bit.ly/3pzahXb  

https://bit.ly/3pzahXb
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2.2. Una aproximación a los acuerdos 

 

Los acuerdos suscritos en procesos de diálogo buscan atender las demandas sociales que están 

contenidas en las plataformas de lucha, memoriales o pliegos de reclamos de la población. Las 

partes los plasman en actas en las que van dando cuenta escrita de los avances en el tratamiento 

de los puntos de agenda, acuerdos parciales o acuerdos finales en lo que hemos dado en llamar 

en la Defensoría del Pueblo “solución acordada”.  

A lo largo de los años se han firmado miles de actas. Con la finalidad de identificar aquellos 

problemas que dificultan el seguimiento y cumplimiento de los acuerdos suscritos entre las 

partes involucradas en el conflicto, la Defensoría del Pueblo analizó las actas de una muestra de 

procesos de diálogo sistematizando la información en bases de datos.  

2.2.1. Selección de casos  

 

Para fines de esta investigación se solicitó a la Presidencia del Consejo de Ministros, al Ministerio 

de Energía y Minas, y al Ministerio del Ambiente copia de las actas suscritas en procesos de 

diálogo durante el periodo 2012 – 2019. En atención a este pedido, las instituciones remitieron 

un total de 9629 documentos en versión digital. Esta información fue revisada y organizada, 

excluyendo aquellas actas repetidas y archivos que no constituían actas de acuerdos, quedando 

un total de 6387 documentos identificados como actas.  

Con el propósito de analizar más en profundidad los acuerdos suscritos a lo largo de los procesos 

de diálogo, se seleccionaron 29 casos ocurridos durante el periodo señalado. Para que la 

muestra fuese representativa se utilizaron criterios vinculados a la tipología, el ámbito 

geográfico y la ubicación de los conflictos sociales. Asimismo, se seleccionaron los casos de 

Cotabambas y Espinar por ser procesos de diálogo largos y con mucho potencial explicativo de 

los problemas investigados. En total, se analizaron 4258 acuerdos contenidos en 774 actas 

correspondientes a 29 conflictos sociales en fase de diálogo, lo que representa un aproximado 

de 27 actas por caso.  El conflicto de Espinar, el cual tuvo una mesa de diálogo y dos comités de 

seguimiento, registra el mayor número de actas de la muestra (120); mientras que el diálogo 

entre estudiantes de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos y las autoridades 

universitarias concluyó con la suscripción del menor número de actas (02).  

Tipos de conflicto 

La tipología empleada por la Defensoría del Pueblo combina temas y competencias para 

garantizar un mejor análisis del conflicto, considerando elementos económicos, culturales y 

políticos para su clasificación. Desde abril de 2007, la mayor cantidad de conflictos son del tipo 

socioambiental, seguido de los demás tipos. En estos conflictos la dinámica gira en torno al 

control, uso y/o acceso al ambiente y sus recursos.  

Del total de conflictos seleccionados para este informe, el 72.4% (21) corresponde a conflictos 

socioambientales. Le siguen los conflictos por asuntos de gobierno nacional, laborales y por 

otros asuntos, con el 6.9% (2) cada uno.    

 

 



20 
 

Cuadro 1. Conflictos sociales seleccionados según tipología 

Tipo Casos % 

Total 29 100.0% 

Socioambiental 21 72.4% 

Asuntos de gobierno nacional 2 6.9% 

Laboral 2 6.9% 

Otros asuntos 2 6.9% 

Asuntos de gobierno local 1 3.4% 

Comunal 1 3.4% 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

Ámbito del conflicto 

El lugar donde se desarrolla el conflicto social influye en la dinámica que existe entre los actores. 

La población que reside en el ámbito rural se caracteriza por tener dificultades en el acceso y la 

calidad de los servicios públicos, registrar un mayor índice de pobreza monetaria y 

multidimensional, y presenta otros problemas sociales que repercuten en su calidad de vida. En 

los conflictos sociales, más de la mitad de los casos se registra en el ámbito rural, principalmente 

porque las actividades extractivas se desarrollan en estas zonas. De los conflictos sociales 

seleccionados, el 55% se localizan en el ámbito rural y el 45% en áreas urbanas.   

 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

Ubicación del conflicto 

El número de conflictos sociales registrados en un departamento dependerá del tipo de 

problemas que se presentan en el lugar, la disposición de las autoridades para intermediar, la 

capacidad de las entidades públicas para monitorear y prevenir situaciones de conflicto, entre 

otros factores. Para efectos de esta investigación, se seleccionó 29 conflictos sociales que se 

ubican en 18 departamentos diferentes. El mayor número de casos se registra en Cusco (3), 

Loreto (3), Áncash (2), Apurímac (2), Huancavelica (2), Lambayeque (2), Pasco (2) y Puno (2).    

55%

45%

Gráfico 1. Conflictos sociales seleccionados por 
ámbito

Rural (16)

Urbano (13)
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Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

Estado del conflicto 

La Defensoría del Pueblo establece tres estados del conflicto social: activo, latente y resuelto. A 

estos se suman los conflictos retirados del registro por presentar inactividad prolongada. El 

estado de los conflictos sociales depende principalmente de la acción o inacción de los actores 

primarios dentro del proceso del conflicto. De los conflictos sociales seleccionados, el 55.2% (16) 

se encuentran en estado activo. Le siguen los conflictos resueltos, con el 27.6% (8), y los 

retirados, con el 13.8%. 

 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 
 

2.2.2. Características de los procesos de diálogo  

 

La Defensoría del Pueblo considera el diálogo como una fase del conflicto social en el que las 

partes de manera directa o asistida por alguna institución o persona, desarrollan un proceso 

comunicacional donde intercambian información, argumentan, generan opciones y construyen 

acuerdos. El proceso de diálogo debe caracterizarse por ser un espacio ordenado, igualitario, 

sujeto a reglas básicas, y orientado a lograr acuerdos que pongan fin al conflicto.  

 

3 3

2 2 2 2 2 2

1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1

Gráfico 2. Conflictos sociales seleccionados por departamento

55.2%

27.6%

13.8%

3.4%

Activo (16) Resueltos (8) Retirados (4) Latente (1)

Gráfico 3. Conflictos sociales seleccionados según 
estado
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Formalización de los procesos de diálogo 

Los procesos de diálogo pueden ser formalizados a través de una norma legal que establece 

quiénes participan, qué instituciones asumen el rol de presidencia y secretaría técnica y cuál es 

el tiempo de vigencia. Aunque la mayoría de los procesos de diálogo se constituyen por la 

voluntad de las partes mediante la suscripción de un acta de instalación del espacio o 

directamente generando las actas con acuerdos, estas tienen el mismo valor en ambos tipos de 

procesos de diálogo. Pese a ello, el valor subjetivo que le otorgan las partes a la necesidad de 

formalizarlos existe y es muchas veces parte de la negociación.  

De los 29 conflictos seleccionados, en el 38% (11) el proceso de diálogo fue instituido mediante 

una norma creación. Esta formalidad legal le suele dar a estos espacios una mayor 

estructuración. De acuerdo con el Documento Defensorial N° 29 “El Valor del Diálogo”, la 

mayoría de procesos de diálogo son creados a través de acuerdos formalizados por escrito entre 

las partes o por acuerdos verbales. En menor medida existen los procesos de diálogo creados a 

través de decretos o resoluciones, pese a que tienden a ser más estructurados y exitosos. En ese 

sentido, el reconocimiento legal tonifica la legitimidad tanto del espacio de diálogo como de los 

acuerdos que se tomen. 

 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

Presencia de pueblos indígenas u originarios 

El componente cultural condiciona la dinámica del conflicto social. Se trata de grupos sociales 

con características propias como lengua, creencias, cosmovisión, organización interna y, desde 

luego, la manera de resolver conflictos. El Estado está en la obligación de recurrir al diálogo 

intercultural como una forma efectiva y respetuosa de interactuar con los pueblos indígenas 

para atender sus problemas. Más aún, teniendo en cuenta la brecha social existente que los 

coloca en una situación de mayor vulnerabilidad.  

En el 41% (12) de los procesos de diálogo se identificó la presencia de pueblos indígenas u 

originarios, los cuales pertenecen a los pueblos Achuar, Awajún, Chapra, Kandozi, Kichwa, 

Kukama Kukamiria, Urarina, Quechuas, Shawi y Wampis. Tomando en cuenta que el 55% de los 

casos se desarrollan en el ámbito rural, existe una relación directa entre el lugar donde se 

desarrolla el conflicto social y los tipos de actores sociales que intervienen en él.  

38%

62%

Gráfico 4. Procesos de diálogo según forma de 
creación

Con norma legal (11)

Sin norma (18)
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Los acuerdos fruto del diálogo intercultural deben ser objeto de una especial revisión para 

garantizar que reflejen exactamente lo que los dirigentes del pueblo indígena desean que se 

consigne.   

 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

2.2.3. Análisis de las reuniones de los procesos de diálogo 

 

El acta de acuerdos es un documento suscrito por las partes involucradas en el conflicto, en el 

que se detallan los consensos y soluciones pactadas. La palabra del Estado queda grabada en un 

papel como un compromiso que todos entienden que debe ser cumplido. Es decir, un acuerdo 

firmado en un acta no es una vaga promesa, no es una expresión de voluntad sujeta a 

evaluaciones futuras, no es una propuesta que se recoge para ver si es viable, no es algo que 

“en principio podría ser”; es un compromiso con plazo, responsables, procedimiento establecido 

para su cumplimiento, legalidad, viabilidad, todo ello fruto de un proceso de diálogo con 

garantías.  

Sin embargo, existen problemas en su elaboración que dificultan su seguimiento. Las actas no 

suelen tener la misma estructura, dependerá de quiénes estén a cargo de la redacción. En 

algunos casos son las mismas instituciones que facilitaron el proceso de diálogo, aunque no 

siempre es así. En ocasiones la redacción del acta es un acto desordenado y tumultuario en el 

que actores distintos pugnan por incluir sus propios términos. Se ha identificado, igualmente, 

que algunos acuerdos no precisan la denominación de la entidad y dependencia responsable de 

su cumplimiento, el plazo de ejecución o de cumplimiento, el monto de la inversión en los casos 

que sea necesario. Del mismo modo, no siempre aparece el nombre de la entidad pública o la 

comisión de actores responsables de hacer el seguimiento de los acuerdos.  

Son necesarias también la fecha y el lugar donde se suscribe el acta, la firma legible y el nombre 

de cada uno de los participantes o de los principales representantes. Un aspecto importante es 

que el acta esté firmada por las personas debidamente acreditadas para ello sea porque tienen 

competencias legales, o poderes extendidos por sus entidades, o acuerdos de sus asambleas. 

Este problema se presenta cuando no ha habido una adecuada convocatoria al espacio de 

diálogo y una verificación de los títulos para intervenir en el diálogo.  

 

59%

41%

Gráfico 5. Procesos de diálogo con presencia de 
pueblos indígenas u originarios

No (17)

Sí (12)
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Lugar donde se desarrolla la reunión 

La elección del lugar donde se llevarán a cabo las reuniones dependerá de las coordinaciones y 

negociaciones previas entre los actores. En la mayoría de los casos el actor social exige que el 

proceso de diálogo se realice en el lugar del conflicto, mientras que los representantes del 

Estado y las empresas toman en consideración el tema de seguridad para decidir su presencia 

en la zona. También puede optarse por un lugar fuera de la zona del conflicto o en Lima 

Metropolitana, donde las partes involucradas se sientan seguras y, además, se garantice la 

asistencia de las autoridades.  

El 44.8% (347) de las reuniones de los procesos de diálogo se llevó a cabo dentro de la zona del 

conflicto, mientras que el 35.3% (273) se realizó en Lima Metropolitana. Esto último se debe, 

entre otros factores, al centralismo de algunas instituciones públicas y a la posible ausencia de 

autoridades o funcionarios cuando las reuniones se realizan en el lugar del conflicto, o a la 

creencia de que en la capital del país es donde se atienden de manera más efectiva las 

demandas. Por otro lado, el 18.9% (146) se desarrolló en lugares fuera de la zona del conflicto 

que no son Lima Metropolitana.  

 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

Con relación a los departamentos donde se realizan las reuniones de los procesos de diálogo, 

Lima Metropolitana ocupa el primer lugar con 275 reuniones, que corresponden a 21 procesos 

de diálogo. Esto revela que en el 72% de los conflictos sociales seleccionados se sostuvo al 

menos una reunión en Lima Metropolitana. Otro departamento con mayor número de 

reuniones de procesos de diálogo es Cusco, con 147, y Junín, con 60 reuniones.  

44.8%

35.3%

18.9%

1.0%

Dentro de la zona del conflicto (347)

Lima Metropolitana (273)

Fuera de la zona del conflicto (146)

No precisa (08)

Gráfico 6. Lugar donde se desarrollaron las reuniones 
de los procesos de diálogo
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Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

Actores participantes 

Los actores del conflicto social acreditan a sus representantes en el proceso diálogo con la 

finalidad de que tomen decisiones en favor de sus intereses y en el marco de sus funciones. Los 

tipos de participantes identificados en los procesos de diálogo son el Estado, la empresa y la 

sociedad. La presencia de cada uno de estos participantes depende de la agenda que se discute 

en la mesa de diálogo y de las competencias para atender las demandas de la población. En el 

56.2% (435) de las actas revisadas se identificó la participación de representantes del Estado, 

empresa y sociedad, mientras que en el 34.6% (268) solo participaron representantes del Estado 

y la sociedad. En el 4.8% (37) únicamente participaron representantes del Estado, quienes 

pertenecían a diferentes niveles de gobierno.  

 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

Del total de actas revisadas, se constata que el Estado tuvo participación en 771 reuniones de 

los procesos de diálogo. Con relación a los niveles de gobierno, se verifica que en el 98.4% (762) 

hubo participación de representantes del gobierno nacional. Esta cifra se debe, principalmente, 

a que las actas revisadas provienen de la PCM, Minam y Minem. Asimismo, en el 69.1% (535) de 

las reuniones participaron representantes de los gobiernos locales, quienes muchas veces 

canalizan las demandas de la sociedad y las elevan al gobierno regional y nacional. Por otro lado, 

se verifica la presencia de representantes de los gobiernos regionales en el 56.7% (439) de las 

275

147

60 44 39 38 32 21 21 19 14 10 10 10 9 8 7 6 4

Gráfico 7. Departamentos donde se desarrollaron las reuniones de los 
procesos de diálogo

56.2%

34.6%

4.8%

4.0%

0.4%

Estado / Empresa / Sociedad (435)

Estado / Sociedad (268)

Estado / Estado (37)

Estado / Empresa (31)

Empresa / Sociedad (03)

Gráfico 8. Tipo de participantes en reuniones de procesos 
de diálogo
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reuniones. Cabe señalar que las demandas planteadas por la población pueden estar dirigidas a 

diferentes niveles de gobierno y, en algunas ocasiones, la atención a uno de los problemas 

planteados por la ciudadanía requiere la intervención de más de un nivel de gobierno.  

 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

Por otro lado, la convocatoria de los procesos de diálogo suele recaer en un tercero que asume 

el rol de intermediador entre los actores involucrados. De acuerdo con el análisis de las actas, 

en el 38.4% (297) de las reuniones no se pudo identificar a la entidad que convocó el diálogo. 

Sin embargo, en el 34.1% se constató que la Presidencia del Consejo de Ministros convocó a los 

actores para abordar las demandas planteadas por la población e informar sobre el estado de 

los acuerdos. En menor proporción, el 7.8% (60) de las reuniones estuvieron convocadas por el 

Ministerio de Energía y Minas. Asimismo, el 8.2% (63) fueron convocadas por gobiernos 

regionales y locales, los cuales suelen intervenir en la logística y organización de las reuniones 

cuando el diálogo se desarrolla en la zona del conflicto, independientemente de si son los que 

realizan la convocatoria. 

 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

Entidades que facilitan el diálogo 

Los procesos de diálogo se desarrollan bajo la facilitación de un actor reconocido por las partes 

involucradas en el conflicto, el cual cumple un rol fundamental para promover la suscripción de 

98.4%

69.1%

56.7%

Gobierno Nacional (762)

Gobierno Local (535)

Gobierno Regional (439)

Gráfico 9. Participantes en reuniones de procesos de 
diálogo según nivel de gobierno
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No precisa (297)

PCM (264)

Minem (60)

Minam (48)

Otras entidades (42)

Gobiernos regionales (33)

Gobiernos locales (30)

Gráfico 10. Entidad que convoca la mesa de diálogo
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acuerdos que solucionen el conflicto. Si bien el rol de facilitación o mediación ha sido atribuido 

a un tercero imparcial, es importante mencionar que en el marco de los conflictos sociales esta 

función es asumida por una entidad pública en la mayoría de los casos. En este caso, al no 

tratarse de un tercero, debe dar muestras de una garantía reforzada de imparcialidad.  

De las actas revisadas, se constató que el 33% (255) de las reuniones fueron facilitadas por la 

Presidencia del Consejo de Ministros, mientras que el 24% (184) estuvo bajo la facilitación de 

otras entidades del Ejecutivo. Solo un 4% (30) fue facilitado por los gobiernos regionales y un 

3% (21), por los gobiernos locales. Cabe señalar que en el 36% (284) no se logró identificar a la 

entidad facilitadora.  

 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

Por otro lado, solo en el 35% (271) de las reuniones se identificó el sexo de la persona encargada 

de la facilitación, revelando la brecha que existe entre las reuniones facilitadas por hombres 

(194) y las reuniones facilitadas por mujeres (62). Por cada tres reuniones facilitadas por 

hombres, una es facilitada por mujeres, tal como se aprecia en el gráfico. Estas desigualdades 

se reafirman en el Informe N° 185-2020-DP, “Participación de las mujeres en procesos de diálogo 

para resolver conflictos sociales”, en el cual se sostiene que el 64% de las reuniones son 

facilitadas por hombres y el 21% por mujeres, confirmándose la relación de tres a uno21.  

                                                           
21 Defensoría del Pueblo. (2020). Participación de las mujeres en procesos de diálogo para resolver conflictos sociales 
(Informe Defensorial N° 185-2020-DP). p. 46. https://bit.ly/3sYdQYL 
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Gráfico 11. Entidad que facilita el diálogo
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Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

Agenda de la reunión 

A partir de las demandas presentadas por la población, las partes involucradas en el conflicto 

acuerdan preliminarmente los temas que serán abordados en el proceso de diálogo y que serán 

incorporados como agenda de discusión en las reuniones. La agenda puede variar en cada 

reunión o en la medida que el punto de discusión haya sido agotado. Del total de actas revisadas, 

el 45% (348) contó con agenda de reunión. Este dato revela que en casi la mitad de las reuniones 

hay una pauta concordada de los temas a discutir, mientras que en el resto el diálogo es más 

abierto. La flexibilidad es una de las cualidades de estos procesos, pero no al punto de perder 

orden y una estructuración básica que haga previsible los pasos a seguir. Esto es particularmente 

sensible en el caso de la agenda que es el primer reconocimiento formal y mutuo que hacen las 

partes de la existencia de los problemas que deben ser tratados. 

 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

Suscripción de acuerdos 

Los procesos de diálogo tienen como principal objetivo la suscripción de acuerdos que 

solucionen los problemas del conflicto social. Al mismo tiempo, son espacios de rendición de 

cuentas sobre el cumplimiento de los acuerdos suscritos con anterioridad y sobre las acciones 

que realizan las instituciones para atender las demandas de la población. Sin embargo, en 

algunas oportunidades las partes no logran ponerse de acuerdo sobre cuestiones metodológicas 

65%
25%

8%

2%

35%

Gráfico 12. Reuniones según sexo de la persona que 
facilita el diálogo
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Gráfico 13. Reuniones que contaron con agenda
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del diálogo o sobre las alternativas de solución. En estas circunstancias los y las participantes 

pueden optar por no continuar con el diálogo y no suscribir acuerdos.  

Según los resultados de la revisión de actas, en el 93% (717) de las reuniones se suscribieron 

acuerdos entre las partes involucradas en el conflicto. En el 7% (57) restante, los y las 

participantes decidieron no firmar acuerdos. Si bien el diálogo tiene como principal objetivo 

generar soluciones al conflicto, también es un espacio donde se intercambian ideas, se 

fortalecen relaciones y se construye una cultura de paz. En ese sentido, la no suscripción de 

acuerdos no significa, necesariamente, la ruptura del diálogo o tiempo perdido.  

 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

2.2.4. Identificación de acuerdos 

 

A partir de la revisión de las actas de la muestra de casos investigados, se pudo identificar 4258 

acuerdos suscritos en 29 procesos de diálogo. Estos acuerdos expresan la voluntad de las partes, 

y buscan atender las demandas de la población y restablecer la estabilidad social.  

Tipos de acuerdos 

Para una comprensión de los acuerdos, se elaboró una clasificación basada en el alcance que 

tienen en la solución de los problemas del conflicto social. En ese sentido, los acuerdos de 

procedimiento son los más recurrentes y se refieren, principalmente, a aspectos metodológicos 

relacionados al proceso de diálogo o a acciones previas para la atención de las demandas 

planteadas por la ciudadanía. Estos acuerdos permiten que las partes dialoguen y pueden 

requerir presupuesto y recursos humanos para su cumplimiento. Algunos de estos acuerdos se 

refieren a la realización de reuniones, soporte o asistencia técnica, brindar o trasladar 

información, acreditar representantes, entre otros.  

Los acuerdos parciales resuelven algunos de los puntos de la agenda. En algunos casos agotan 

el tratamiento del tema y las partes muestran su satisfacción por el resultado, pero no se puede 

considerar que son acuerdos finales porque alguna de las partes condiciona su firma a la 

resolución de otros puntos de la agenda. En otros casos revelan los progresos del diálogo en 

relación a los temas de fondo, y son punto de reinicio en la siguiente reunión. Algunos ejemplos 

de acuerdos parciales son la elaboración o financiamiento de estudios técnicos, la modificación 

de normas legales, acciones de fiscalización ambiental, entre otros.  

93%

7%

Gráfico 14. Reuniones en las que se suscribió acuerdos

Con acuerdos (717)

Sin acuerdos (57)
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Los acuerdos finales son los que se suscriben una vez agotado el tratamiento de los puntos de 

la agenda, con todas las modificaciones que de mutuo acuerdo hayan ocurrido durante el 

proceso. Las partes expresan su conformidad con los términos a los que se ha llegado y proceden 

a firmar el acta, conscientes de que su contenido es una manifestación libre y voluntaria de 

todos los participantes, y que en ella está la solución al conflicto social. Requieren de 

planificación presupuestaria, recursos humanos y logística. Las actas son suscritas por quienes 

representan formalmente a las entidades estatales, a las organizaciones sociales y a las 

empresas. La verificación del título con el que se firma es fundamental para la exigencia de 

cumplimiento. Se observa que los acuerdos finales más frecuentes se refieren al financiamiento 

y ejecución de proyectos de inversión pública, el acceso o mejoramiento de servicios públicos, 

la entrega de dinero por compensación o indemnización, entre otros. 

Del total de acuerdos identificados, el 58% (2480) son acuerdos de procedimiento, los cuales 

permiten que las partes cuenten con reglas para un diálogo respetuoso o que se realicen 

gestiones previas a la solución de los problemas, como poner información a disposición de las 

partes, realizar visitas de inspección, solicitar peritajes o informes técnicos o levantar 

observaciones a estos, entre otros. Los acuerdos parciales alcanzan el 29% (1229) y los acuerdos 

finales el 13% (549).  

 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

Tipos de acuerdos según año de suscripción 

Como se ha mencionado en párrafos precedentes, las actas procesadas fueron suscritas durante 

el periodo 2012 – 2019. El 2016 fue el año que registró el mayor número de actas y, 

consecuentemente, fue el año en el que más acuerdos se firmaron. Por otro lado, 

porcentualmente, el 2014 presenta más acuerdos de procedimiento a diferencia de otros años, 

mientras que en el 2018 se firmaron más acuerdos finales.  

Cuadro 2. Tipos de acuerdos suscritos por año 

Año 
Nro. de 

actas 
Nro. de 

acuerdos 
Acuerdo de 

procedimiento 
Acuerdo parcial Acuerdo final 

Total 774 4258 2480 58.2% 1229 28.9% 549 12.9% 

2012 46 227 155 68.3% 42 18.5% 30 13.2% 

2013 106 513 344 67.1% 112 21.8% 57 11.1% 

58%
29%

13%

Gráfico 15. Tipos de acuerdos

Acuerdo de procedimiento (2480)

Acuerdo parcial (1229)

Acuerdo final (549)
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Año 
Nro. de 

actas 
Nro. de 

acuerdos 
Acuerdo de 

procedimiento 
Acuerdo parcial Acuerdo final 

2014 92 466 329 70.6% 113 24.2% 24 5.2% 

2015 106 715 390 54.5% 240 33.6% 85 11.9% 

2016 164 933 473 50.7% 291 31.2% 169 18.1% 

2017 99 514 250 48.6% 181 35.2% 83 16.1% 

2018 48 228 111 48.7% 79 34.6% 38 16.7% 

2019 113 662 428 64.7% 171 25.8% 63 9.5% 

Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 
 

Tipos de acuerdos según el lugar de la reunión 

Los resultados del análisis de actas revelan que existe una relación entre el tipo de acuerdos 

suscritos y el lugar donde se desarrolla el proceso de diálogo. Del total de acuerdos finales, el 

57.4% fueron firmados en la ciudad de Lima, de lo que se infiere que los actores sociales tuvieron 

que trasladarse a la capital para que sus demandas sean atendidas por las autoridades 

responsables. De igual manera, el 44.3% de los acuerdos de procedimiento fueron suscritos 

dentro de la zona del conflicto. No se puede determinar las causas de esta relación (lugar – tipo 

de acuerdo); sin embargo, es importante dar a conocer esta información para que sea analizada 

con mayor profundidad. 

 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 
Subtipos de acuerdos de procedimiento 

Para analizar los acuerdos de procedimiento, se elaboró subtipos de acuerdos que permiten 

distinguir las acciones a realizar. Del total de acuerdos de procedimiento, el 28.7% (711) se 

refiere a programar una próxima reunión para continuar con el diálogo y retomar la agenda de 

discusión. Asimismo, el segundo subtipo de acuerdo más común, con el 23.7% (588) es brindar 

y trasladar información. Uno de los pedidos reiterativos en los procesos de diálogo es el acceso 

a información, por ello muchas instituciones suelen comprometerse a esclarecer algunos 

hechos, brindar documentación, presentar información técnica, entre otros.  

35.8%
40.0%

57.4%

44.3%

33.2% 31.0%

17.9%
24.2%

9.8%

2.0% 2.7% 1.8%

Acuerdo de procedimiento Acuerdo parcial Acuerdo final

Gráfico 16. Tipo de acuerdos suscritos, según el lugar de la reunión

En Lima Metropolitana Dentro de la zona del conflicto

Fuera de la zona del conflicto No precisa
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Asimismo, el 6.8% (168) de los acuerdos está relacionado a la acreditación de representantes. 

Este subtipo de acuerdo fue suscrito en 23 procesos de diálogo con la finalidad de darle mayor 

legitimidad al espacio. En un 6.7% (167) de los acuerdos, correspondientes a 27 proceso de 

diálogo, se acordó instalar una mesa de diálogo, grupo de trabajo o comisión técnica. Estos dos 

últimos espacios se crean para abordar uno o varios temas específicos de la agenda de discusión. 

Sus acuerdos son presentados posteriormente en una sesión plenaria. En cuanto a la suspensión 

de medidas de protesta y/o mantener un clima de paz, este subtipo de acuerdo fue suscrito en 

18 procesos de diálogo.  

Cuadro 3. Subtipos de acuerdos de procedimiento 

Subtipo de acuerdos de procedimiento Acuerdos % 
Procesos 

de diálogo 

Total 2480 100.0% - 

Sostener una próxima reunión 711 28.7% 26 

Brindar o trasladar información 588 23.7% 25 

Acreditar representantes o incorporar nuevos participantes 168 6.8% 23 

Instalar una mesa de diálogo o grupo de trabajo 167 6.7% 27 

Brindar información sobre el estado actual de los acuerdos 163 6.6% 21 

Evaluar las demandas planteadas por la ciudadanía 105 4.2% 22 

Realizar una visita de inspección 102 4.1% 18 

Presentar un cronograma de trabajo (acciones, actividades, 
plazos) 

99 4.0% 19 

Ratificar los acuerdos y evaluación de propuestas en espacios 
colectivos (asambleas comunales, plenarias) 

70 2.8% 20 

Levantar observaciones de estudios técnicos 67 2.7% 13 

Suspender la medida de protesta y/o mantener un clima de paz 54 2.2% 18 

Gestionar la presencia de comisiones de alto nivel, autoridades 
políticas y/o funcionarios 

50 2.0% 13 

Otros 39 1.6% 10 

Publicar o modificar la norma que formaliza la mesa de diálogo 38 1.5% 11 

Elaborar términos de referencia 35 1.4% 11 

Recategorizar proyecto o cambiar de unidad ejecutora 24 1.0% 5 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

Subtipos de acuerdos parciales y finales 

Las soluciones planteadas en los procesos de diálogo requieren de recursos financieros, 

humanos y logísticos para su cumplimiento. Los acuerdos parciales o finales buscan atender la 

agenda de diálogo y normalizar las actividades de una zona. De los 1790 acuerdos identificados, 

el 10.6% (189) se refiere a realizar gestiones para el financiamiento de estudios, actividades o 

proyectos22, mientras que el 9.9% (176) están vinculados a la ejecución y/o financiamiento de 

proyectos de inversión pública. Le siguen los acuerdos vinculados al soporte o asistencia técnica, 

con el 9.8% (174), mientras que los acuerdos sobre ejecución y/o financiamiento de actividades 

y/o proyectos que no pertenecen al Sistema Invierte.pe representan el 9.4% (167) del total de 

                                                           
22 Realizar gestiones para el financiamiento de estudios, actividades y proyectos, es entendido como aquellas acciones 
orientadas a buscar presupuesto para su realización; sin embargo, no es garantía de que se cuente con este y pueda 
llevarse a cabo. Generalmente, estas acciones se materializan a través de reuniones, envío de comunicaciones 
formales, entre otros. 
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acuerdos parciales y finales. En ese sentido, cerca del 40.0% de los acuerdos está relacionado al 

financiamiento, ejecución o viabilidad de proyectos o actividades en beneficio del actor social.  

Por otro lado, el 7.8% (139) de los acuerdos aluden a fiscalización ambiental. Estos acuerdos 

fueron suscritos en 16 procesos de diálogo, siendo un tema de gran preocupación para la 

población. Asimismo, en cinco procesos de diálogo se suscribieron acuerdos referidos a la 

remediación ambiental. Con relación a la prestación de servicios públicos, el 5.3% (94) de 

acuerdos busca garantizar el acceso, mejoramiento y regulación de servicios públicos, y en el 

2.6% (46) se acordó la contratación de profesionales para mejorar la calidad del servicio público. 

Cuadro 4. Subtipos de acuerdos parciales y finales 

Subtipo de acuerdos parciales y finales Acuerdos % 
Procesos 

de diálogo 

Total 1778 100.0% - 

Realizar gestiones para el financiamiento de estudios, 
actividades o proyectos 

189 10.6% 17 

Ejecutar y/o financiar proyecto de inversión pública 176 9.9% 16 

Soporte o asistencia técnica 174 9.8% 18 

Elaborar planes, diagnósticos, evaluaciones, peritajes y otros 
estudios 

167 9.4% 20 

Ejecutar y/o financiar actividades y/o proyectos que no 
pertenecen al Sistema Invierte.pe 

165 9.3% 21 

Fiscalizar asuntos ambientales (supervisión, monitoreo, 
evaluación)  

139 7.8% 16 

Presentar estudios técnicos ante la entidad competente 121 6.8% 15 

Elaborar y financiar estudios técnicos (Perfil, Expediente 
técnico) 

108 6.1% 18 

Fortalecer capacidades (cursos, talleres, pasantías) 102 5.7% 18 

Acceso, mejoramiento y regulación de servicios públicos 94 5.3% 15 

Transferir y sanear legalmente terrenos 48 2.7% 9 

Contratar profesionales para mejorar la calidad del servicio 
público o privado 

46 2.6% 11 

Remediación ambiental 40 2.2% 5 

Garantizar mejores condiciones laborales 34 1.9% 6 

Modificar normativa 30 1.7% 14 

Acceso o mejoramiento de programas sociales 24 1.3% 11 

Equipar establecimientos (colegios, hospitales) 21 1.2% 10 

Instalar oficina o sede institucional en el lugar del conflicto 
(Oficina de OEFA, Oficina de RR.CC. de la empresa) 

21 1.2% 7 

Otros 19 1.1% 10 

Acceso, imparcialidad y celeridad procesal de la justicia 16 0.9% 4 

Entregar dinero por concepto de compensación o 
indemnización 

12 0.7% 6 

Respecto a la propiedad comunal y contraprestación por el uso 
de tierras comunales 

11 0.6% 4 

Asignación o ampliación presupuestal de una entidad 8 0.4% 8 

Otorgar becas para estudios superiores (técnico o universitario) 7 0.4% 2 

Declarar emergencia ambiental, sanitaria o Estado de 
Emergencia por desastre natural 

6 0.3% 3 

Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 
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Responsables del cumplimiento 

Los acuerdos suscritos en procesos de diálogo son asumidos de manera voluntaria por las partes 

involucradas en el conflicto. El cumplimiento de un acuerdo puede recaer en más de un tipo de 

actor y entidad responsable. En ese sentido, de las actas analizadas para este informe, el Estado 

es responsable del 72.5% (3087) del total de acuerdos. Por su parte, las empresas son 

responsables del 19.0% (811) y la sociedad del 14.4% (614). Asimismo, en el 9.7% (411) no se 

precisó de manera explícita al responsable del cumplimiento.  

El acuerdo puede ser suscrito por más de un responsable, por ello tanto el Estado, las empresas 

y la sociedad pueden compartir el deber de cumplimiento. En el siguiente gráfico se identifica a 

los actores responsables sobre el total de acuerdos.  

Cuadro 5. Responsabilidad del cumplimiento de acuerdos, según tipo de actor 

Tipo de actor Acuerdos % 

Total 4258 100.0% 

Estado 2641 62.0% 

Empresa 494 11.6% 

No se identifica responsable 411 9.7% 

Estado, Sociedad 204 4.8% 

Sociedad 191 4.5% 

Estado, Empresa, Sociedad 144 3.4% 

Estado, Empresa 98 2.3% 

Empresa, Sociedad 75 1.8% 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

Del total de acuerdos asumidos por el Estado (3087), el 76.5% (2363) es responsabilidad del 

Gobierno Nacional, mientras que el 23.3% (720) corresponde al gobierno local. Cabe señalar que 

los acuerdos pueden ser asumidos por más de una entidad, las cuales pueden pertenecer a 

diferentes niveles de gobierno. Por otro lado, de los 811 acuerdos asumidos por las empresas, 

728 fueron asumidos por empresas privadas, 74 por empresas públicas y 9 acuerdos fueron 

asumidos por ambos tipos de empresas.  

Cuadro 6. Responsabilidad del cumplimiento de acuerdos asumidos por el Estado 

Nivel de gobierno Acuerdos % 

Gobierno Nacional 2363 76.5% 

Gobierno Local 720 23.3% 

Gobierno Regional 462 15.0% 

Organismo Autónomo 55 1.8% 

Poder Legislativo 9 0.3% 

Poder Judicial 3 0.1% 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 
Plazo establecido para el cumplimiento de acuerdos 

Uno de los requisitos indispensables para garantizar el cumplimiento de los acuerdos es 

determinar un plazo de ejecución que responda a las necesidades y los problemas planteados 

por el actor social. Para fines de esta investigación, se desarrolló cuatro categorías. Una de estas 
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opciones se refiere al plazo condicional, el cual es un acuerdo que está sujeto a la realización de 

otras acciones previas, ya sea por el mismo responsable u otra entidad. También se identifica 

aquellos acuerdos que son actividades recurrentes, es decir, que su cumplimiento es 

permanente. Un ejemplo de ello es el regado de vías de transporte o la capacitación anual de 

trabajadores. Una tercera alternativa se refiere a los acuerdos que establecen una fecha exacta 

para su cumplimiento, lo cual facilita el monitoreo. Finalmente, identificamos aquellos acuerdos 

que no establecen ningún tipo de plazo, dificultando la tarea de seguimiento.  

Del total de acuerdos identificados, en el 57.7% (2457) no se precisó ningún tipo de plazo para 

su cumplimiento. En el 38.2% (1628) sí se estableció una fecha exacta y, en menor medida, en 

el 4% (173) se determinó que los acuerdos eran actividades recurrentes o estaban condicionados 

a otras acciones previas.  

 
Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 

Entidad responsable del seguimiento 

El trabajo de seguimiento y monitoreo para el cumplimiento de acuerdos permite asegurar su 

realización en los plazos y términos establecidos. En algunos procesos de diálogo se determina 

qué entidad o un órgano colegiado es el encargado del seguimiento de acuerdos, pero en otros 

no. Cuando no se determina un responsable que realice esta tarea existen dificultades para 

hacer balances sobre los resultados del diálogo. Muchas veces se asume que esta labor recae 

sobre la entidad que facilita el diálogo. Para cumplir con esta función es necesario contar con 

instrumentos de gestión que proporcionen pautas para el seguimiento, así como profesionales 

capacitados en esta materia.  

De los acuerdos revisados, se constató que solo en el 13% (545) se designó a una entidad 

responsable o a un órgano colegiado para que realice esta labor, hacerlo facilita que los 

responsables del cumplimiento den cuenta sobre sus avances y brinden información periódica 

a este responsable de seguimiento que, a su vez, debe realizar acciones de incidencia cuando no 

se cumplen los acuerdos o no se realizan bajo los términos convenidos previamente.  

57.7%

38.2%

2.0%

2.0%

No establece plazo (2457)

Establece una fecha exacta (1628)

Actividad recurrente (87)

Es condicional (86)

Gráfico 17. Plazo establecido para el cumplimiento de 
acuerdos
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Fuente: Defensoría del Pueblo - APCSG. 

 
2.3. Características de los acuerdos  

 

El procesamiento de las actas de los casos seleccionados para este informe nos permite 

identificar las principales características de estos acuerdos, constatando sus limitaciones y 

condiciones necesarias para su cumplimiento.  

a. Las partes son conscientes de que el objetivo del proceso de diálogo es llegar a acuerdos 

que resuelvan satisfactoriamente un conflicto social. Ninguno podrá alegar que su 

participación no lo compromete en una negociación multipartes y que al final del 

proceso de diálogo adquirirán obligaciones en nombre del Estado, la organización social 

o la empresa a la que representan.  

b. Los acuerdos son la expresión final de un proceso de diálogo algunas veces estructurado, 

otras no, fluido o interferido, colaborativo o confrontacional. La calidad del diálogo es 

condición básica para llegar a acuerdos que reflejen con fidelidad los intereses de las 

partes. 

c. Los acuerdos crean una sensación de justicia con los sectores de la sociedad que 

plantearon las demandas sociales, de restablecimiento de la tranquilidad social, y una 

alta expectativa de cumplimiento en vista del esfuerzo invertido en el proceso de 

diálogo y en las manifestaciones sociales previas a su inicio.  

d. Los términos de los acuerdos no son siempre percibidos de manera equitativa por los 

actores participantes de un proceso de diálogo. Existen diferencias sociales y culturales 

que dificultan una comprensión compartida del acuerdo y, en consecuencia, sobre su 

cumplimiento.  

e. Las personas que facilitan el diálogo cumplen un rol fundamental en la conducción del 

proceso, garantizando que sea un espacio de trato horizontal donde prevalezca el 

respeto entre los y las participantes. Este rol es asumido principalmente por hombres, 

reproduciéndose las brechas de género preexistentes. 

f. Los actores responsables del cumplimiento de acuerdos asumen este compromiso en el 

marco de sus competencias y posibilidades de acción, para ello destinan recursos 

87%

13%

Gráfico 18. Acuerdos en los que se estableció un 
responsable para el seguimiento

No establece un
responsable (3713)

Determina un
responsable (545)
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financieros, humanos y logísticos. Algunos acuerdos muestran ambigüedad al señalar el 

actor responsable del cumplimiento o la dependencia encargada de su ejecución.  

g. Los acuerdos tienden a no precisar el plazo establecido para su cumplimiento, lo cual 

dificulta el seguimiento y monitoreo de los mismos. La determinación de un plazo 

implica programar los recursos necesarios para su implementación bajo los términos 

acordados. Para los problemas de urgente atención no debe quedar abierta la fecha de 

cumplimiento.  

h. La mayoría de los acuerdos no contemplan a un responsable de seguimiento y 

monitoreo, labor que suele ser asumida por la entidad que facilita el diálogo. El 

seguimiento y monitoreo son tareas especializadas que deben contar con 

procedimientos y soporte técnico que permitan identificar las dificultades y limitaciones 

para el cumplimiento de acuerdos.  

i. Las soluciones planteadas en el proceso de diálogo se presentan como medidas 

concretas ante los problemas del conflicto. En este contexto no caben las generalidades 

o verbos ambiguos que dejen abierta la interpretación de las acciones a realizar. La 

presencia de representantes no autorizados o capacitados es la principal razón para que 

los acuerdos se suscriban bajo ciertos términos como evaluar, gestionar, trasladar o 

coordinar. 
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Capítulo III 
La trazabilidad del acta 

 

3.1. La trazabilidad de los acuerdos en la administración pública  

 

En nuestro país no existe un instrumento normativo ni una política pública de prevención, 

gestión y transformación de conflictos sociales emitida por el Estado, mediante una ley 

aprobada por el Congreso de la República. A pesar de esta limitación, en los hechos ha habido 

esfuerzos de organización interna en el gobierno central y, en menor medida, en los gobiernos 

regionales. En los gobiernos locales prácticamente esta capacidad no está instalada en ninguna 

de sus áreas.  

Las normas dictadas hasta ahora han contribuido a ordenar el trabajo, pero es difícil sostener 

que hay detrás una visión sistémica de la conflictividad social compartida por los tres niveles de 

gobierno, y que hacen uso de herramientas de monitoreo y análisis, modalidades de 

intervención basadas principalmente en el diálogo, desarrollo de capacidades prácticas para la 

acción estatal, y presencia coordinada en el territorio. Pero dejamos constancia de que la 

Presidencia del Consejo de Ministros (PCM), los ministerios y algunos gobiernos regionales 

fueron incorporando oficinas de gestión de conflictos sociales y formalizándolas en sus 

reglamentos de organización y funciones (ROF). Parte de estas funciones consiste en hacer 

seguimiento del cumplimiento de los acuerdos, sin perjuicio de que las partes convengan en la 

constitución de comités de seguimiento para tal efecto23. 

La trazabilidad de los acuerdos no es otra cosa que el recorrido que estos siguen dentro de la 

organización pública o privada, para lograr su realización. Todos los acuerdos parten de las actas 

firmadas por personas que representan al Estado, las organizaciones sociales y las empresas. No 

es unidireccional, si no que depende en gran parte de los tipos de acuerdos suscritos, su 

naturaleza, los procedimientos legales establecidos y las capacidades de las organizaciones para 

procesarlos, sobre todo teniendo en cuenta los procedimientos internos de la administración 

pública. Las actas son firmadas por funcionarios y servidores públicos de distinto nivel, que están 

facultados para suscribirlos, sea por las normas vigentes, las funciones establecidas en los 

términos de su contratación, o por una delegación expresa de la autoridad competente. Lo que 

ocurre de forma posterior a la suscripción del acuerdo dentro de la administración pública es 

sobre lo que tratará este capítulo. 

De la revisión de los ROF vigentes, en 8 de 19 ministerios se ha identificado funciones que se 

encuentran referidas al cumplimiento de acuerdos derivados de espacios de diálogo para 

resolver conflictos sociales, según el siguiente detalle:  

  

                                                           
23 Presidencia del Consejo de Ministros. (2014). Manual de Capacitación para la Gestión del Diálogo. Módulo 1. El 
conflicto social y el diálogo: enfoques y conceptos. p. 46. 
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Cuadro 7. Ministerios, dependencias y funciones referidas al  

cumplimiento de acuerdos según su organización y funciones 

Ministerio Dependencia específica 
Función general referida al 
cumplimiento de acuerdos 

Presidencia del Consejo de 
Ministros (PCM) 

Secretaría de Gestión Social y 
Diálogo (SGSD) 
Subsecretaría de Seguimiento y 
Gestión de Compromisos (SSGC) 

Seguimiento y coordinación de 
atención de compromisos 

Ministerio del Interior 
(Mininter) 

Dirección General de Orden 
Público 

Supervisión y seguimiento 

Ministerio de Salud 
(Minsa) 

Secretaria General - Unidad 
Funcional de Gestión de Diálogo 
Laboral 

Seguimiento y coordinación 

Ministerio de Desarrollo 
Agrario y Riego (Midagri) 

Dirección General de Gestión 
Territorial 
Dirección de Desarrollo de 
Comunidades Campesinas, Nativas 
y de Gestión Social 

Conducción del seguimiento y 
coordinación de la 
implementación.  
Seguimiento de acuerdos.  
 

Ministerio de Energía y 
Minas (Minem) 

Oficina de Gestión de 
Compromisos Sociales 

Seguimiento a compromisos de 
empresas del sector e incentivar 
cumplimiento 

Ministerio de Transportes 
y Comunicaciones (MTC) 

Oficina de Diálogo y Gestión Social Seguimiento 

Ministerio del Ambiente 
(Minam) 

Oficina General de Asuntos Socio-
Ambientales 

Seguimiento 

Ministerio de Desarrollo e 
Inclusión Social (Midis) 

Dirección de Articulación de las 
Prestaciones Sociales 

Seguimiento 

Fuente: Reglamentos de organización y funciones vigentes de ministerios. 

Elaboración propia. 

 

En 7 ministerios las funciones están asignadas expresamente a las oficinas de gestión de 

conflictos sociales24 o a unidades funcionales constituidas dentro de otras unidades de la 

organización con funciones similares. En un ministerio (Midis) estas funciones están asignadas a 

una oficina que no posee funciones de manera exclusiva en materia de diálogo, prevención y/o 

gestión de conflictos.  

Como observamos en el cuadro mostrado, las funciones asignadas en esta materia están 

referidas principalmente al seguimiento de acuerdos. En el caso de la PCM, la SSGC, según su 

ROF, cumple, además, la función de “identificar, coordinar y articular, a través de las instancias 

competentes, la atención de los compromisos derivados de la gestión de conflictos sociales, con 

los diversos sectores y niveles de gobierno”25. En los casos del Midagri, Minsa y Minem se 

presentan también algunas particularidades en las funciones asignadas que incluyen verbos 

como “coordinar” e “incentivar”, que sugieren un rol más activo de las oficinas respectivas en 

los procesos de cumplimiento de acuerdos. 

 
 

                                                           
24 En este capítulo, cuando nos refiramos a las oficinas de gestión de conflictos sociales, también lo hacemos a aquellas 
oficinas con funciones, según sus ROF respectivos, referidas al diálogo, prevención y/o gestión de conflictos sociales. 
25 Art. 101, inciso g). de la Resolución Ministerial N° 156-2021-PCM, que aprueba el Texto Integrado del Reglamento 
de Organización y Funciones de la Presidencia del Consejo de Ministros (17 de julio de 2021). https://bit.ly/3syawmT  

https://bit.ly/3syawmT
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Fuente: Reglamentos de organización y funciones vigentes de ministerios. 

Elaboración propia. 

 

 

Cuadro 8. Niveles de organización de dependencias de mayor rango con  

funciones referidas al seguimiento de acuerdos 

Ministerio Dependencia 
Tipo de unidad de 

organización26 
Nivel27 

PCM Secretaría de Gestión Social y Diálogo28 Órgano de línea 1er 

Mininter Dirección General de Orden Público Órgano de línea 2do 

Minsa Secretaría General Alta Dirección 1er 

Midagri Dirección General de Gestión Territorial Órgano de línea 2do 

Minem Oficina de Gestión de Compromisos Sociales Unidad orgánica 3er 

MTC Oficina de Diálogo y Gestión Social Unidad orgánica 3er 

Minam Oficina General de Asuntos Socio-Ambientales 
Órgano de 
asesoramiento 

2do 

Midis Dirección de Articulación de las Prestaciones Sociales Unidad orgánica 3er 
Fuente: Reglamentos de organización y funciones vigentes de ministerios.  

Elaboración propia. 

 

 

                                                           
26 Las definiciones de los tipos de unidad de organización se encuentran en los Lineamientos N° 02-2020-SGP, que 
establecen orientaciones sobre el Reglamento de Organización y Funciones - ROF y el Manual de Operaciones – MOP, 
aprobados por Resolución de Secretaría de Gestión Pública N° 005-2020-PCM-SGP.  
27 “El nivel organizacional es la categoría dentro de la estructura orgánica de la entidad que refleja la dependencia o 
líneas de autoridad entre las unidades de organización, de acuerdo con sus funciones, responsabilidades y toma de 
decisiones”. En: Presidencia del Consejo de Ministros, Secretaría de Gestión Pública. Lineamientos N° 02-2020-SGP, 
que establecen orientaciones sobre el reglamento de organización y funciones - ROF y el Manual de Operaciones - 
MOP (14 de setiembre de 2020). 
28 La Secretaría de Gestión Pública de la PCM sostiene lo siguiente respecto del nivel de los órganos de línea de la 
institución: “Asimismo, el titular de la Secretaría General de la PCM tiene la condición y prerrogativas de viceministro 
y sus órganos de línea nivel de Secretaría General”.  
Numeral 2.35 de la Opinión Técnica Vinculante N° 02-2021-PCM-SGP/SSAP, Opinión sobre Rectoría Sectorial de los 
ministerios para conducir cada uno de los sectores en los que se organiza el Poder Ejecutivo (31 de julio de 2021). 
https://bit.ly/3qXWMzs 
Esto también ha sido señalado así en el artículo 24, numeral 4 de la Ley N° 29158, Ley Orgánica de Poder Ejecutivo 
(20 de diciembre del 2007). https://bit.ly/32vgJVR  

11

8

No Sí

Gráfico 19. Número de ministerios que poseen 
unidades con funciones específicas orientadas al 

seguimiento de acuerdos

https://bit.ly/32vgJVR


41 
 

 
Fuente: Reglamentos de organización y funciones vigentes de ministerios. 

Elaboración propia. 

 

De la revisión de la documentación mencionada se observa que las funciones orientadas al 

seguimiento de acuerdos son asignadas en la mayoría de los casos a las oficinas de gestión de 

conflictos sociales. Estas unidades orgánicas se encuentran ubicadas en distintos niveles de la 

organización, principalmente en el segundo y tercer nivel. Las funciones asignadas a estas 

dependencias indican que la mayor parte de estas oficinas no son responsables de cumplir con 

lo pactado porque la ejecución del contenido del acuerdo no está dentro de sus competencias 

legales. Y no tendría por qué estarlo, dado que las funciones de estas oficinas están centradas 

en monitorear, analizar los casos y promover y facilitar el diálogo. Llegado el momento de la 

negociación, los acuerdos los asumen las instancias a las que la ley les da capacidad de decidir y 

comprometerse. Las oficinas de conflictos quedan también comprometidas, no directamente 

sobre el fondo, sí sobre el proceso de cumplimiento. 

Justamente, la idea de trazabilidad del acta refuerza la necesidad de conocer y entender de qué 

manera las instancias que deben cumplir con los acuerdos realizan su trabajo, sin perder de vista 

que esos acuerdos han sido consecuencia del diálogo como mecanismo de gestión del conflicto. 

Por ello, distinguimos el “seguimiento de acuerdos” del “cumplimiento de acuerdos”. 

La descripción del proceso de cumplimiento de acuerdos dentro del Estado comienza con la 

suscripción de un acta de acuerdos y concluye en su transformación en bienes, servicios, 

acciones de hacer o no hacer, que se implementan dentro de los parámetros de la gestión 

pública. Al ingresar los mandatos de hacer o no hacer, descritos en los acuerdos, en los procesos 

y procedimientos de la gestión pública se adhieren automáticamente a los principios y normas 

vigentes de la administración del Estado, siendo uno de ellos el cuerpo normativo de la 

modernización de la gestión pública. En tal sentido, sostenemos que este proceso no puede ser 

descrito o analizado sin el marco de análisis relacionado a la modernización de la gestión pública 

o a las políticas públicas, vigente en el Estado peruano.  

Según refiere la Secretaría de Gestión Pública de la PCM, la “modernización de la gestión pública 

es un proceso constante para mejorar lo que hacen las entidades y, de esa manera, generar 

2

3

3

1er nivel

2do nivel

3er nivel

Gráfico 20. Cantidad de ministerios con oficinas que tienen 
funciones específicas referidas  al seguimiento de acuerdos, según 

nivel de organización
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valor público”29 30. De acuerdo con lo señalado por el mismo órgano de línea de la PCM, cuando 

dicha definición hace referencia al valor público, este se explica como el resultado de las 

“intervenciones públicas” que “satisfacen las necesidades y expectativas de las personas”, y 

cuando “se optimiza la gestión interna de las entidades públicas”31. Lo señalado se encuentra 

desarrollado en la Ley N° 27658, Ley Marco de Modernización de la Gestión Pública, en la Ley N° 

29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, entre otras normas relacionadas.  

Con la finalidad de establecer lineamientos para las entidades públicas buscando una gestión 

“basada en la creación de valor público”, se aprobaron los Lineamientos N° 001-2019-SGP, 

“Principios de actuación para la modernización de la gestión pública”, aprobados por la RSGP N° 

004-2019-PCM/SGP32. Estos principios de actuación son orientaciones dirigidas a que las 

entidades “respondan, de manera valiosa, pertinente, eficaz y eficiente; a las necesidades y 

expectativas de las personas y la sociedad”. Incluyen el diseño e implementación de políticas 

públicas que generen resultados, la medición de los resultados de las intervenciones, el 

pensamiento sistémico de los problemas, responder mejor a las personas, contar con bienes y 

servicios de calidad, emitir regulaciones de calidad, mejorar la productividad de las entidades 

públicas y diseñar estructuras organizaciones interconectadas, ágiles y adaptables. 

Otro marco de análisis para tener en cuenta es el de las políticas públicas. Permite comprender 

cómo estas se diseñan, planifican, ejecutan y evalúan a efecto de producir resultados en 

beneficio de los ciudadanos, y en el propio proceso de modernización de la gestión pública. 

Sobre este punto, el Ceplan ha desarrollado una guía que “contiene la metodología para el 

diseño, formulación, seguimiento y evaluación de las políticas nacionales, así como el 

procedimiento a aplicar para su actualización”33.  En esta guía se señala que “la gestión pública 

moderna está orientada al logro de resultados que impacten de manera positiva en el bienestar 

del ciudadano y el desarrollo del país. Es así como se establece como el primer pilar de la gestión 

pública orientada a resultados a ´las políticas públicas nacionales y el planeamiento´”. 

De modo general, decimos que el cumplir con los acuerdos es un proceso proactivo y que 

involucra acciones y procedimientos a cargo de diferentes instancias de las organizaciones 

públicas o privadas. Este proceso en el Estado se basa en la legalidad y el marco de 

                                                           
29 Presidencia del Consejo de Ministros, Secretaría de Gestión Pública. (2021). Sistema de Modernización de la Gestión 
Pública. Avances y agenda futura (Documento de política, Tomo VIII). p.4. http://sgp.pcm.gob.pe/wp-
content/uploads/2021/08/Sistema-de-Modernizacion-de-la-Gestion-Publica.pdf  
30 Según lo señala la Secretaría de Gestión Pública de la Presidencia del Consejo de Ministros, el valor público se 
produce “cuanto las intervenciones del Estado resuelven problemas de interés público, potencian oportunidades para 
las actuales y futuras generaciones o contribuyen a las aspiraciones de país que queremos alcanzar”. También señala 
que “las entidades crean valor público para las personas y la sociedad con su propia gestión; es decir, con la definición 
de la estrategia, su operación y la entrega de productos (bienes, servicios y regulaciones)”.  
Numeral IV.4 del anexo aprobado por el art. 1 de la Resolución de Secretaría de Gestión Pública N° 004-2019-PCM-
SGP, que aprueba los Lineamientos N° 001-2019-SGP “Principios de actuación para la modernización de la gestión 
pública” (21 de febrero del 2019). https://bit.ly/3Fr41pG  
31 Presidencia del Consejo de Ministros, Secretaría de Gestión Pública. (2021). Sistema de Modernización de la Gestión 
Pública. Avances y agenda futura (Documento de política, Tomo VIII). p.5. http://sgp.pcm.gob.pe/wp-
content/uploads/2021/08/Sistema-de-Modernizacion-de-la-Gestion-Publica.pdf  
32 Resolución de Secretaría de Gestión Pública N° 004-2019-PCM-SGP, que aprueba los Lineamientos N° 001-2019-
SGP “Principios de actuación para la modernización de la gestión pública” (21 de febrero del 2019). 
https://bit.ly/3Fr41pG 
33 Presidencia del Consejo de Ministros, Centro Nacional de Planeamiento Estratégico. (2018). Guía de Políticas 
Nacionales (Modificada por Resolución de Presidencia de Consejo Directivo N° 00057-2018/CEPLAN/PCD). p. 11. 
https://bit.ly/3FruSBT  

http://sgp.pcm.gob.pe/wp-content/uploads/2021/08/Sistema-de-Modernizacion-de-la-Gestion-Publica.pdf
http://sgp.pcm.gob.pe/wp-content/uploads/2021/08/Sistema-de-Modernizacion-de-la-Gestion-Publica.pdf
https://bit.ly/3Fr41pG
http://sgp.pcm.gob.pe/wp-content/uploads/2021/08/Sistema-de-Modernizacion-de-la-Gestion-Publica.pdf
http://sgp.pcm.gob.pe/wp-content/uploads/2021/08/Sistema-de-Modernizacion-de-la-Gestion-Publica.pdf
https://bit.ly/3Fr41pG
https://bit.ly/3FruSBT
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modernización de la gestión pública, que busca producir valor público y resultados en beneficio 

de la ciudadanía, siguiendo los principios desarrollados en el párrafo anterior.  

El cumplimiento de acuerdos en el Estado y, en particular, en el Poder Ejecutivo, no puede ser 

explicado solamente a partir de la mirada organizacional. Es necesario aproximarnos a aspectos 

de la cultura del cumplimiento de acuerdos y los procedimientos y acciones institucionalizadas 

y no institucionalizadas dentro de la organización de los ministerios, así como de otras entidades 

del Estado para cumplir y para obtener resultados. 

Para este fin, la Defensoría del Pueblo remitió dos cuestionarios a dos grupos de 

dependencias del Poder Ejecutivo que están directamente relacionadas con el cumplimiento 

de acuerdos y un cuestionario adicional a los gobiernos regionales y a la Municipalidad 

Metropolitana de Lima (MML), a fin de conocer los procedimientos y prácticas que se siguen 

en las instituciones públicas para cumplir con los acuerdos, así como el rol que cumplen 

determinadas dependencias en el mismo propósito. El primer cuestionario fue dirigido a 19 

secretarías generales de ministerios de Estado, el segundo a 13 oficinas de gestión de 

conflictos sociales, y el tercero fue dirigido a 25 gerencias generales regionales y a la 

Gerencia Municipal Metropolitana de Lima.  

Del total de cuestionarios enviados a las secretarías generales, se recibió respuesta de 15 

ministerios34. En 14 de estos casos se absolvió el cuestionario. De este grupo, en 11 el 

cuestionario fue absuelto por el/la secretario/a general del ministerio y en 3 la absolución del 

cuestionario estuvo a cargo de funcionarios de otras dependencias del ministerio. Con relación 

a las respuestas de las oficinas de gestión de conflictos sociales se recibió 9 respuestas del total 

de 13 solicitudes remitidas35. Finalmente, sobre los cuestionarios remitidos a las instancias de 

gobiernos regionales y a la MML, sólo se recibió respuesta de 10 de estas entidades36, con los 

cuestionarios absueltos por los gerentes generales regionales correspondientes.  

También se entrevistó a un exfuncionario y un exservidor de la Presidencia del Consejo de 

Ministros, y se sostuvo reuniones con servidores del sector salud (Oficina General de Gestión 

Descentralizada, Oficina de Programación Multianual de Inversiones, Programa Nacional de 

Inversiones en Salud) y de un gobierno local (Municipalidad Provincial de Chumbivilcas). A 

continuación, se analizarán los principales resultados. 

3.1.1. Respuestas a los cuestionarios dirigidos a las secretarías generales de los ministerios 

 

El cuadro resumen de las respuestas recibidas es el siguiente: 

 

 

 

 

                                                           
34 Los ministerios que no respondieron son: Minedu, Mincul, Minem y Mindef. 
35 Las oficinas que no respondieron son: la Oficina de Diálogo del Minedu, la Dirección de Desarrollo de Comunidades 
Campesinas y Nativas del Midagri, la Oficina de Articulación Intergubernamental y Prevención de Conflictos Sociales 
del Produce y la Dirección General de Derechos de Pueblos Indígenas del Mincul. 
36 Los gobiernos regionales que sí respondieron son: los gobiernos regionales de Ancash, Ayacucho, Huancavelica, 
Huánuco, Junín, Lambayeque, Lima Provincias, Moquegua, San Martín y Ucayali. Los otros 15 no lo hicieron, ni 
tampoco la MML. 
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Cuadro 9. Principales respuestas a cuestionario dirigido a las secretarías generales 

Ministerio 
Funcionario 

que responde 
cuestionario 

¿Cuenta con 
procedimien

to para el 
cumplimient

o de 
acuerdos? 

¿Considera 
necesario 

contar con 
lineamientos 

para la 
gestión del 

cumplimient
o de 

acuerdos? 

¿Es una 
práctica 

convocar a 
reuniones 

para 
disponer la 
forma en la 

que se 
cumplirá con 

los 
acuerdos? 

¿Se han 
establecido 
mecanismos 

de 
transparenci
a o rendición 

de 
cuentas…? 

¿Debe ser la 
Secretaría 
General la 

responsable 
de gestionar 

el 
cumplimient

o de 
acuerdos? 

Midis 
Secretario 
General 

Sí Sí Sí Sí No 

Minsa 
Secretaria 
General 

No No Sí No Sí 

MTPE 
Secretario 
General 

No Sí Sí No No 

Mininter 
Secretario 
General 

No Sí No No No 

MEF 
Secretaria 
General 

No No No No No 

RREE 
Secretaria 
General 

No No No No No 

Minam 
Secretario 
General 

Sí Sí Sí Sí No precisa 

MTC 
Secretario 
General 

Sí Sí Sí Sí No precisa 

MVCS 
Secretario 
General 

No No Sí Sí No precisa 

Produce 
Secretario 
General 

No Sí No No No precisa 

Mincetur 
Secretario 
General 

No Sí Sí 
No 
respondió 

No 
respondió 

Minjus 

Directora 
General de 
Defensa 
Pública y 
Acceso a la 
Justicia 

No Sí Sí Sí Sí 

PCM 
Secretario de 
Gestión Social 
y Diálogo 

Sí Sí Sí Sí 
No 
respondió 

Midagri 

Servidor de la 
Dirección de 
Desarrollo de 
Comunidades 
Campesinas, 
Nativas y de 
Gestión Social 

Sí Sí Sí Sí No precisa 

MIMP 
Secretario 
General 

No absolvió cuestionario. 

Fuente: Respuestas recibidas por parte de ministerios a cuestionarios remitidos a las secretarías generales. 
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a) Sobre el valor que se les otorga a las actas de acuerdos  

 

Se preguntó a los secretarios generales sobre el valor que le otorga al acta la institución a la que 

representa. Al respecto, se halló lo siguiente: 

- En 6 de las 11 respuestas se señaló que el acta es un documento que posee un “alto 

valor”; se le otorga “relevancia” e “importancia” respecto de su cumplimiento. En 

el resto de las respuestas no se precisó con exactitud el valor de este tipo de 

documento.  

- En las respuestas a esta pregunta observamos también que hay más de un 

fundamento sobre el valor otorgado al acta por parte de los secretarios generales. 

De un lado, hay un grupo de respuestas en las que el acta es considerada un 

“resultado de un acuerdo entre partes”37 o “un compromiso de todas las partes”38. 

En otras esta mención está ausente, o su comprensión está más vinculada al 

reconocimiento de las actas de acuerdos cómo “herramientas preliminares en la 

gestión social y/o resolución de conflictos” o “mecanismos de solución de 

controversias, diferencias y/o conflictos sociales”.  

- Cabe señalar que en una de estas respuestas se afirmó que las actas “suscritas en 

observancia del marco legal vigente” producen como efecto jurídico “un deber de 

cumplimiento entre las partes que la suscriben”39 Asimismo, no deja de ser 

importante recoger lo señalado por la Dirección General de Defensa Pública y 

Acceso a la Justicia del Ministerio de Justicia, quien respondió por su secretaría 

general. Esta dirección se ha referido al valor del acta como “concreto y simbólico” 

como “resultado del consenso social” y como reflejo del “compromiso y voluntad 

política del sector y/o sectores involucrados y la población frente a una 

problemática concreta”, por lo que señala que “las actas de acuerdos son 

obligatorias”40.  

b) Sobre la existencia de procedimientos para el cumplimiento de acuerdos o 

compromisos en actas 

 

Se preguntó a los secretarios generales sobre la existencia de un procedimiento para el 

cumplimiento de los acuerdos o compromisos establecidos en actas. Al respecto, en 3 de 11 

respuestas de los cuestionarios suscritos por los secretarios generales se declaró la existencia 

de un procedimiento. De otro lado, en 2 respuestas al cuestionario suscritas por otras 

dependencias, por encargo de sus secretarías generales, se indicó contar con el procedimiento 

señalado. El cuadro siguiente muestra los procedimientos descritos en los cuestionarios 

remitidos: 

  

                                                           
37 Respuesta de la Secretaría General del Midis, de fecha 1 de octubre del 2021. 
38 Respuesta de la Secretaría General del Minam, de fecha 1 de octubre del 2021. 
39 Respuesta de la Secretaría General del MEF, de fecha 21 de octubre de 2021. 
40 Respuesta al cuestionario por parte de la Dirección General de Defensa Pública y Acceso a la Justicia, por encargo 
de la Secretaría General del Minjus, de fecha 5 de octubre del 2021. 
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Cuadro 10. Ministerios que declararon contar con un procedimiento  

para el cumplimiento de los acuerdos o compromisos 

Ministerios Procedimientos descritos 

PCM Refiere contar con un protocolo de monitoreo y seguimiento de compromisos. 

MTC 
Señala contar con acciones establecidas en directiva para avanzar y cumplir con 
los acuerdos. 

Minam 
Refiere contar con lineamientos que consideran pautas para el seguimiento de 
acuerdos. 

Midagri 
No se precisa en qué consiste este procedimiento. Tampoco se ha identificado 
procedimiento aprobado por alguna disposición interna. 

Midis 

Señala que este se encuentra desarrollado en el documento “Ficha de procesos” 
de la Dirección de Articulación de las Prestaciones Sociales, el cual tiene como 
objetivo “realizar el seguimiento de los compromisos asumidos por el Midis en 
las Mesas de Diálogo u otros espacios de diálogo y concertación”. 

Fuente: Cuestionarios absueltos por secretarías generales o por otras dependencias, por encargo de las 
primeras. 

 

De la revisión de los procedimientos mencionados, se puede observar lo siguiente: 

Cuadro 11. Procedimientos descritos, según marco normativo identificado y 

responsable de implementación 

Ministerio 
Denominación o descripción de 

procedimiento específico 

Documento 
normativo que 

lo aprueba 

Responsable de su 
implementación 

Midis 

Procedimiento para realizar el 
seguimiento de compromisos 
asumidos por el Midis en las 
Mesas de Diálogo u otros espacios 
de diálogo y concertación. 

No señala 
Dirección de 
Articulación de las 
Prestaciones Sociales 

Minam 

Lineamientos para la gestión de 
conflictos socioambientales en el 
Sector Ambiental  
6.2.3 Pautas para el seguimiento 

Resolución 
Ministerial N° 
067-2021-
MINAM 

Oficina General de 
Asuntos Socio-
Ambientales  

PCM 
Protocolo para el monitoreo y 
seguimiento de compromisos 

Resolución de 
Secretaría de 
Gestión Social 
y Diálogo N° 
006-2021-
PCM/SGSD 

Secretaría de Gestión 
Social y Diálogo 
Subsecretaria de 
Gestión y Seguimiento 
de Compromisos 
Subsecretaria de 
Prevención y Gestión 
de la Información 
Subsecretaría de 
Gestión del Diálogo 

MTC 

Lineamientos y procedimientos de 
intervención de la Oficina de 
Diálogo y Gestión Social en la 
Gestión de los Conflictos Sociales 
del Sector Transportes y 
Comunicaciones 
5.4.1.2.3. Monitoreo del 
cumplimiento de compromisos 
6.1.3. Seguimiento y monitoreo 
de compromisos 

Resolución 
Ministerial N° 
722-2021-
MTC/01 

Oficina de Diálogo y 
Gestión Social 

Fuente: Normas legales y cuestionarios absueltos por secretarías generales o por otras dependencias, por 
encargo de las primeras. 
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En el mismo sentido, se preguntó a las secretarías generales si se consideraba necesario contar 

con lineamientos para el cumplimiento de los acuerdos o compromisos suscritos en actas. Al 

respecto, del total de cuestionarios absueltos directamente por los secretarios generales o por 

encargo suyo, en 10 de 14 se consideró necesario contar con dichas orientaciones, lo que denota 

que existe la percepción desde la alta dirección de los ministerios de la necesidad de establecer 

lineamientos aplicables a todos los órganos del sector involucrados en el cumplimiento de los 

acuerdos.  

También se resaltó la importancia de que estos tengan un alcance general y que puedan ser 

aprobados por una resolución ministerial para el ámbito de la institución, o por un decreto 

supremo para el ámbito general del Poder Ejecutivo. Se argumentó que la importancia y 

necesidad de contar con dichas pautas y orientaciones se debe a que: “se institucionalizaría su 

cumplimiento en todo el sector”41, “establecería el procedimiento general que deben seguir las 

dependencias del MTPE para cumplir los acuerdos y/o compromisos, realizar su seguimiento, 

entre otros aspectos”42 y porque “permitirá ordenar la disparidad orgánica que existe en cada 

sector para la atención de los conflictos sociales”43. 

Los ministerios que respondieron negativamente a esta pregunta argumentaron que no son 

necesarios porque no tienen acuerdos o compromisos que gestionar o porque las disposiciones 

vigentes son consideradas suficientes para alcanzar esta finalidad. En el caso del Minsa, que no 

consideró necesario el contar con los lineamientos referidos, se sostuvo que los lineamientos 

“se encuentran establecidos por la Secretaría de Gestión Social y Diálogo de la PCM”44. Al 

respecto, cabe precisar que el documento específico “Protocolo para el monitoreo y 

seguimiento de compromisos”, aprobado el 27 de julio del 2021, establece que sólo se aplica a 

la SGSD y a sus unidades orgánicas. 

Asimismo, 9 de 14 ministerios que absolvieron el cuestionario, a través de su secretario general 

o por encargo de este, señalaron no contar con un procedimiento para que los acuerdos 

suscritos se cumplan. No obstante, realizan algunas acciones como estas:  

Cuadro 12. Acciones para cumplir acuerdos, de parte de quienes señalaron no contar con un 

procedimiento 

Acciones para cumplir acuerdos Ministerio 

La documentación que contiene acuerdos o compromisos es ingresada al sistema de 
trámite, para luego asignar su evaluación y/o implementación.  
Los órganos de línea proceden a iniciar acciones de supervisión y/o intervención para 
atender los diferentes aspectos contenidos en el documento que son competencia del 
sector, y formular las propuestas correspondientes. 

Mincetur 

En casos en los que no exista materias de competencia de la entidad, se evalúa en cuanto 
a la viabilidad técnico-legal, para plantear escenarios y acciones posibles de coordinación 
con sectores y niveles de gobierno involucrados. 

MEF 

Se establecen coordinaciones con oficinas responsables de la planificación institucional y 
de presupuesto, así como las unidades responsables de la gestión de inversiones en 
infraestructura o equipamiento, según corresponda. 

Mininter 

                                                           
41 Respuesta de la Secretaría General del Produce, de fecha 15 de octubre del 2021. 
42 Respuesta de la Secretaría General del MTPE, de fecha 19 de noviembre del 2021.  
43 Respuesta de la Secretaría General del Mincetur, de fecha 30 de septiembre del 2021. 
44 Respuesta de la Secretaría General del Minsa, de fecha 28 de septiembre del 2021. 
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Acciones para cumplir acuerdos Ministerio 

Una dependencia del ministerio se encarga de efectuar el monitoreo del cumplimiento de 
los acuerdos o compromisos asumidos y de coordinar con el órgano de la Presidencia del 
Consejo de Ministros. 

Minsa 

El seguimiento de los acuerdos se hace a través de la Alta Dirección del ministerio, la cual 
brinda indicaciones, para que, en coordinación con las direcciones de línea con 
competencia, se implementen las acciones para dar cumplimiento a los compromisos. 

Minjus 

Se cuenta con un marco legal que regula “acciones sistemáticas para verificar el 
cumplimiento de los compromisos sociales”, lo cual permite “determinar el grado de 
cumplimiento del compromiso en los sectores a cargo del MVCS” 

MVCS 

Fuente: Cuestionarios absueltos por secretarías generales o por otras dependencias, por encargo de las primeras. 

 

Además, se preguntó si la convocatoria a reuniones para disponer la forma en la que se cumplirá 

con los acuerdos establecidos en actas es una práctica en su institución y, cuando es así, quién 

está encargado de dicha convocatoria. Con relación a ello, y al total de cuestionarios 

respondidos, cabe señalar lo siguiente: 

- En 10 de 14 respuestas se manifestó que es una práctica desarrollar reuniones; sin 

embargo, en 7 de las 10 respuestas señaladas el objetivo de estas, según indican, es 

realizar acciones de monitoreo o seguimiento de los acuerdos y no precisan si buscan, 

adicionalmente, determinar la forma en la que se cumplirán. De otro lado, sólo en una 

de las respuestas se señala expresamente que el objetivo de estas reuniones es 

también evaluar “la manera en que se cumplirán los acuerdos o compromisos”45. En el 

resto no se precisa. 

- La convocatoria a estas reuniones suele estar a cargo de tres tipos de dependencias de 

un ministerio: 

Cuadro 13. Ministerios según tipo de dependencia que convoca a reuniones 

Tipo de dependencia Ministerios 

Alta Dirección Midis, Minjus 

Dependencia responsable de atender el acuerdo Mincetur, MTPE 

Dependencia con funciones relacionadas al 
seguimiento y/o monitoreo de acuerdos de este tipo 

Minsa, PCM, MTC, Minam, 
Midagri, MVCS 

Fuente: Cuestionarios absueltos por secretarías generales o por otras dependencias, por 

encargo de las primeras. 

 

Además de los ministerios mencionados, en el Mininter y Produce, pese a que no se ha 

reconocido el desarrollo de este tipo de reuniones como una práctica, cuando estas se llevan a 

cabo se menciona que son los despachos de la Alta Dirección quienes las convocan, con la 

asistencia de las oficinas con funciones en esta materia. 

Como observamos, no existe un procedimiento uniforme y homogéneo entre los ministerios del 

Estado para poder cumplir con los acuerdos46. Los protocolos que se mencionan en las 

                                                           
45 Respuesta de la Dirección General de Defensa Pública y Acceso a la Justicia, por encargo de la Secretaría General 
del Minjus, de fecha 5 de octubre del 2021. 
46 Patricia Balbuena y Gabriel Ramos señalan que “hasta el momento, no existe una ruta protocolizada de cómo 
atender los acuerdos, al contrario, cada sector tiene su propio mecanismo de cumplimiento del acuerdo y de 
seguimiento, por lo cual expone su propia particularidad.”. En: Balbuena Palacios, Patricia; Ramos Timaná, Gabriel. 
(2017). Gestión del cumplimiento de los acuerdos derivados de los conflictos sociales: un modelo de análisis desde la 
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respuestas se refieren a acciones de monitoreo y/o seguimiento de acuerdos, a cargo de las 

oficinas que no tienen las competencias para cumplir con los acuerdos. La mayoría de las 

secretarías generales que dieron respuesta al cuestionario consideraron necesario contar con 

lineamientos para cumplir con los acuerdos suscritos en actas.   

c) Sobre la transparencia y rendición de cuentas 

 

Se consultó también sobre el establecimiento de mecanismos de transparencia o rendición de 

cuentas para informar a la ciudadanía sobre el estado de cumplimiento de los acuerdos o 

compromisos. Al respecto, en 7 del total de cuestionarios respondidos (14) la respuesta es 

afirmativa. Cabe precisar que estos se refieren a la participación de los ministerios en los 

espacios de diálogos en los que brindan información a la población, o en las comunicaciones que 

se tendría con autoridades, dirigentes y otras partes involucradas en los conflictos sociales. 

En menor medida, se reportó la iniciativa de un ministerio de publicar las actas de los espacios 

de diálogo en los que participa en su portal institucional, así como el estado de su 

cumplimiento47, y la de otro que evidencia contar con un “tablero de control” que permite dar 

seguimiento al estado de los compromisos asumidos en tiempo real y vía web48 . De otro lado, 

se reportó que se vienen implementando iniciativas de sistemas informáticos (PCM, Minsa y 

MTC), las cuales buscan dar cuenta del estado de cumplimiento de los acuerdos suscritos; en 

algunos casos, mediante la implementación de módulos de acceso ciudadano (PCM y MTC).  

d) Sobre la responsabilidad de cumplir con los acuerdos 

 

Finalmente, se solicitó a las secretarías generales señalar si se considera que esta dependencia 

debe ser la oficina responsable de dirigir el cumplimiento de los acuerdos o compromisos a cargo 

de un ministerio y sus dependencias. Al respecto, en 5 de 11 respuestas de las secretarías 

generales se sostuvo que la secretaría general no debería ser la dependencia responsable de 

dicha función, mientras que en 4 respuestas no se precisó posición sobre la pregunta.  

En 5 respuestas se menciona que la oficina que posee funciones establecidas en el ROF de 

monitoreo o seguimiento de acuerdos es la que se responsabiliza o debe responsabilizarse de 

estas acciones, pese a las limitaciones que eso conlleva en la propia definición, naturaleza de 

sus funciones y su ubicación en la estructura orgánica de un ministerio, anteriormente 

señaladas. 

Por otro lado, solamente en un caso (Minsa) se considera que la Secretaría General debe ser la 

responsable de dirigir el cumplimiento de los acuerdos o compromisos establecidos en actas, 

aunque luego, en este caso, se indica que la función se realiza a través de la Oficina General de 

Gestión Descentralizada, dependiente de la Secretaría General. Si bien el secretario general del 

Minjus no respondió el cuestionario, el documento de respuesta, remitido por una oficina a la 

que se le encargó responder, contiene una opinión que consideramos importante destacar, la 

cual señala que “el cumplimiento de los acuerdos podría ser gestionado por cualquier órgano 

                                                           
gestión pública y las políticas públicas. Politai: Revista de Ciencia Política, 8 (15), pp. 81-92. p. 88. 
https://bit.ly/3FDP7wr 
47 Respuesta de la Secretaría General del Minam, de fecha 1 de octubre del 2021. 
48 Respuesta de la Dirección de Desarrollo de Comunidades Campesinas, Nativas y de Gestión Social, por encargo de 
la Secretaría General del Midagri, de fecha 6 de diciembre del 2021. 
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de Alta Dirección del sector que cuente con servidores o funcionarios con determinada 

experiencia en gestión de conflictos sociales, a fin de tramitar adecuadamente el cumplimiento 

de los acuerdos, así como, jerárquicamente, coordinar y gestionar con los órganos de línea… .”49  

3.1.2. Respuestas de las oficinas de diálogo o gestión de conflictos sociales consultadas 

 

Se recibieron 9 de 13 respuestas a los cuestionarios remitidos a las oficinas de gestión de 

conflictos sociales, sobre el monitoreo y seguimiento de acuerdos y compromisos que realizan.  

a) Sobre los recursos y prácticas de las oficinas con funciones de seguimiento de acuerdos 

 

Medios reportados por oficinas de gestión de conflictos para el desarrollo de las acciones de 

monitoreo o seguimiento de acuerdos 

Fuente: Formularios ingresados por las oficinas de gestión de conflictos sociales en atención a solicitud de la 

Defensoría del Pueblo. 
 

- Estas acciones no tienen un orden definido ni están protocolizadas en un documento 

específico en la mayoría de casos50, según fue reportado por las dependencias que 

resolvieron el cuestionario.  

- En 4 de 9 oficinas se señaló que existen 3 personas asignadas para las tareas de 

monitoreo y seguimiento de acuerdos o compromisos. En 3 se afirmó que la cantidad 

de servidores y/o funcionarios asignados varían entre 8 y 9 personas asignadas a esta 

tarea. En una no se precisó.  Y en la respuesta de la SGSD-PCM se señaló que un total 

de 25 personas participan en el monitoreo y seguimiento de acuerdos: 5 servidores de 

la Subsecretaría de Seguimiento y Gestión de Compromisos dan cuenta de los casos 

                                                           
49 Respuesta de la Dirección General de Defensa Pública y Acceso a la Justicia, por encargo de la Secretaría General 
del Minjus, de fecha 5 de octubre del 2021. 
50 Un caso particular es el de la SGSD, la cual ha aprobado un protocolo para el monitoreo y seguimiento de 
compromisos, mediante la Resolución de Secretaría de Gestión Social y Diálogo N° 006-2021-PCM/SGSD. Más 
adelante se reseñarán los aspectos principales que contiene este documento. 

Administración y actualización de base de datos sobre acuerdos, en coordinación con las 
dependencias competentes. Las bases de datos son también las que son remitidas por la 
Presidencia del Consejo de Ministros y canalizadas por estas oficinas.

Reuniones virtuales o presenciales con las dependencias responsables del cumplimiento de 
acuerdos.

Coordinaciones con responsables del cumplimiento de acuerdos, y sus puntos focales.

Solicitudes periódicas de información y de documentación de sustento.

Elaboración de informes y reportes que son elevados a la Alta Dirección
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priorizados, y 5 coordinadores y 15 gestores territoriales que laboran en la 

Subsecretaría de Gestión del Diálogo, de los casos no priorizados. 

- En 5 de 9 respuestas se señaló no contar con un software especializado para el 

monitoreo o seguimiento de acuerdos. 

- En 5 de 9 respuestas se señaló contar solo con un archivo parcial de los documentos 

que sustentan los acuerdos. El resto indicó contar con un archivo de la totalidad de 

estos documentos. 

- En 6 de 9 respuestas se señaló contar con indicadores para el monitoreo y seguimiento 

de acuerdos o compromisos como parte de los instrumentos de planificación 

institucional. 

- En las acciones de seguimiento de acuerdos, se identificó que no hay criterios 

uniformes para establecer el estado de cumplimiento de un acuerdo. Se mencionaron 

16 categorías distintas para calificar el estado de cumplimiento de un acuerdo, de estas 

solo en 8 se identificaron coincidencias entre dos o más oficinas. 

 

Al respecto, advertimos que de la información remitida por las oficinas de gestión de conflictos 

sociales sobre los servidores que realizan las acciones de monitoreo o seguimiento, no queda 

claro si dichos equipos hacen un trabajo exclusivo de monitoreo o seguimiento o si se trata más 

bien de una actividad que se suma a otras del conjunto de actividades que tienen a su cargo. La 

Defensoría del Pueblo sostiene que es necesario que todas las oficinas de gestión de conflictos 

sociales cuenten con personal especializado y a dedicación exclusiva al seguimiento de 

compromisos, dado que se trata de equipos profesionales que deben contar con capacidades 

en las que se combine la experiencia en gestión pública y en gestión de conflictos sociales para 

asegurar resultados en el seguimiento de los acuerdos, y contribuir así a su cumplimiento.   

En las oficinas que poseen estas funciones se ha podido observar la existencia de esfuerzos por 

construir criterios, metodologías y herramientas para enfrentar el problema del incumplimiento, 

desde el marco de sus funciones. De un lado, es importante que existan prácticas comunes para 

desarrollar estas funciones, como el desarrollo de reuniones y coordinaciones, la existencia de 

una base de datos, o la elaboración de reportes. Sin embargo, la falta de homogeneidad en los 

criterios para el cumplimiento, el no contar con la totalidad de actas que sustenten los 

compromisos, la ausencia de herramientas tecnológicas y, presumiblemente, la falta de 

conocimientos especializados en materias sectoriales de los profesionales de estas oficinas, son 

aspectos que consideramos riesgosos para el cumplimiento de acuerdos.  

b) Sobre aspectos que las oficinas de gestión de conflictos consideran problemáticos en el 

cumplimiento de acuerdos 

 

Las oficinas de diálogo o gestión de conflictos sociales han señalado también las limitaciones, 

dificultades u obstáculos en el cumplimiento de acuerdos o compromisos. Estas son las 

principales:  
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Cuadro 14. Aspectos problemáticos identificados en el cumplimiento de acuerdos por  

parte de las oficinas de diálogo o gestión de conflictos sociales del Poder Ejecutivo 

Aspectos problemáticos 
Número de oficinas 
especializadas que 

reportaron dicho aspecto 

En el conflicto 

En el proceso de diálogo 3 

Presencia de nuevos actores en los procesos de diálogo 1 

En el cumplimiento de acuerdos 

Temas presupuestales 7 

Descentralización 5 

Monitoreo y seguimiento de compromisos 4 

Rotación de personal y cambios de autoridades 3 

Coordinación multisectorial y multinivel 2 

Transparencia y rendición de cuentas 1 

Recursos humanos 1 

Desconocimiento de los procesos de la gestión pública 1 

Fuente: Formularios ingresados por las oficinas de gestión de conflictos sociales en atención a solicitud de la 

Defensoría del Pueblo. 
 

Los aspectos problemáticos identificados pueden dividirse en dos grupos: el primero responde 

a aquellos vinculados al desarrollo del proceso de diálogo en el conflicto (redacción de acuerdos, 

inadecuada evaluación de demandas, presencia de nuevos actores con nuevas demandas 

sociales); y el segundo grupo guarda relación con aspectos vinculados propiamente al  

cumplimiento de acuerdos, tales como los temas presupuestales, el proceso de 

descentralización, los cambios permanentes que se producen en funcionarios y autoridades que 

podrían traer consigo el desconocimiento de los compromisos asumidos, entre otros.  

En el proceso de diálogo se presentan también problemas cuando los acuerdos involucran un 

componente presupuestario, pues al existir un desconocimiento sobre la programación 

presupuestaria o la no comprensión de las limitaciones para comprometer recursos en el año 

fiscal en curso por parte de la población51, las expectativas pueden resultar muy altas. Como 

resultado de esto, pueden suscribirse términos de los acuerdos que son contraproducentes para 

el seguimiento o pueden generarse condiciones para el resurgimiento del conflicto. En este 

punto es importante no menospreciar el lenguaje, si bien no es el único problema que atender, 

la redacción de los acuerdos puede expresar diferentes intereses y aspiraciones de los actores 

que participan del proceso de diálogo, y, en esa medida, el cumplimiento de acuerdos no 

garantiza el fin del conflicto social, en tanto puede no significar lo mismo para uno u otro actor 

social52. 

Es importante anotar que la calidad de los acuerdos que se suscriben está condicionada por la 

calidad del proceso de diálogo. En aquellos casos en los que ha habido apresuramiento, 

presiones indebidas, falta de flexibilidad, poca información disponible, generalmente los 

acuerdos no llegan a ser fórmulas reales de solución. Esto se notará tarde o temprano cuando 

se proceda a su implementación.    

                                                           
51 Entrevista a ex funcionario de la PCM, del 10 de diciembre del 2021. 
52 Entrevista a ex servidor de la PCM, del 23 de noviembre del 2021. 
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Con relación a los temas presupuestales, las respuestas a los cuestionarios indican que el 

cumplimiento de acuerdos se vería limitado por la “falta de atención oportuna por parte del 

MEF al requerimiento presupuestal”, al “escaso presupuesto” asignado y a la definición de las 

“prioridades otorgadas anualmente”, o a los recursos limitados para la tarea de seguimiento de 

acuerdos y la articulación correspondiente. Asimismo, la capacidad de gestión de los gobiernos 

subnacionales es vista también desde este grupo de oficinas como una limitante para cumplir 

con los acuerdos, en tanto existirían “deficiencias en las gerencias de estudio y planificación (…) 

encargados de formulación de estudios”, así como dificultades frente a la “posición política de 

las autoridades regionales y locales”, problemas en el “saneamiento físico legal de los PIP 

priorizados en comunidades”, expedientes técnicos con deficiencias a nivel de los gobiernos 

locales y falta de recursos para los estudios definitivos. La rotación de personal y cambios de 

autoridades son también señalados como aspectos limitantes para cumplir, porque no se 

lograría así “consolidar un equipo institucional y a nivel gubernamental” comprometido con esta 

tarea.  

Otro de los “cuellos de botella” que señalan en las respuestas se refiere a la imposibilidad 

práctica de realizar un monitoreo y seguimiento efectivo de acuerdos, sea porque no se cuenta 

con información suficiente (actas o matrices actualizadas por los sectores a cargo de los espacios 

de diálogo), porque existe un alto número de acuerdos que monitorear53, o porque existen 

dificultades en las coordinaciones entre sectores o niveles de gobierno. En menor medida se 

argumenta que la falta de transparencia, las limitaciones de los recursos humanos y las 

diferencias presentadas en el marco de espacios de diálogo que resultan de la falta de 

entendimiento sobre la gestión pública son también dificultades presentadas para cumplir.  

Los aspectos identificados en las respuestas de las oficinas de gestión de conflictos son 

importantes porque nos permiten aproximarnos inicialmente a los problemas que tiene el 

Estado para hacer el seguimiento de acuerdos y su cumplimiento que, como hemos señalado 

anteriormente, son categorías distintas. Los resultados de los cuestionarios y entrevistas 

realizadas en la presente investigación guardan relación con el reto pendiente del cumplimiento 

de acuerdos que, como hemos visto en el capítulo anterior, reporta un incumplimiento del 

54.4%. Esta situación preocupa a la Defensoría del Pueblo.  

Las dificultades del Estado para cumplir con los acuerdos y realizar su seguimiento se mantienen. 

No avanza con lo comprometido a la misma velocidad con la que se continúa asumiendo 

compromisos, produciéndose un efecto de embalse que deriva en un mayor incumplimiento de 

acuerdos y en la necesidad de priorizar unos sobre otros. Siempre que una entidad pública 

asuma acuerdos y compromisos deberá verificar si cuenta con recursos, si está dentro de la ley, 

si se enmarca en políticas públicas previamente definidas, y si los plazos de cumplimiento son 

razonables.  

Comprendemos que cada gobierno hereda compromisos de gestiones anteriores. Si bien no 

puede desentenderse de ellos, sí es necesario que haga una evaluación para definir si debe o no 

volver a negociar, de manera pública, participativa y transparente, considerando que su 

cumplimiento con el tiempo pudo haber devenido en inviable o innecesario. En esta tarea es 

                                                           
53 Según menciona la respuesta de la SGSD de la PCM, al 23 de diciembre del 2021, tienen que monitorear un alto 
número de compromisos que alcanza los 2,295. 
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clave el monitoreo y seguimiento de acuerdos, así como su subsecuente evaluación54. Los 

acuerdos que deben volver a los procesos de diálogo para su redefinición o desestimación deben 

contar con el historial de esfuerzos y acciones desarrolladas para cumplir, que están 

generalmente al alcance de estas oficinas como producto de las acciones que desarrollan. 

3.1.3. Los casos del Minsa y Minem  

 

A continuación, se analizan dos casos de ministerios, en función del marco legal y de las 

indagaciones desarrolladas respecto del cumplimiento de acuerdos. Uno de los casos elegidos 

es el del Minsa, debido a la complejidad y cantidad de compromisos que tiene a su cargo; pero 

también por la organización diseñada para la gestión de conflictos, y la información recabada en 

la presente investigación relacionada con la pandemia por COVID-19.  

Por su parte, el Minem fue escogido debido a que tiene la competencia de seguimiento de 

acuerdos de las empresas del sector energía y minas. Es, además, sector relacionado con un 

número considerable de conflictos sociales, de acuerdo con el Sistema de Monitoreo de 

Conflictos Sociales de la Defensoría del Pueblo. 

a) El Ministerio de Salud y el cumplimiento de acuerdos 

 

El Minsa, a través de la Oficina General de Gestión Descentralizada, al mes de septiembre del 

2020, informó a la Defensoría del Pueblo que tenía a su cargo más de 200 compromisos, de los 

cuales el 54% aproximadamente se encontraban cumplidos, mientras que el resto se 

encontraban en proceso. Los acuerdos a cargo del Ministerio de Salud están principalmente 

referidos a inversiones en salud y la atención de la contaminación ambiental.  

En primer lugar, describiremos la organización y funciones del Minsa de acuerdo con el marco 

legal vigente relacionado a la gestión de conflictos y el cumplimiento de acuerdos. En segundo 

lugar, profundizaremos en los aspectos referidos al procedimiento para cumplir acuerdos, y los 

principales problemas identificados para ello.  

El Minsa se organiza del siguiente modo: 

Cuadro 15. Marco normativo del Minsa para la gestión de conflictos sociales 

Dependencia Norma Función general 

Secretaría General 
Decreto 
Supremo N° 
008-2017-SA 

k) Gestionar, coordinar y asesorar las acciones 
relacionadas con la prevención, control y promoción de la 
cultura de paz y diálogo con la sociedad civil, en 
coordinación con los órganos competentes y en el marco 
de la normativa vigente. 
l) Consolidar y hacer el seguimiento al cumplimiento de los 
acuerdos y convenios suscritos por los órganos del 
Ministerio de Salud. 

                                                           
54 Se puede buscar en las “delivery unit” un modelo de aplicación generalmente en un conjunto de prioridades de 
cumplimiento a cargo de los “centros de gobierno”. Las delivery unit cumplen con dos funciones principales: el 
seguimiento del avance, y la investigación e intervención para solucionar problemas. Para ello realizan acciones de 
recolección de información, análisis y elaboración de informes que dan cuenta rutinariamente sobre el flujo de datos 
de rendimiento. Y en cuanto a la investigación e intervención, se da cuando se detectan retrasos o problemas en el 
avance del cumplimiento, desarrollándose acciones orientadas a cumplir. En: Gold, Jen. (2017). Tracking delivery. 
Global trends and warning signs in delivery units. p. 6. 
https://www.instituteforgovernment.org.uk/publications/tracking-delivery  

https://www.instituteforgovernment.org.uk/publications/tracking-delivery
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Dependencia Norma Función general 

m) Representar al/la Ministro/a de Salud, por encargo o 
delegación, en los espacios de diálogo y ante instituciones 
públicas, privadas y del sector Salud, en las materias de su 
competencia. 

Oficina General de 
Gestión 
Descentralizada 
(OGDESC) 
Órgano de 
asesoramiento 
dependiente de la 
Secretaría General. 

Decreto 
Supremo N° 
008-2017-SA, y 
su modificatoria.  

d) Proponer, promover y participar en espacios de diálogo 
y soluciones que permitan facilitar las relaciones 
intergubernamentales y el desarrollo de la gestión 
descentralizada. 

Unidad Funcional de 
Gestión de Diálogo 
Laboral 
Ubicada en la 
Secretaría General, 
en su calidad de 
unidad funcional. 

Resolución 
Secretarial N° 
034-2019-
MINSA 

Artículo 1.- Promover, coordinar, implementar y ejecutar 
las acciones de diálogo entre el Ministerio de Salud y las 
organizaciones gremiales, a través de las Mesas de Diálogo 
constituidas para dicho efecto, así como para monitorear 
la ejecución a los acuerdos que arriben la entidad y las 
organizaciones mencionadas. 
Artículo 2.- La Unidad Funcional de Gestión de Diálogo 
Laboral tiene las siguientes funciones generales, las que 
desarrollará en coordinación con los órganos 
competentes: 

a) Conducir el diálogo y coordinación entre el 
Ministerio de Salud y los representantes de las 
organizaciones gremiales, a través de las Mesas 
de Diálogo constituidas para dicho efecto. 

b) Coordinar con los órganos del Ministerio de Salud 
sobre los aspectos tratados en las Mesas de 
Diálogo, para coadyuvar a su implementación. 

c) Diseñar e implementar mecanismos de alerta 
temprana, prevención y gestión de conflictos 
laborales, en coordinación con los órganos del 
Ministerio de Salud. 

d) Formular y proponer a la Alta Dirección 
lineamientos, estrategias y acciones que 
contribuyan a la prevención y gestión de 
conflictos laborales en la entidad, sus órganos 
desconcentrados, programas y organismos 
públicos del Sector. 

e) Informar periódicamente al/a la Secretario/a 
General sobre el desarrollo de sus funciones. 

f) Monitorear el cumplimiento de los acuerdos a los 
cuales arribe el Ministerio de Salud y las 
organizaciones gremiales, en el marco de las 
acciones de diálogo que se lleven a cabo entre las 
mismas. 

g) Otras responsabilidades que le asigne el/la 
Secretario/a General. 

   Fuente: Normas de organización y funciones del Ministerio de Salud.  

Como se observa en el cuadro anterior, en lo que atañe a las acciones de gestión social en el 

Ministerio de Salud, existe más de una oficina con funciones asignadas en esta materia dentro 

de la organización del ministerio.  
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La Secretaría General tiene la función de “gestionar, coordinar y asesorar las acciones 

relacionadas con la prevención, control y promoción de la cultura de paz y diálogo con la 

sociedad civil”, y representar al Minsa en espacios de diálogo o consolidar y hacer el seguimiento 

al cumplimiento de acuerdos suscritos por la entidad. Para la atención específica en materia de 

gestión social con organizaciones gremiales se ha creado una Unidad Funcional de Gestión de 

Diálogo Laboral en la Secretaría General.  

De otro lado, sobre las funciones que diferencian el marco de actuación de la Secretaría General 

y el de la Oficina General de Gestión Descentralizada, con relación al tema del monitoreo y/o 

seguimiento de acuerdos, no está precisado en los instrumentos referidos anteriormente. Sin 

embargo, de acuerdo con lo informado a la Defensoría del Pueblo55, esta última es la 

responsable también del monitoreo del cumplimiento de los compromisos asumidos (en mesas 

de diálogo) y las coordinaciones con la Secretaría de Gestión Social y Diálogo de la Presidencia 

del Consejo de Ministros.  

Adicionalmente, cabe precisar que el Minsa tiene adscrito el Programa Nacional de Inversiones 

en Salud (Pronis), dentro del cual se ha constituido un equipo de trabajo de “Gestión Social y 

Prevención de Conflictos” en la Coordinación General de dicho programa56. Como parte de las 

funciones señaladas en su norma de constitución se ha asignado la de “monitorear los conflictos 

sociales (…) reportando avances y compromisos asumidos”. 

Con relación a los procedimientos para cumplir, la Secretaría General del Minsa señaló que no 

cuenta con un procedimiento para cumplir con los acuerdos o compromisos establecidos en las 

actas. Sin embargo, las prácticas reseñadas por su secretaría general nos permiten poder 

conocer cuáles son algunos de los alcances de su labor en esta materia específica.  

El Minsa clasifica los conflictos sociales que atiende en:  

- Conflictos por contaminación ambiental: son asumidos por la Dirección General de 

Salud Ambiental e Inocuidad Alimentaria (DIGESA). 

- Conflictos socioambientales: son asumidos por la Dirección de Pueblos Indígenas u 

Originarios de la Dirección General de Intervención Estratégica en Salud Pública. 

- Conflictos por contaminación en metales: son asumidos por la Unidad Funcional de 

Atención a Personas Expuestas a Metales Pesados y otras Sustancias Químicas, 

adscrita a la Dirección de Prevención y Control de Enfermedades no Transmisibles 

Raras y Huérfanas de la Dirección General de Intervenciones Estratégicas en Salud 

Pública. 

Luego, una vez suscritas las actas, la Oficina General de Gestión Descentralizada efectúa “el 

monitoreo del cumplimiento de los compromisos asumidos y coordina con la Secretaría de 

Gestión Social y Diálogo de la Presidencia del Consejo de Ministros”57. Afirman también realizar 

reuniones para disponer la forma en que se cumplirá con cada uno de los acuerdos.  

                                                           
55 Respuestas de la Secretaría General del Minsa, de fecha 28 de septiembre del 202 
56 Resolución de Coordinación General N° 025-2019-PRONIS-CG, que resuelve la constitución de un equipo de trabajo 
en la coordinación general del Pronis con funciones en materia de gestión social y prevención de conflictos. (10 de 
abril del 2019). https://bit.ly/3ep6hBS  
57 Respuestas de la Secretaría General del Minsa, de fecha 28 de septiembre del 2021. 

https://bit.ly/3ep6hBS
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Con relación a las dificultades identificadas para cumplir con los acuerdos, estas tienen que ver, 

entre otros temas, con las limitaciones existentes en la coordinación entre unidades orgánicas 

del Minsa para la actualización de la información de la base de datos que han implementado58. 

Además, según la información recabada por la Defensoría del Pueblo, existe también 

preocupación en cuanto al rol de articulación entre niveles de gobierno para cumplir con los 

acuerdos59, y también en los procesos previos que, eventualmente, dificultan su cumplimiento. 

Se señala, por ejemplo, que las presiones de parte de diferentes actores políticos al sector 

pueden perjudicar el proceso de cumplimiento, al supeditar la atención y priorización de 

compromisos a estos factores60. Como consecuencia de ello, no se habría seguido un proceso 

de evaluación técnica adecuado y vinculante frente a las demandas planteadas por la población 

antes de la suscripción de acuerdos. 

Con relación a la gestión de inversiones, se tomó conocimiento que hay obstáculos en el 

cumplimiento de compromisos como el saneamiento físico legal, o problemas propios de la 

gestión local61 62. Mencionan, por ejemplo, que en los gobiernos locales se suele contratar a 

consultores para hacer los estudios de preinversión y la elaboración de expediente técnico, 

teniendo conocimiento que no se cuenta con el saneamiento físico legal del predio o los recursos 

para desarrollar esta acción63. Según información recibida por parte de otras dependencias del 

Minsa se hizo especial énfasis en hacer un seguimiento más estricto a los gobiernos locales 

respecto de la subsanación de observaciones y el fortalecimiento de capacidades para superar 

las observaciones formuladas que derivan en retrasos en el cumplimiento de acuerdos64. 

Precisamente en esta materia, sus esfuerzos se orientan principalmente a acciones de 

monitoreo o seguimiento de estos, a través de funciones que no están ubicadas exclusivamente 

en una unidad. No cuentan, además, con protocolos o lineamientos aprobados para este 

proceso. Esto puede resultar aún más complejo si enmarcamos esta tarea dentro los problemas 

estructurales de la descentralización y de la gestión pública de inversiones en materia de salud. 

Sobre todo, cuando se trata de problemas de gran envergadura como la atención de la salud de 

personas afectadas por metales pesados o las grandes brechas prestacionales en esta materia 

que existen en el país 

b) El Ministerio de Energía y Minas y el cumplimiento de acuerdos 

 

Como lo señalamos en el documento defensorial, El Valor del Diálogo, la Oficina General de 

Gestión Social (OGGS) del Minem fue la primera oficina creada en los ministerios para abordar 

de manera explícita la conflictividad social y la que cuenta con el mayor número de personal 

                                                           
58 Información recogida en reuniones con diversos servidores de oficinas del Minsa durante el segundo semestre del 
2020. 
59 Reunión sostenida con servidores de la Oficina de Gestión Descentralizada del Minsa del 12 de noviembre del 2020. 
60 Reunión sostenida con servidores de la Oficina de Gestión Descentralizada del Minsa del 12 de noviembre del 2020. 
61 Reunión sostenida con servidores de la Oficina de Gestión Descentralizada del Minsa del 12 de noviembre del 2020. 
62 Es importante mencionar que este problema, desde la mirada del gobierno local, es atribuible también a las 
Dirección Regionales de Salud, o quien haga sus veces, y al Minsa. Se evidencia así la controversia existente entre 
diferentes niveles de gobierno al momento de cumplir con los acuerdos sobre saneamiento físico legal. 
Entrevista a servidor de gobierno local, desarrollada a fines del 2020.  
63 Esta opinión fue compartida también por servidores del Pronis en reunión desarrollada a fines del 2020. 
64 Esta opinión fue expresada por servidores de la Oficina de Programación Multianual de Inversiones del Minsa en 
reunión desarrollada a fines del 2020. 
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para realizar esta función65. De acuerdo con el artículo 50 del ROF del MINEM aprobado por D.S. 

N° 031-2007-EM modificado por el D.S. N° 021-2018-EM la OGGS está encargada de “promover 

y fortalecer las relaciones armoniosas entre todos los actores involucrados en el desarrollo 

sostenible de las actividades del Sector Energía y Minas; utilizando mecanismos de diálogo y 

concertación (…). Depende jerárquicamente del Despacho Ministerial”. Como parte de sus 

funciones, en el artículo 51 del ROF se le encarga proponer mecanismos y lineamientos para la 

prevención y solución de conflictos sociales, asistir en la gestión de posibles conflictos que se 

originen en el sector, y generar información sobre conflictos y diálogo.  

La última modificación del ROF del año 2018, dispone que la OGGS esté constituida por dos 

unidades orgánicas: la Oficina de Gestión del Diálogo y Participación Ciudadana y la Oficina de 

Gestión de Compromisos Sociales. En el caso de la Oficina de Gestión de Compromisos Sociales 

las funciones relacionadas con el cumplimiento de acuerdos son las siguientes: 

 Proponer lineamientos sobre responsabilidad y gestión social en materia de 

cumplimiento de compromisos sociales de las empresas del sector energía y minas. 

 Identificar y realizar el seguimiento a los compromisos sociales obligatorios y 

voluntarios de las empresas del sector energía y minas que forman parte o son 

suscritos de forma posterior a la aprobación del estudio de impacto ambiental, en 

coordinación con las direcciones de línea correspondientes. 

 Efectuar el seguimiento de los compromisos precisados en la Declaración Jurada Anual 

de Actividades de Desarrollo Sostenible que forma parte de la Declaración Anual 

Consolidada, en coordinación con el órgano competente. 

 Incentivar la promoción de la gestión social, la responsabilidad social y las buenas 

prácticas en las empresas del sector energía y minas, para el cumplimiento de sus 

compromisos sociales. 

Como se puede apreciar, el ROF del MINEM señala que la OGGS tiene la obligación de identificar 

y realizar el seguimiento a los compromisos sociales obligatorios y voluntarios de las empresas 

que forman parte o son suscritos de forma posterior a la aprobación del EIA. En el Oficio 109-

2021-MINEM-OGGS de fecha 28 de octubre de 2021 en respuesta a la solicitud de absolver el 

cuestionario sobre monitoreo y seguimiento de acuerdos derivados de actas, aplicado a esta 

investigación, la OGGS del MINEM indicó a la Defensoría del Pueblo que para el monitoreo y 

seguimiento de acuerdos cuenta con el Protocolo de Manejo de Casos Sociales. 

De acuerdo con el referido oficio, las principales acciones que realiza la OGGS para coadyuvar al 

cumplimiento de los compromisos son reuniones, coordinaciones y seguimiento de matrices, y 

avance de cumplimiento; no cuenta con un software especializado para el seguimiento de 

acuerdos, pero sí de un archivo parcial de documentos que sustentan los acuerdos de los 

espacios de diálogo. 

En el subsector minería, el articulo 57 numeral 57.3 del D.S. N° 040-2014-EM que aprobó el 

Reglamento de Protección y Gestión Ambiental para las Actividades de Explotación, Beneficio, 

Labor General, Transporte y Almacenamiento Minero, incorpora como uno de los principios de 

                                                           
65 Defensoría del Pueblo. (2017). El valor del diálogo (Documento defensorial N° 29). https://bit.ly/3qmhWXJ 

https://bit.ly/3qmhWXJ
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la gestión social el cumplimiento de acuerdos, y lo define como “cumplir los compromisos 

sociales asumidos por todas las partes, mediante convenios, actas, contratos y estudios 

ambientales en los plazos definidos en dichos documentos”. Por su parte, el artículo 61 numeral 

61.2 establece que la OGGS sin perjuicio de las competencias de OEFA66, está encargada de 

efectuar “el seguimiento a los compromisos sociales vinculados a este plan y todos aquellos que 

se dieran con posterioridad a la aprobación del estudio ambiental.  

Por su parte, el artículo 4 de la R.M. N° 192-2008-MEM-DM que aprobó la Declaración Jurada 

Anual de Actividades de Desarrollo Sostenible establece que “la Oficina General de Gestión 

Social del Ministerio de Energía y Minas efectuará el seguimiento de los compromisos precisados 

en la Declaración Jurada Anual de Actividades de Desarrollo Sostenible, en observancia del 

artículo 5 del D.S. N° 042-2003-EM, para lo cual coordinará con la Dirección General de 

Minería”67. 

En el subsector hidrocarburos, el artículo 46-A del D.S. N° 039-2014-EM que aprueba el 

Reglamento para la Protección Ambiental en las Actividades de Hidrocarburos, se establece que 

“los compromisos sociales que acuerde voluntariamente el Titular de la actividad de 

hidrocarburos, con posterioridad a la aprobación de los Estudios de Impacto Ambiental, deben 

ser puestos en conocimiento de la Oficina General de Gestión Social del Ministerio de Energía y 

Minas, conforme al formato que apruebe dicho órgano”, precisando que “el cumplimiento de 

dichos compromisos debe ser registrado en una sección separada en el formato antes 

señalado”.  Esta norma es aplicable según los artículos 2 y 4 a la “Exploración, Explotación, 

Procesamiento, Refinación, Almacenamiento, Transporte o Distribución de Hidrocarburos, así 

como a las Actividades de Comercialización de Hidrocarburos”. 

Mientras que en el subsector electricidad el artículo 113 del D.S. N° 014-2019-EM que aprueba 

el Reglamento para la Protección Ambiental en las Actividades Eléctricas, dispone de modo 

similar que “los compromisos sociales que acuerde voluntariamente el Titular, con posterioridad 

a la aprobación de los Estudios Ambientales o Instrumentos de Gestión Ambiental 

complementarios, deben ser puestos en conocimiento de la Oficina General de Gestión Social 

del MINEM, conforme al formato que apruebe dicho órgano”, precisando que “el cumplimiento 

de dichos compromisos debe ser registrado en una sección separada en el formato antes 

señalado”. Esta norma es de aplicación según su artículo 2 para las “actividades de generación, 

transmisión y/o distribución de energía eléctrica en el territorio nacional, en sus distintas etapas: 

construcción, operación o abandono”. 

Como se puede apreciar el marco normativo vigente del sector Energía y Minas establece de 

forma detallada reglas para que la OGGS realice el seguimiento de los acuerdos de las empresas, 

sin embargo, consideramos que está facultad no ha sido desarrollada de modo adecuado. En el 

Informe Especial N° 026 “Prevención y Gestión de conflictos sociales en el contexto de la 

pandemia” la Defensoría del Pueblo recomendó a la OGGS del Minem que “realice una 

                                                           
66 Que a tenor de lo previsto en el artículo 61 numeral 61.1 dispone que tiene la competencia para supervisar y 
fiscalizar los planes y compromisos que forman parte del Plan de Gestión Social aprobado en el estudio ambiental. 
67 El artículo 5 del D.S. N° 042-2003-EM que estableció el compromiso previo como requisito para el desarrollo de 
actividades mineras y normas complementarias, señala que “todos los titulares de la actividad minera, sin distinción 
de la fase o ciclo en el que se encuentren, están obligados a presentar anualmente, una declaración jurada de 
compromiso con el desarrollo sostenible del ejercicio anterior, a través del Anexo IV de la Declaración Anual 
Consolidada (DAC).   
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evaluación del nivel de cumplimiento de los compromisos de las empresas mineras, cuyos 

resultados sean publicados de forma periódica en el portal web del Ministerio de Energía y 

Minas”68. Esta recomendación se orienta a que haya una mayor rendición de cuentas y 

transparencia en la gestión que realiza el Minem en el seguimiento del cumplimiento de los 

acuerdos, lo que está en sintonía con la necesidad de transparencia e integridad como “primer 

paso ineludible para construir lazos de confianza con la ciudadanía”69. 

El Objetivo 3 “Revisión, diseño y adopción de planes y programas nacionales para garantizar los 

derechos humanos en el marco de actividades empresariales” del Lineamiento estratégico N° 2 

“Diseño de políticas públicas de protección para prevenir vulneraciones a los derechos humanos 

en el ámbito empresarial” del D.S. N° 009-2021-JUS que aprobó el Plan Nacional de Acción sobre 

Empresas y Derechos Humanos 2021-202570, contempla como una de las acciones “realizar el 

seguimiento de los compromisos sociales asumidos en procesos de diálogo durante la atención 

de conflictos sociales”; y tiene como responsables a la SGSD de la PCM y al Minjus. No hay 

ninguna referencia a la OGGS del MINEM pese a que, como se ha señalado, tiene la importante 

labor de realizar el seguimiento del cumplimiento de los acuerdos y compromisos de las 

empresas.  

La respuesta de la OGGS a la recomendación de la Defensoría del Pueblo se realizó mediante 

Oficio N° 279-2020-MINEM/OGGS/OGDPC de fecha 30 de setiembre de 2020. En ella, la entidad 

se limitó a señalar que “apreciamos y recogemos los aportes brindados por la Defensoría del 

Pueblo en el Informe Especial N° 026-2020-DP (…)”. Sobre el particular, la formulación de las 

recomendaciones de la Defensoría del Pueblo se realiza al amparo del artículo 26° de la Ley N° 

26520 – Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo71, el cual dispone que “el Defensor del Pueblo 

(…) puede formular a las autoridades, funcionarios y servidores de la administración pública 

advertencias recomendaciones, recordatorios de sus deberes legales y sugerencias para la 

adopción de nuevas medidas. En todos los casos, las autoridades, funcionarios y servidores están 

obligados a responder por escrito en el plazo improrrogable de 30 días. Si como consecuencia 

de las recomendaciones, no adoptase una medida adecuada o la entidad administrativa no 

informase al Defensor del Pueblo sobre las razones para no adoptarla, éste último podrá poner 

los antecedentes del asunto y las recomendaciones presentadas en conocimiento del Ministro 

del Sector o de la máxima autoridad de la respectiva institución y, cuando corresponda, de la 

Contraloría General de la República”.  

Por ello, existe una obligación legal de la entidad recomendada de responder por escrito 

señalando las medidas a adoptar frente a cada una de las recomendaciones formuladas; o, en 

caso de considerar que no debe adoptar ninguna medida, deberá explicar y fundamentar en su 

                                                           
68 Defensoría del Pueblo. (2020). Prevención y gestión de conflictos sociales en el contexto de la pandemia por el Covid-
19 (Serie Informes Especiales N° 026-2020-DP). p. 57. 
69 Banco Interamericano de Desarrollo. (25 de noviembre del 2020). Transparencia e integridad en el sector minero. 
El caso de Perú. Blog de la División de Innovaciones para Servir al Ciudadano del BID. https://bit.ly/3ptTWCI  
70 Decreto Supremo N° 009-2021-JUS, que aprueba el Plan Nacional de Derechos Humanos (11 de junio de 2021). 
https://bit.ly/3syK5xK  
71 En la Sentencia del Pleno del Tribunal Constitucional del 12 de agosto de 2005 (Expediente N° 0022-2004-AI/TC) se 
señaló que conforme al sistema de fuentes diseñado por la Constitución Política y a sus artículos 51°, 200° inciso 4), 
102° inciso 1) y 106°, “la categoría normativa de leyes comprende a las leyes ordinarias y a las leyes orgánicas, las 
cuales tienen la misma jerarquía jurídica”. (Fundamento jurídico 16) 

https://bit.ly/3ptTWCI
https://bit.ly/3syK5xK
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oficio de respuesta las razones que lleva a su institución a no acoger las recomendaciones; lo 

que no ocurrió en el caso del Oficio N° 279-2020-MINEM/OGGS/OGDPC. 

3.1.4. La Presidencia del Consejo de Ministros 

 

La Presidencia del Consejo de Ministros es el ministerio responsable de coordinar las políticas 

nacionales y sectoriales del Poder Ejecutivo, y de coordinar las relaciones con los otros poderes 

del Estado, organismos constitucionales, gobiernos regionales, gobiernos locales y la sociedad 

civil, según lo señala el artículo 17 de la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo. Por su 

ubicación dentro de la estructura del Estado, ha ocupado un rol central ante el crecimiento de 

la conflictividad social en los últimos 17 años, en tanto su principal representante es, después 

del Presidente de la República, el portavoz autorizado del gobierno.  

Según lo establece la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, entre las funciones 

vinculadas al tema de este informe se encuentra la de desarrollar y dirigir las relaciones entre el 

Poder Ejecutivo, los otros niveles de gobierno y la sociedad civil (artículo 19, numeral 6), y 

promover la participación y concertación sociales en la gestión de gobierno y coordinar con 

instancias de la sociedad en materias de interés nacional (artículo 18, numeral 7). El ejercicio de 

sus competencias se orienta a la obtención de resultados que impacten en el bienestar de la 

ciudadanía y el desarrollo del país.  

La atención de la conflictividad social está a cargo del Viceministerio de Gobernanza Territorial 

(VGT), creado en el año 2017, a través de la SGSD. El VGT, según el ROF vigente, es el órgano 

responsable de las materias de desarrollo territorial, descentralización, diálogo y gestión social, 

demarcación territorial, y gestión del riesgo de desastres72. Por su parte, la SGSD es el órgano de 

línea responsable de las materias de prevención, gestión del diálogo territorial y solución de 

conflictos sociales en el territorio nacional73.   

Esta oficina, de acuerdo con el ROF anterior, incluyó como parte de su estructura a la 

Subsecretaría de Prevención y Seguimiento, la cual “se reunía regularmente con los sectores 

para dar seguimiento al cumplimiento de compromisos”74. En el 2021, la PCM aprobó un nuevo 

ROF, en el que se introducen cambios en la estructura de la SGSD, adaptando su organización a 

la atención de tres procesos principales, (i) la prevención del conflicto (antes); (ii) la atención del 

conflicto (durante); (iii) el seguimiento de compromisos (después)75. 

Los cambios mencionados redefinieron las denominaciones de las subsecretarías existentes con 

la finalidad de lograr mejores niveles de eficiencia en las actividades a su cargo, según se indicó 

en el documento de exposición de motivos de la norma aprobada para la actualización de la 

organización y funciones de la PCM. En concordancia con ello, la estructura de la SGSD quedó 

conformada por tres subsecretarías: Subsecretaría de Prevención y Gestión de la Información 

                                                           
72 Artículo 8 de la Sección Primera que forma parte del Decreto Supremo N° 126-2021-PCM, que aprueba el 
Reglamento de Organización y Funciones de la Presidencia del Consejo de Ministros (2 de julio del 2021). 
73 Artículo 41 de la Sección Primera que forma parte del Decreto Supremo N° 126-2021-PCM, que aprueba el 
Reglamento de Organización y Funciones de la Presidencia del Consejo de Ministros (2 de julio del 2021). 
74 Entrevista a exfuncionario de la PCM, del 10 de diciembre del 2021. 
75 Presidencia del Consejo de Ministros. Exposición de motivos del Decreto Supremo N° 126-2021-PCM, que aprueba 
el Reglamento de Organización y Funciones de la Presidencia del Consejo de Ministros (2 de julio del 2021). 
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(SPGI), Subsecretaría de Gestión del Diálogo (SSGD), Subsecretaría de Seguimiento y Gestión de 

Compromisos (SSGC). 

La SSGC es la encargada de realizar el “seguimiento estratégico” al cumplimiento de los 

compromisos asumidos en espacios de diálogo, “identificando cuellos de botella y medidas de 

solución”. De acuerdo con la exposición de motivos del D.S. N° 126-2021-PCM, que aprueba el 

ROF de la PCM, esto implica “el desarrollo de un sistema de alerta vinculado al sector y el 

territorio que permita a cada actor identificar su nivel de cumplimiento de compromisos, y 

tomar decisiones que posibiliten avanzar con calidad y oportunidad”, así como la asistencia 

técnica en esta materia, articulando dentro del sector, de modo intersectorial e 

intergubernamental.  

La PCM a través de la SGSD es la entidad que preside y facilita la mayor cantidad de espacios de 

diálogo instalados en el país. No es precisamente la responsable de cumplir con los acuerdos de 

las actas, pero puede coordinar y promover el cumplimiento de estos. En el documento 

“Protocolo para el monitoreo y seguimiento de compromisos”, aprobado por la Resolución de 

Secretaría de Gestión Social y Diálogo N° 006-2021-PCM/SGSD, de fecha 27 de julio de 2021, se 

señala lo siguiente: 

 La SGSD prioriza el seguimiento y monitoreo de compromisos para atenderlos de 

manera estratégica y diferenciada. 

 La SGSD lidera el monitoreo del cumplimiento de compromisos y articula con otras 

entidades del Poder Ejecutivo. 

 El proceso se inicia con el registro de las actas o documentos sustentatorios y su 

posterior sistematización y archivo. 

 El monitoreo y/o seguimiento consiste en el desarrollo de requerimientos de 

información de forma periódica y continua, bajo un enfoque territorial. 

 El monitoreo y/o seguimiento comprende también a aquellos compromisos asumidos 

por actores del sector privado. 

 En los espacios priorizados se implementan rutinas de seguimiento, estas pueden ser 

reuniones bilaterales o multisectoriales, preparatorias o mesas técnicas. 

 La SSGC genera reportes e informes sobre el cumplimiento de los compromisos, dando 

cuenta del avance de los compromisos y desempeño de cada uno de los sectores y/o 

gobiernos subnacionales respecto de estos. 

 El protocolo explicita que la información generada en los espacios de diálogo es 

pública, luego de referirse a los términos del reporte de información sobre el estado 

de avance del cumplimiento de acuerdos que se generaría. Señala que “la SGSD pondrá 

a disposición de la ciudadanía la información pública conforme sea solicitada”. 

 En el documento se incluyen procedimientos para la formulación de compromisos 

derivados de espacios de diálogo. 
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 Establece que los registros de actas o documentos sustentatorios de compromisos se 

realizan en los casos en los que la SGSD ha tenido una participación directa, sea como 

facilitador del diálogo, o si ha brindado soporte técnico en su acompañamiento. 

En este punto, es conveniente analizar con más detenimiento la priorización de compromisos 

que incorpora el Protocolo de la SGSD. Según se señala en el numeral 7.2., debido a la 

“diversidad de casos y de espacios de diálogo derivados de la conflictividad social que caracteriza 

a la realidad peruana, la SGSD requiere desarrollar procesos de priorización de recursos que 

permitan atender de manera estratégica y diferenciada el seguimiento y el monitoreo de 

compromisos”. Esta priorización determinará qué compromisos corresponde a la Subsecretaría 

de Gestión y Seguimiento de Compromisos (SSGC) a partir de dos aproximaciones: 

“ (…) 

 Por recomendación generada desde la Alta Dirección de la Presidencia del Consejo de 

Ministros, según lo definido en su Reglamento de Organización y Funciones (D.S. N° 

126-2021-PCM), y/o los espacios de discusión multisectoriales. 

 Por evaluación de riesgos desarrollada de manera consensuada entre las tres 

subsecretarías que forman parte del cuerpo orgánico de la SGSD con el visto bueno de 

la Secretaría.” 

De esta manera, para el resto de casos la Subsecretaría de Gestión del Diálogo (SSGD) lidera el 

monitoreo del cumplimiento de compromisos, articulando con otras entidades del Poder 

Ejecutivo. Además, coloca como excepción que la SSGC pueda asumir el seguimiento de 

compromisos de tipo PIP, identificados como de alta complejidad. Asimismo, como un segundo 

nivel se establecen aspectos para la priorización de compromisos también señalados en dicho 

documento, y clasificados como dimensiones técnico - política, operativo - presupuestaria y 

socio - económica. 

Al respecto, la Defensoría del Pueblo sostiene que se debe partir del principio de que todos los 

acuerdos deben ser cumplidos sin excepción. Y que la priorización dispuesta en el protocolo de 

seguimiento de compromisos de la SGSD de la PCM solo se justifica en casos de urgencia porque 

se trata de afectaciones a derechos fundamentales que deben ser superadas a la mayor 

brevedad posible. La priorización que admite criterios políticos u otros coyunturales podría 

distorsionar el enfoque naturalmente preventivo que tiene el seguimiento de acuerdos. En ese 

orden de ideas, debe considerarse la posibilidad de que los acuerdos no viables o que no se 

podrán cumplir en los plazos y condiciones acordadas, una vez agotados todos los esfuerzos para 

hacerlo, pueden renegociarse si las partes así lo convienen.  

Se debe cuidar celosamente que no se vaya a interpretar que el Estado le está dando a los 

acuerdos una atención diferenciada, produciendo en las partes una percepción de trato 

desigual. Esto solo alimentaría la desconfianza. 

En general, el protocolo es un avance normativo de particular relevancia. Ordena y explicita una 

función referida a una etapa en la que las partes evaluarán si valió o no la pena participar en los 

procesos de diálogo. No es una acción estatal que atraiga la atención de la opinión pública o de 

los medios de comunicación como sí lo es la protesta o la violencia, pero debería serlo. El 

cumplimiento de los acuerdos derivados de actas, no solo es de interés de los participantes en 
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el espacio de diálogo, sino que es de interés de la sociedad en general en la medida que se trata 

de la rendición de cuentas del gobierno de turno, y de la pacificación de las zonas en conflicto. 

La verdad es que nada pacifica más que un acuerdo cumplido.  

Es clave que la información sobre el seguimiento de los acuerdos sea pública. Esto requiere 

contar con una plataforma informática de acceso general que contenga bases de datos de actas 

y acuerdos, información detallada sobre estos y el avance de su cumplimiento, y reportes de 

evaluación del seguimiento realizado76. También comprende la publicación de reportes 

periódicos que se cuelguen en el portal institucional de forma permanente. En la actualidad el 

protocolo de monitoreo y seguimiento que ha sido comentado en esta sección señala que la 

información pública – generada en los espacios de diálogo – será de acceso a la ciudadanía 

conforme esta sea solicitada77. No menciona, sin embargo, algún mecanismo periódico de 

información a los ciudadanos o de acceso general que contenga la información referida al avance 

del cumplimiento de acuerdos y el desempeño de los sectores a cargo de cada acuerdo. 

3.2. La necesidad de un procedimiento para la gestión del cumplimiento de acuerdos en el 

Estado  

 

Reiteramos la siguiente idea: los acuerdos son resultado del consenso entre dos o más partes 

involucradas para resolver el conflicto social en un proceso de diálogo u otro tipo de espacio 

deliberativo, del cual se deja constancia, generalmente, con la firma de actas. Cuando los 

acuerdos son asumidos por el Estado, las entidades de los diferentes niveles de gobierno 

confirman la legitimidad del espacio de diálogo, la voluntad de comprometerse políticamente, 

el marco legal de competencia para hacerlo y aportan soluciones técnicas fundadas en sus 

políticas públicas, y en la priorización de recursos para su cumplimiento. 

A partir de la suscripción de un acuerdo, el Estado se convierte en el responsable de su 

cumplimiento, por lo que corresponde seguir los procedimientos y normas establecidas en cada 

entidad pública en cuyo marco de competencias legales se adquirió el compromiso. El acta debe 

pasar, entonces, a formar parte de los procesos de la gestión pública, que obliga a los responsables 

de su cumplimiento a ejecutar las acciones necesarias para hacer efectivo el acuerdo.  

El nivel de cumplimiento de acuerdos según el seguimiento que realiza la SGSD-PCM publicado 

en el Reporte Willaqniki N° 12-2019 de diciembre de 201978 es motivo de preocupación de la 

Defensoría del Pueblo, puesto que de los 3768 compromisos que atienden las demandas 

sociales, 2,050 estaban pendientes de cumplimiento, lo que representa el 54.4%. De ese total, 

el 79.9% corresponden a las entidades del Estado. Esto revela que hasta ahora el seguimiento 

de acuerdos que realizan las oficinas de gestión de conflictos y las acciones de las entidades a 

cargo del cumplimiento de acuerdos han sido insuficientes. Tampoco ha surtido el efecto 

esperado la conformación de comités de seguimiento integrados por representantes de las 

partes. No es sencillo ejecutar acuerdos cuando cada entidad estatal tiene sus propios 

procedimientos, prácticas y estilos de trabajo. La trazabilidad del acta requiere de 

                                                           
76 Convendría tener en cuenta el sistema de información (Tablero de control) desarrollado por el Midagri que contiene 
datos específicos sobre el avance del cumplimiento de los acuerdos que comprometen al sector. Enlace: 
https://bit.ly/3EAmDCk 
77 Numeral 7.3.7. del Protocolo para el monitoreo y seguimiento de compromisos, aprobado mediante Resolución de 
Secretaría de Gestión Social y Diálogo N° 006-2021-PCM/SGSD (27 de julio del 2021). 
78 En el capítulo anterior se hizo precisiones sobre las cifras. 
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procedimientos al interior de los órganos de línea de cada entidad estatal para el cumplimiento 

de acuerdos (así el seguimiento o la gestión del cumplimiento tendrán sentido); lo cual implica 

convertir la voluntad política expresada en las actas, en actos de administración79 ubicados 

dentro de procesos previstos en los marcos normativos de las instituciones públicas. 

En ese sentido, se requiere formalizar el curso del acta dentro del Estado a través de la 

aprobación de una norma legal que haga exigibles los acuerdos y cuyo incumplimiento genere 

responsabilidad administrativa. Reconocer el cumplimiento de acuerdos como parte de la 

gestión pública resulta decisivo en la medida que permite comprender que el fin de la gestión 

del conflicto social va más allá de la suscripción de un acta. En realidad culmina cuando se 

cumplen las soluciones acordadas entre las partes, y debe seguir un proceso ajustado a las 

nociones y conceptos vigentes en las administraciones públicas.  

3.2.1 Aprobación de una disposición de carácter general para el cumplimiento de acuerdos 

en el Poder Ejecutivo 

 

Como se ha señalado, una de las limitaciones de la respuesta del Estado para enfrentar el 

problema del incumplimiento recae en su propia organización y funciones. En la actualidad no 

existe una norma general que haga efectiva la materialización de los acuerdos. La administración 

pública desarrolla acciones de monitoreo y seguimiento por parte de oficinas especializadas en 

gestión de conflictos sociales, pero no ha generado el marco normativo necesario para 

garantizar el cumplimiento de los acuerdos al interior de la gestión pública del Estado peruano.  

La Defensoría del Pueblo considera que el Poder Ejecutivo debe establecer disposiciones de 

carácter general para el cumplimiento de acuerdos como parte de la necesaria formalización del 

curso del acta. Esta acción encuentra fundamento en la potestad del Poder Ejecutivo de dictar 

normas que regulen la actividad multisectorial funcional a nivel nacional80.  

La actividad funcional a la que nos referimos en este caso es la de gestionar conflictos sociales, 

y, en lo específico, la de cumplir con los acuerdos. Si bien no existe, a la fecha, un sistema 

funcional de gestión de conflictos, es necesario establecer disposiciones frente a la temática 

particular del incumplimiento de acuerdos. Esta norma debe ser aplicable a todas las entidades 

del Poder Ejecutivo. Asimismo, la norma debe establecer que la Presidencia del Consejo de 

Ministros se encargará de la coordinación y evaluación de la implementación de la norma. 

También es importante que la norma encargue a cada ministerio designar como responsable del 

cumplimiento de acuerdos a la máxima autoridad administrativa de cada entidad, o a una 

                                                           
79 Según el artículo 7 de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General los actos de administración 
interna “se orientan a la eficacia y eficiencia de los servicios y a los fines permanentes de las entidades”. Sobre el 
particular, Morón Urbina señala que “la diferencia entre el acto administrativo y el acto de administración interna 
(acto de administración) radica en que éste está referido a regular su propia administración, su organización o 
funcionamiento, y retiene sus efectos exclusivamente dentro del ámbito de la Administración Pública, agotándose 
dentro de tal órbita”. En: Morón Urbina, Juan Carlos. (2004) Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo 
General, p. 152.  
80 Artículo 11, numeral 3, de la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo (20 de diciembre del 2007), que señala: 

Corresponde al Presidente de la República dictar los siguientes dispositivos: 
(…) 
3. Decretos Supremos.- Son normas de carácter general que reglamentan normas con rango de ley o regulan la 
actividad sectorial funcional o multisectorial funcional a nivel nacional. Pueden requerir o no el voto aprobatorio 
del Consejo de Ministros, según lo disponga la ley. Son rubricados por el Presidente de la República y refrendados 
por uno o más Ministros a cuyo ámbito de competencia correspondan. 
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dependencia ubicada en la Alta Dirección de dichas entidades. Esta autoridad tendrá la 

responsabilidad de dirigir y supervisar el proceso de cumplimiento de acuerdos dentro de su 

ámbito de competencia. 

De otro lado, la norma deberá disponer que cada ministerio apruebe reglas específicas para la 

rendición de cuentas sobre el cumplimiento de acuerdos, en concordancia con lo dispuesto en 

el artículo II numeral 7 del Título Preliminar de la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo 

que recoge el principio de rendición de cuentas en los siguientes términos “los responsables de 

la gestión dan cuenta periódicamente, a la población, acerca de los avances, logros, dificultades 

y perspectivas”.  

Finalmente, la norma señalada debe aprobar un modelo de cumplimiento de acuerdos, que 

comprenda un proceso dividido por lo menos en cuatro etapas: i) registro y sistematización de 

acuerdos, ii) planificación del cumplimiento, iii) ejecución de los acuerdos, iv) evaluación de los 

acuerdos. Teniendo en consideración el mandato particular de cada ministerio, la norma general 

que se apruebe debe disponer que estas entidades aprueben en un plazo razonable pautas 

específicas para el cumplimiento de acuerdos al interior de cada entidad. 

3.3. Institucionalidad para el cumplimiento de acuerdos en los gobiernos regionales 

 

La Defensoría del Pueblo remitió también un cuestionario a los gobiernos regionales para 

conocer cuáles son sus procedimientos y prácticas para cumplir con los acuerdos que derivan de 

espacios de diálogo. Como resultado de dicha solicitud se recibió respuesta de parte de 10 

gerentes generales de los gobiernos regionales de Ayacucho, Huancavelica, Huánuco, Junín, 

Lambayeque, Lima Provincias, Moquegua, Ancash, Ucayali y San Martín.  

En el siguiente cuadro se mencionan los principales hallazgos respecto de las respuestas 

recibidas: 

Cuadro 16. Respuestas recibidas por los gobiernos regionales a  

cuestionario sobre cumplimiento de acuerdos 

Aspecto desarrollado 
en el cuestionario 

Sobre las respuestas de las gerencias regionales 

Valoración del acta 

6 de 10 respuestas le otorgan al acta un valor alto, importante o relevante por 
lo que implica para las partes y para la prevención y gestión de conflictos; sin 
embargo, en sólo 2 del total de respuestas se le atribuye un carácter de 
obligatoriedad a lo establecido en un acta que contiene acuerdos. 
Llama la atención una respuesta que señala que el cumplimiento de un acta, 
muchas veces estaría “supeditado a observaciones técnicas y legales”81, 
cuando se debe entender que durante el proceso de diálogo estas 
observaciones debieron haber sido formuladas y evaluadas. 

Existencia de 
procedimientos para 
el cumplimiento de 
los acuerdos 

Ningún gobierno regional reportó la existencia de un procedimiento para el 
cumplimiento de los acuerdos o compromisos establecidos en actas. 
En 9 de 10 respuestas se consideró necesario que la institución tenga 
lineamientos para el cumplimiento de los acuerdos o compromisos suscritos 
en actas. En 8 de estas respuestas se consideró que estos procedimientos 
podrían ser aprobados por una norma aplicable a las diferentes unidades 
orgánicas involucradas en el cumplimiento de acuerdos. En 3 casos se 
consideró, además, que debe aprobarse o seguirse una norma de alcance 
nacional aprobada por la Presidencia del Consejo de Ministros. 

                                                           
81 Respuesta recibida por el Gobierno Regional de Huánuco, de fecha 4 de noviembre del 2021. 
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Aspecto desarrollado 
en el cuestionario 

Sobre las respuestas de las gerencias regionales 

Acciones que 
desarrollan para 
cumplir los acuerdos 

Se reportaron diferentes tipos de acciones para cumplir con los acuerdos. En 
algunos casos se reporta la participación de la oficina de diálogo en acciones 
de monitoreo y seguimiento, en otras se señala proceder de acuerdo con el 
TUO de la Ley N° 27444, y también a través de la emisión de informes y 
documentos referidos al cumplimiento de los acuerdos. También en un caso 
se señala actuar conforme a los lineamientos y protocolos de la materia de la 
Presidencia del Consejo de Ministros, entre otras acciones. 
 
En 5 de 10 gobiernos regionales se ha informado que se convocan a reuniones 
para disponer la forma en la que se cumplirá con los acuerdos, las cuales están 
a cargo, principalmente, de las unidades de los primeros niveles de 
organización (gerencia general y vicegobernador) de la entidad. En otros casos 
no se precisa esta acción como una práctica institucional, sin embargo, sí se 
menciona la participación tanto del gobernador o gobernadora regional, la 
gerencia general y de las oficinas especializadas en diálogo y gestión de 
conflictos de estas entidades. 

Mecanismos de 
transparencia y 
rendición de cuentas 

En 5 de 10 respuestas se reportó la existencia de mecanismos de transparencia 
o rendición de cuentas para informar a la ciudadanía sobre el estado de 
cumplimiento de los acuerdos. Según señalan, las acciones que se desarrollan 
por parte de estas entidades tienen que ver, en algunos casos, con la 
publicación de información (web, medios de comunicación locales) y el 
desarrollo de reuniones (en el gobierno regional y con los responsables de 
cumplir) y audiencias, entre otras.  

Gerencias regionales 
como responsables 
de dirigir el 
cumplimiento 

En 7 de 10 respuestas se señaló que las gerencias regionales de los gobiernos 
regionales deben ser las responsables de dirigir el cumplimiento de los 
acuerdos dentro de la institución. Entre los principales argumentos señalados 
se encuentran el que esta unidad orgánica es “la máxima instancia ejecutiva”, 
“por ser la alta jerarquía de la parte administrativa del Gobierno Regional”, 
porque “es la oficina responsable de la operatividad de toda la institución”. 

Fuente: Cuestionarios respondidos por 10 gerentes generales de gobiernos regionales.  

 

Las respuestas de las gerencias regionales de los gobiernos regionales de 10 departamentos del 

país evidencian un reconocimiento similar al valor del acta que las secretarías generales de los 

ministerios del Poder Ejecutivo le asignan. Esto puede ser entendido como resultado de la 

importancia que ha adquirido la gestión de los conflictos sociales en la política y la gestión 

pública del Estado peruano. Por otro lado, en las respuestas analizadas se señala no contar con 

procedimientos para el cumplimiento de acuerdos en todos los gobiernos regionales cuyas 

gerencias generales dieron respuesta. En este caso la máxima instancia administrativa de los 

gobiernos regionales, la gerencia general regional, o quien haga sus veces, cobra un rol más 

protagónico en conducir el cumplimiento de acuerdos, en tanto se reporta, en la mayoría de los 

casos, como responsable de convocar a las reuniones para establecer la forma en que se 

cumplirán los acuerdos e incluso para evaluar y conocer el estado de cumplimiento de estos.  

Al respecto, el artículo 12 de la Ley N° 27867, Ley Orgánica de los Gobiernos Regionales, el 

“Órgano Ejecutivo del Gobierno Regional se organiza en Gerencias Regionales coordinadas y 

dirigidas por una Gerencia General”. Debido a lo expuesto, la Defensoría del Pueblo considera 

que corresponde a cada gobierno regional expedir ordenanzas regionales a efectos de asignar a 

las gerencias generales regionales la función de conducir el cumplimiento de acuerdos derivados 

de actas para resolver conflictos sociales, en los términos propuestos en el presente informe. 
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Capítulo IV 

Gestión de cumplimiento de acuerdos 

 

En el 2012 la Defensoría del Pueblo describió la intermediación defensorial en conflictos sociales 

como una actividad dirigida al “análisis para la gestión del conflicto, la prevención de la violencia, 

la promoción del diálogo entre las partes, la colaboración o conducción de los procesos de 

diálogo y el seguimiento y gestión del cumplimiento de las actas con acuerdos”82. En ese 

entonces sosteníamos que, en estricto, el seguimiento y la gestión del cumplimiento de 

acuerdos eran aspectos complementarios pero distintos en su concepción. Más adelante, la 

Defensoría del Pueblo señalaría que ante las limitaciones para garantizar el cumplimiento de 

acuerdos era “indispensable desarrollar capacidades de gestión del cumplimiento de acuerdos 

para asegurar que el conflicto no retorne”83. 

La Presidencia del Consejo de Ministros, a través de la ex Oficina Nacional de Diálogo y 

Sostenibilidad (ONDS), en el reporte Willaqniki N° 49 del mes de diciembre del 2016, explicó la 

importancia de desarrollar una línea de trabajo para prevenir y atender el problema del 

incumplimiento de acuerdos, a efectos de que se reconozca como necesario instalar una 

capacidad de seguimiento y gestión del cumplimiento de acuerdos en el Estado, y señaló cuales 

serían sus principales requerimientos84. A fines del 2016, la ONDS desarrolló un proyecto de 

constitución de una unidad dedicada exclusivamente al seguimiento y a la gestión del 

cumplimiento de acuerdos cuya implementación quedó pendiente85. A inicios del mes de marzo 

del 2017, la ONDS había sistematizado aproximadamente unas 3500 actas de espacios de 

diálogo suscritas entre los años 2012 y 201786, y había considerado el seguimiento y gestión del 

cumplimiento de acuerdos como parte de la propuesta de mejora del aplicativo informático del 

sistema de información de la ONDS87. 

La gestión del cumplimiento de acuerdos es el conjunto de acciones y procesos que desarrollan 

actores públicos o privados para asegurar que los compromisos asumidos en procesos de 

diálogo se ejecuten en los términos y plazos consignados en las actas suscritas, con el objetivo 

de producir valor público. El valor público se produce cuando “las intervenciones públicas 

satisfacen las necesidades y expectativas de las personas, y se optimiza la gestión interna de las 

                                                           
82 Defensoría del Pueblo. (2012). Violencia en los conflictos sociales (Informe Defensorial N° 156). p. 20. 
https://bit.ly/34390iN  
83 Defensoría del Pueblo. (2017). El valor del diálogo (Documento defensorial N° 29). Pág. 199. https://bit.ly/3qmhWXJ 
84 Presidencia del Consejo de Ministros, Oficina Nacional de Diálogo y Sostenibilidad. (2016). Diálogo y el 
Cumplimiento de Compromisos (Willaqniki N° 49). p. 8. 
85 Presidencia del Consejo de Ministros, Oficina Nacional de Diálogo y Sostenibilidad. Informe de Gestión 
correspondiente al periodo comprendido entre el 1 de octubre del 2016 y 31 de marzo de 2017 (31 de marzo del 
2017). 
86 Presidencia del Consejo de Ministros, Oficina Nacional de Diálogo y Sostenibilidad. Informe de Gestión 
correspondiente al periodo comprendido entre el 1 de octubre del 2016 y 31 de marzo de 2017 (31 de marzo del 
2017). 
87 Informe N° 021-2017-PCM/ONDS-EAZ, sobre el avance en la mejora del aplicativo informático del Sistema de 
Información de la Oficina Nacional de Diálogo y Sostenibilidad de la Presidencia del Consejo de Ministros (27 de 
febrero del 2017). 

https://bit.ly/34390iN
https://bit.ly/3qmhWXJ
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entidades públicas”88. La finalidad es, reiteramos, contribuir a garantizar que los acuerdos se 

materialicen, crear condiciones para una mejor rendición de cuentas de las decisiones tomadas 

por funcionarios públicos en el marco de sus competencias legales, preservar la legitimidad de 

los espacios de diálogo y de la administración pública y prevenir el resurgimiento de los 

conflictos sociales. Esta misma definición es extensible a los acuerdos firmados por 

representantes de organizaciones sociales y empresas en lo que le sea aplicable.  

A riesgo de resultar reiterativos señalaremos que lo que busca la Defensoría del Pueblo es 

garantizar que los acuerdos se cumplan a través de una norma que los incorpore en los procesos 

de gestión pública, de modo que el Estado responda formalmente por cada uno de sus 

compromisos, rinda cuentas de ellos, e informe de manera transparente a los interesados y a la 

sociedad en su conjunto. Este objetivo se ubica en el terreno del cumplimiento, y como existen 

dudas (largamente fundadas) de que no es ni será fácil que el Estado se haga cargo de sus 

compromisos, se necesita de mecanismos de seguimiento instalados en las oficinas de diálogo y 

gestión de conflictos sociales.  

Con lo útil que pueden ser estas herramientas, nada garantiza la eficacia de las acciones de 

seguimiento dentro de las propias entidades llamadas a cumplir con los acuerdos. La alta cifra 

de incumplimientos y las debilidades en la organización de esta área de trabajo lo demuestran. 

Por eso es necesario ver este asunto desde la perspectiva del control del poder y la rendición de 

cuentas. En esa línea, se entiende ahora por qué insistimos en la idea de gestionar el 

cumplimiento de acuerdos desde los órganos ejecutivos, y en posicionar frente a esta 

responsabilidad a una institución autónoma como la Defensoría del Pueblo. Una tarea que calza 

perfectamente en el marco de sus competencias constitucionales de defensa de derechos y, 

sobre todo, de supervisión del cumplimiento de los deberes de función de la administración 

pública. 

Las oficinas de gestión de conflictos sociales tienen capacidades distintas a las oficinas de gestión 

pública. Nos explicamos. Cada conflicto tiene un conjunto de problemas enmarcados dentro de 

las competencias de los ministerios, los gobiernos regionales, los gobiernos locales y otras 

entidades estatales. En lo que corresponde al Poder Ejecutivo, los ministerios aportan la decisión 

política de dialogar y las soluciones técnicas fundadas en sus políticas públicas, así como la 

decisión de invertir recursos para ello. De esta manera, la gestión pública es la herramienta 

principal de cumplimiento de acuerdos. Serán estas instancias las que modifiquen su plan 

operativo, emitan resoluciones, amplíen sus presupuestos; lo que no está en manos de las 

oficinas de conflictos ni sería razonable que lo esté. Queda claro, entonces, que no hay gestión 

de conflictos sin gestión pública que produzca cambios. Estos mecanismos son distintos, pero se 

complementan.  

Si bien las capacidades de gestionar el cumplimiento de acuerdos pueden desarrollarse en 

diferentes organizaciones, en este capítulo explicamos cuales son las capacidades de la 

Defensoría del Pueblo para hacerlo, sus herramientas y metodologías que la llevarían a cumplir 

con esa función de manera efectiva, y dentro de su mandato legal y constitucional vigente.  

                                                           
88 Presidencia del Consejo de Ministros, Secretaría de Gestión Pública. (2021). Sistema de Modernización de la Gestión 
Pública. Avances y agenda futura (Documento de política, Tomo VIII). p. 5. http://sgp.pcm.gob.pe/wp-
content/uploads/2021/08/Sistema-de-Modernizacion-de-la-Gestion-Publica.pdf  

http://sgp.pcm.gob.pe/wp-content/uploads/2021/08/Sistema-de-Modernizacion-de-la-Gestion-Publica.pdf
http://sgp.pcm.gob.pe/wp-content/uploads/2021/08/Sistema-de-Modernizacion-de-la-Gestion-Publica.pdf
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4.1 Defensoría del Pueblo: un tercero imparcial 

 

La actitud de desconfianza es inevitable en las relaciones entre los actores de un conflicto. Se 

extiende, naturalmente, a los espacios de diálogo pues en ellos las partes deben dejar en claro 

los hechos ocurridos, fundamentar las demandas planteadas y las observaciones a ellas, 

proponer salidas a los problemas, etc. En la dinámica del diálogo, la defensa de los intereses, el 

pedido de atención de las necesidades, o el respeto a los derechos, se hace presumiendo que 

las otras partes harán lo propio desde su punto de vista. Se perciben mutuamente como 

obstáculos al logro de sus objetivos. En tanto no se vislumbren elementos con los que construir 

acuerdos, la desconfianza estará presente en el ánimo de las partes. 

Por eso es necesario que un tercero procese la desconfianza y la transforme en mínimos de 

confianza que viabilicen el diálogo. Esto es posible siempre que ese tercero les merezca crédito 

y que valoren la necesidad de avanzar en el tratamiento de los problemas con ciertas garantías 

que le hagan pensar que no serán engañados. Algo que consideramos válido tanto en la etapa 

previa al diálogo cuando los esfuerzos se orientan a disuadir a los manifestantes de la realización 

de actos violentos; en la etapa de promoción, preparación y desarrollo del proceso de diálogo; 

y, desde luego, en la etapa de cumplimiento de los acuerdos.  

Ese tercero puede ser una entidad estatal o privada que les merezca confianza a las partes. Pero 

cuando ese tercero es la Defensoría del Pueblo, se debe saber que actuará en el marco de sus 

competencias constitucionales de defensa de derechos y de supervisión de la administración 

estatal. Privilegiará los acuerdos a los que las propias partes lleguen, antes que sus propios 

pronunciamientos, en caso de mediar en el conflicto, pero si detectara que durante el proceso 

de diálogo o en el contenido de los acuerdos hubiera algo que afecta los derechos de alguna de 

las partes su deber es decirlo y asumir las consecuencias de esa posición. Por eso la Defensoría 

del Pueblo sostiene que los diálogos deben ser transparentes e igualitarios, para alcanzar 

soluciones justas, y los acuerdos homologarse con los derechos fundamentales allí donde sea 

pertinente hacerlo. 

Entonces, ¿en qué sentido la Defensoría del Pueblo es un tercero imparcial respecto de la 

gestión del cumplimiento de acuerdos? Lo de tercero está claro, pues no es un actor primario 

en el conflicto, ni tiene intereses indirectos. Pero ¿cómo entender lo de “imparcial” y de qué 

manera este concepto se distingue de “neutralidad”? Los procedimientos de la Defensoría del 

Pueblo o sus metodologías de trabajo están diseñados para obtener información de los 

ciudadanos, del Estado y, en ciertos casos, de las empresas, e incluso de otros actores que 

pueden aportar datos o explicaciones, como lo hacen las instituciones académicas, los think 

tanks o los medios de comunicación. Frente a un asunto controversial como una queja, o frente 

a demandas sociales en el contexto de conflictos, busca elaborar una posición propia sobre la 

materia escuchando a todos sin prejuicios o animadversiones, y guiado por la normativa y la 

recta razón. Todo ello en tanto se forma un juicio. Desde luego la actitud de la institución será 

en todo momento la de proveerse de razones para la defensa de derechos o para promover 

soluciones justas. 

Una vez que los resultados de su investigación le permiten tomar una posición, la Defensoría del 

Pueblo pasa a otro momento en el que debe ponerse del lado de aquellas personas cuyos 

derechos considera que están en riesgo o han sido vulnerados, y en contra de los actos abusivos 
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o irregulares, o de las políticas que manifiestamente van a causar perjuicios, o de las acciones 

de estado que afectan la democracia, o de las leyes viciadas de inconstitucionalidad. En este 

sentido la Defensoría del Pueblo no puede ni podrá ser neutral porque ha sido diseñada para la 

defensa de derechos. Entonces, será imparcial en sus procedimientos y su actitud investigatoria, 

pero no será neutral una vez que tiene la convicción de que los derechos de las personas han 

sido menoscabados.  

Siguiendo el hilo de estas ideas, es posible sostener que la tarea de gestión del cumplimiento de 

acuerdos de manera sistemática y planificada, requiere de una autoridad autónoma, externa a 

los gobiernos, que tenga una presencia nacional activa, cuyos métodos de trabajo sean flexibles 

y le permitan interactuar fluidamente con los representantes políticos o técnicos de las 

entidades públicas, con los dirigentes sociales o directamente con sus instancias de gobierno, y 

con los directivos de las empresas o los gremios a las que pertenecen. Y, además, que tenga 

experiencia en monitoreo, prevención, análisis e intervención en conflictos sociales. Estos 

requisitos los reúne la Defensoría del Pueblo y por ello en las siguientes líneas haremos mayores 

precisiones sobre cómo se organizaría para desarrollar esta nueva línea de trabajo. 

a) Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales y la Gobernabilidad 

 

Los conflictos sociales han estado presentes a lo largo de los 25 años de existencia de la 

Defensoría del Pueblo, pero su tratamiento especializado y sistemático se inicia el 2003 

constituyéndose en una experiencia pionera en el Perú y también respecto de otras defensorías 

de Iberoamérica y el mundo. Inicialmente se conformó un grupo de trabajo, luego una unidad, 

una dirección, hasta que en el 2009 se creó la Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales 

y la Gobernabilidad, como órgano de línea especializado en la materia.  

Su trabajo fue definido bajo las siguientes premisas: i) en los conflictos sociales se ponen en 

riesgo o se afectan derechos fundamentales, ii) en los conflictos sociales la gobernabilidad 

democrática puede verse impactada negativamente, iii) en los conflictos sociales, especialmente 

los que derivan en violencia, las posibilidades de desarrollo disminuyen o se pierden; y, iv) en 

los conflictos sociales, la violencia desincentiva el afianzamiento de una cultura de diálogo y paz. 

Pero también puede ocurrir que la respuesta oportuna, respetuosa y efectiva de la autoridad 

permita la resolución de un problema complejo, lo que la legitimará; o que los cambios que el 

diálogo produzca abran nuevas oportunidades de desarrollo.  

Para intervenir en conflictos sociales la Defensoría del Pueblo cuenta con lineamientos, 

directivas y protocolos elaborados por la Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales y la 

Gobernabilidad. El “Protocolo de Actuación Defensorial en Conflictos Sociales” data del 200489,  

formalizado en el 2015 mediante Resolución Administrativa N° 006-2015-/DP-PAD. Este 

protocolo considera aspectos referidos al seguimiento de acuerdos, que deberán ser 

complementados ahora con acciones para gestionar el cumplimiento de acuerdos. 

 Según el artículo 83 del Reglamento de Organización y Funciones de la Defensoría del Pueblo 

aprobado por Resolución Defensorial N° 007-2019/DP, la Adjuntía para la Prevención de 

Conflictos Sociales y la Gobernabilidad tiene como función principal “contribuir a la solución 

pacífica de los conflictos sociales a través de la investigación de las problemáticas de fondo que 

                                                           
89 Defensoría del Pueblo. (2005). Ante todo, el diálogo. pp. 111-127. https://bit.ly/3zweZby 
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subyacen en los conflictos mediante el monitoreo, análisis y gestión de conflictos sociales y el 

seguimiento de actas; así como diseñar mecanismos confiables de atención de la conflictividad”.  

Siendo el seguimiento de actas una de las funciones establecidas en el ROF de la institución, su 

aplicación debe tener en cuenta la competencia general de supervisión estatal y defensa de 

derechos a tenor del artículo 162 de la Constitución Política y el artículo 1 de la Ley N° 26520, 

Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo. Esto le permite ir más allá del seguimiento rutinario 

de los acuerdos y gestionar el cumplimiento de acuerdos desde su rol supervisor y de defensa 

de derechos.  

Como verán es muy importante en la evolución conceptual de la idea de seguimiento entendida 

solo como una acción de actualización de información y consulta interna por los avances en el 

cumplimiento de los acuerdos, pasar a la idea de gestión del cumplimiento de los acuerdos 

ubicada en el plano de la rendición de cuentas, la acción efectiva sobre el sujeto comprometido, 

la publicación periódica de información, el diálogo sobre las posibles variaciones en los 

acuerdos, las visitas de verificación en el terreno, etc. En las siguientes líneas presentaremos una 

propuesta de Unidad de Gestión de Cumplimiento de Acuerdos ubicada en la Adjuntía para la 

Prevención de Conflictos Sociales y la Gobernabilidad de la Defensoría del Pueblo, órgano de 

línea de materia de gestión de conflictos sociales. 

 

4.2 Unidad de gestión del cumplimiento de acuerdos  

 

La forma y fines expuestos de esta nueva línea de trabajo requiere la creación de una unidad 

funcional90 dependiente de la Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales y la 

Gobernabilidad, a la que denominaremos “Unidad de Gestión del Cumplimiento de Acuerdos”. 

Su funcionamiento será normado por un protocolo con pautas y orientaciones específicas para 

el desarrollo de esta labor tanto en la adjuntía responsable del tema como en las oficinas 

defensoriales y módulos de coordinación defensorial ubicados en todas las regiones; y también 

en las demás adjuntías y programas cuando, por la naturaleza de los acuerdos, sea necesaria su 

participación especializada.  

Como hemos señalado, la Defensoría del Pueblo tiene un significativo despliegue territorial a 

través de 38 oficinas defensoriales y módulos de atención defensorial que intervienen 

activamente en todo el ciclo del conflicto en coordinación permanente con la Adjuntía para la 

Prevención de Conflictos Sociales y la Gobernabilidad. Es de mucha utilidad también el programa 

de recorridos de nuestros comisionados por los distritos más alejados, lo que le permite a la 

institución tomar contacto directo con los actores y hacer verificaciones en el terreno.  

Muchos de los acuerdos son suscritos por gobiernos regionales y locales y su implementación 

se hace en el ámbito de su jurisdicción. Pero también hay acuerdos suscritos por el gobierno 

nacional cuyo cumplimiento se realiza en las regiones. Contar con capacidades de gestión 

desconcentradas es un activo institucional cuando se requiere verificar, evaluar, recordar, 

                                                           
90 En el marco de la Ley N° 26520, Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, y el D.S. N° 054-2018-PCM, que aprueba 

los Lineamientos de Organización del Estado, y sus normas modificatorias. 
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contextualizar compromisos que, en muchos casos, no son convertidos en instrumentos 

administrativos, tal como lo vimos en el capítulo III.  

La unidad estaría conformada por un equipo de trabajo con capacidades administrativas, de 

gestión pública, de comunicación social que planifique sus intervenciones frente a cada uno de 

los acuerdos. La cultura institucional basada en la persuasión, el diálogo colaborativo, la 

preocupación por los derechos de los ciudadanos y también por la legitimidad del Estado, la 

incidencia en las jerarquías del poder público, y, a la vez, el trato horizontal dispensado a los 

actores sociales, hacen de este tipo de trabajo un desafío en pro del funcionamiento eficiente 

de la administración pública. Cumplir compromisos es reconciliar a un Estado ausente y poco 

confiable con una ciudadanía deseosa de creer en las instituciones y entablar con ellas una 

alianza permanente, constructiva, de buena fe. Así que esta tarea que nos proponemos no se 

agota en el acuerdo que se cumple, sino que se extiende a un plan de reconstrucción de las 

relaciones entre Estado y sociedad continuamente estropeada a lo largo de nuestra historia, y 

que se basa en algo sencillo: el respeto a los compromisos.  

Desde luego, para una institución como la Defensoría del Pueblo que recibe el 0.04% del 

presupuesto general de la República y cuya misión es defender los derechos de 33 millones de 

peruanas y peruanos, es evidente que necesitará fondos públicos que le permitan constituir y 

echar a andar esta unidad. Las ventajas de esta inversión se infieren de varios pasajes de este 

informe. Estamos ante una necesidad pública que debe merecer la atención del gobierno. Tanto 

en el 2019, 2020 y 2021 se desarrollaron acciones para poder viabilizar la implementación de 

una unidad dedicada exclusivamente a este tema. Una de estas acciones se materializó en el 

Oficio N° 0455-2019/DP, de fecha 11 de noviembre del 2019, mediante el cual el Defensor del 

Pueblo requirió una demanda adicional para el año 2020 al Ministerio de Economía y Finanzas 

(Proyecto de Ley Presupuesto del Sector Público para el año 2020), que permitiera implementar 

la Unidad de Gestión de Cumplimiento de Acuerdos. Del mismo modo, en los años 2021 y 2022, 

se solicitó el presupuesto señalado ante la Comisión de Presupuesto y Cuenta General de la 

República del Congreso de la República. 

a) Protocolo de gestión del cumplimiento de acuerdos de la Defensoría del Pueblo  

 

Es indispensable para la realización de esta nueva tarea, tener un protocolo de gestión del 

cumplimiento de acuerdos que establezca pautas y criterios de actuación para el personal de la 

nueva unidad, la adjuntía a la que está adscrita, y el personal de las 38 oficinas defensoriales, 

módulos de atención defensorial, y demás adjuntías y programas con las que coordinará el 

trabajo.  

El protocolo permitirá intervenciones uniformes, adecuadamente planificadas y conforme a la 

naturaleza de las funciones de cada unidad funcional de la Defensoría del Pueblo. Se requiere 

obtención de información, análisis especializado, capacidad de gestión, habilidades dialogantes 

y negociadoras, comunicación efectiva con la población. Cualidades que están en la base de la 

cultura institucional y de sus labores cotidianas, pero necesitarán ser afinadas e integradas en 

instrumentos de trabajo que sean eficaces. Para este fin es particularmente útil el artículo 161 

de la Constitución que en una parte señala que “Los órganos públicos están obligados a 

colaborar con la Defensoría del Pueblo cuando esta lo requiere”. Esto es lo que se conoce en la 
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Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo como “Deber de cooperación”91, una disposición 

instrumental que permite el cumplimiento de la finalidad de investigar para defender derechos 

y para supervisar que la administración pública cumpla con sus funciones, entre ellas la de 

ejecutar los compromisos asumidos en actas firmadas por funcionarios públicos.  

Justamente, supervisar significa verificar directamente si se cumplió con la ley, con las políticas 

públicas, con los planes operativos, con las disposiciones emanadas de la autoridad pública y, 

desde luego, con los acuerdos suscritos en actas. La función de supervisar implica evaluar todos 

los actos de naturaleza administrativa o política que tengan consecuencias en los derechos o 

intereses de los ciudadanos y ciudadanas. No hay, en este sentido, límite alguno para la 

Defensoría del Pueblo, salvo las excepciones establecidas en su propia ley. Esta competencia 

amplia y de base constitucional allana en gran parte el desarrollo práctico de la función de 

gestionar el cumplimiento de los acuerdos. 

La intervención defensorial referida puede ser aplicable para la gestión del cumplimiento de un 

caso, de un acuerdo o de un conjunto de acuerdos. La agrupación de los acuerdos se puede 

realizar según entidad, sector o nivel de gobierno que corresponda. La gestión del cumplimiento 

de acuerdos debe contar con un plan que contenga una programación de actividades que 

identifique los acuerdos, los responsables, los actores clave, el análisis del entorno y la ejecución 

de las actividades. A partir de ello, la Defensoría del Pueblo remite oficios recordando los 

acuerdos y plazos, verifica en el terreno que el acuerdo está en ejecución y consulta su grado de 

avance, se reúne con funcionarios a cargo para conocer las dificultades para cumplir, emite un 

reporte público con la información sobre avances en el cumplimiento, entre otras acciones a 

seguir. Para ello se tendrá en consideración las modalidades de intervención defensorial en lo 

que resulte aplicable del Protocolo de Actuación Defensorial en Conflictos Sociales, como la 

supervisión preventiva, intermediación defensorial, acciones legales, etc. 

Está previsto que las acciones que se realicen en este campo sean parte de reportes, 

recordatorios, alertas tempranas, así como plataformas de uso interno y de acceso público, que 

permitan dar soporte a cada una de las actuaciones defensoriales de gestión del cumplimiento 

de acuerdos. Los reportes de cumplimiento y sus características son desarrollados en el siguiente 

punto.  

b) Reportes de cumplimiento de acuerdos  

 

La labor de gestión del cumplimiento de acuerdos permitirá acceder a información actualizada 

sobre el estado de avance de los acuerdos, a las dificultades para su implementación, a las 

corresponsabilidades de las entidades públicas, a la programación presupuestaria, a la 

incorporación de los acuerdos en la planificación anual de las entidades, entre otros aspectos. 

                                                           
91 Ley N° 26520, Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo: 
Artículo 16°.- Las autoridades, funcionarios y servidores de los organismos públicos proporcionarán las informaciones 
solicitadas por el Defensor del Pueblo, así como facilitarán las inspecciones que este disponga a los servicios públicos, 
establecimientos de la Policía Nacional y penitenciarios y entidades estatales sometidas a su control.  
Para tal objeto podrá apersonarse incluso, sin previo aviso, para obtener los datos o informaciones necesarias, realizar 
entrevistas personales, o proceder al estudio de expedientes, informes, documentación, antecedentes y todo otro 
elemento que a su juicio sea útil.  
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Sobre la base del análisis de esta información se realizarán acciones de supervisión e incidencia, 

con el fin de promover y exigir el cumplimiento de acuerdos.  

La gestión de la información se hará utilizando bases de datos y software especializado que 

permita procesar vasta información y clasificarla en categorías para su rápida recuperación. Y 

dado que esta línea de trabajo se inscribe dentro de la obligación de los funcionarios públicos 

de rendir cuentas de sus actos, es necesario facilitar el acceso a la información de parte de las 

personas interesadas y de la sociedad en general. La transparencia de las instituciones y la 

organización de la información para su fácil comprensión facilitan el escrutinio público al que 

tienen derecho los ciudadanos como parte de la función de control social del poder. Pero, a su 

vez, contribuye a que los gobiernos mantengan vigente los compromisos en sus listas de 

prioridades y aprecien la oportunidad de incrementar su legitimidad ante la población.  

El instrumento apropiado para este caso es el reporte. Un documento que estructura 

adecuadamente la información, de fácil lectura, al alcance de todos y de una periodicidad 

determinada. Además, podrá contar con un acceso en línea para que los ciudadanos y 

ciudadanas puedan informarse de los avances en el cumplimiento de los acuerdos a partir de la 

información oficial proveída por el Estado, o en su caso, por las empresas y las organizaciones 

sociales. Estas serán las fuentes principales. Cuando un acuerdo se cumple deja una huella oficial 

que es contrastable con el tenor del acuerdo suscrito. Esto permitirá medir la extensión del 

cumplimiento, su pertinencia, calidad y oportunidad, entre otros indicadores. 

c) Indicadores de cumplimiento: definiciones 

 

Con el objeto de determinar el nivel de cumplimiento de los acuerdos se necesitan indicadores 

que los clasifiquen según los avances en su ejecución y el plazo convenido entre las partes, tal 

como se muestra a continuación: 

 Cumplido: son aquellos compromisos en los que no existen acciones pendientes por 

desarrollar dado que el contenido material del acuerdo ha sido implementado en su 

totalidad dentro de los términos y plazos92 establecidos en el acta.  

 Cumplido parcialmente: son aquellos acuerdos en los que no existen acciones 

pendientes por desarrollar dado que su implementación parcial ha sido aceptada por 

todos los actores, considerando la imposibilidad material o de otra índole, de poder 

cumplir con la totalidad del acuerdo.  

 Cumplido fuera de plazo: son aquellos acuerdos en los que no existen acciones 

pendientes por desarrollar dado que los términos del acuerdo han sido cumplidos, 

aunque se hayan hecho fuera del plazo acordado. 

 En proceso de cumplimiento dentro del plazo: son aquellos acuerdos que se 

encuentran dentro del plazo acordado para su cumplimiento, y sobre el que los 

responsables de su cumplimiento reportan acciones en desarrollo para su 

implementación.                              

                                                           
92 Cuando un acta no contenga el plazo de implementación de un acuerdo, siempre que sea pertinente establecerlo, 
la Adjuntía de prevención de conflictos sociales solicitará a las partes concernidas en ese acuerdo que hagan la 
corrección correspondiente.  
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 En proceso de cumplimiento fuera del plazo: son aquellos acuerdos cuyo plazo de 

cumplimiento ha concluido, y sobre el que los responsables continúan reportando 

acciones para su implementación. 

 Incumplido: son aquellos acuerdos cuyos términos y plazos acordados no han sido 

cumplidos, y sobre los que no se reportan acciones realizadas para su implementación, 

pese a los reclamos de las partes afectadas y sin que se haya acordado suspensión 

alguna.  

 Desestimado: son aquellos acuerdos, cuyos términos y plazos han sido dejados sin 

efecto por las partes que los suscriben, ya sea por inviabilidad técnica, legal o porque 

han sido reemplazados por un nuevo acuerdo como parte del proceso de diálogo.  

Estas categorías permitirán ubicar con precisión el momento y avance del cumplimiento de los 

acuerdos.  

d) Elaboración del reporte 

 

El reporte de cumplimiento de acuerdos tiene como finalidad informar a la ciudadanía sobre el 

nivel de cumplimiento de los acuerdos suscritos en procesos de diálogo, los principales 

problemas identificados para su realización, las próximas acciones a desarrollar y el nivel de 

desempeño de la entidad responsable, a fin de hacer balances, examinar obstáculos, analizar 

proyecciones. Para ello se deben tomar en cuenta los siguientes elementos: 

 Procedimiento: es el conjunto de acciones orientadas a la elaboración del reporte que 

implican pasos a seguir para recolectar y analizar información sobre el nivel de 

cumplimiento de los acuerdos. En él se establecen responsabilidades, canales y espacios 

de comunicación, plazos y cronogramas, entre otros aspectos.  

 Metodología: el reporte debe estar compuesto por un análisis cualitativo y cuantitativo 

de los datos y la información recabada. El procesamiento de información estadística 

involucra otras fuentes formales como el INEI, la Base de Datos de Pueblos Indígenas 

del Ministerio de Cultura, el Portal de Transparencia del MEF, entre otras.  

 Publicación: la frecuencia de publicación del reporte dependerá del acceso a 

información permanente de los avances de los acuerdos, así como de los 

procedimientos establecidos en el protocolo propuesto. Su divulgación será a través de 

la página web de la Defensoría del Pueblo y deberá transmitirse a los actores 

involucrados en los conflictos sociales.  

e) Diseño de la Unidad de gestión de cumplimiento de acuerdos 

 

La Unidad de Gestión del Cumplimiento de Acuerdos es parte de la Adjuntía para la Prevención 

de Conflictos Sociales y la Gobernabilidad. Estará a cargo de un coordinador, y contará con un 

equipo de especialistas en gestión de conflictos, gestión y seguimiento de inversiones, y con 

conocimiento sobre aspectos legales de la gestión pública. Los resultados de su trabajo 

inicialmente se concretarán en el diseño e implementación de una estrategia para la gestión del 

cumplimiento de acuerdos y la elaboración de los reportes correspondientes, en coordinación 

con las oficinas y módulos defensoriales, y de las adjuntías y programas, según corresponda.  
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Es indispensable en el diseño de la unidad considerar el análisis de base de datos como un 

proceso relevante para el funcionamiento de la unidad, y que todas las acciones desarrolladas 

son parte del Sistema de Monitoreo de Conflictos Sociales (SIMCO) de la Defensoría del Pueblo, 

el cual incorpora a partir de su implementación esta herramienta. 

f) Participación de las distintas unidades de la Defensoría del Pueblo  

 

Los roles y responsabilidades respectivas de parte de cada dependencia defensorial serían las 

siguientes: 

 Adjuntía para la Prevención de Conflictos y la Gobernabilidad: es el órgano de línea de 

la Defensoría del Pueblo responsable de dirigir y supervisar el proceso de gestión del 

cumplimiento de acuerdos. 

 Unidad de Gestión del Cumplimiento de Acuerdos: es la unidad funcional constituida 

en la Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales y la Gobernabilidad con el 

objetivo de implementar y coordinar, principalmente, respecto a la intervención 

defensorial para la gestión del cumplimiento de acuerdos  

 Oficinas y módulos defensoriales: son órganos desconcentrados de la Defensoría del 

Pueblo que coadyuvan con las acciones de gestión del cumplimiento de acuerdos, en el 

marco de sus competencia y funciones, y en coordinación con la Unidad de Gestión del 

Cumplimiento de Acuerdos de la Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales y la 

Gobernabilidad.   

 Adjuntías y programas: son órganos de línea de la Defensoría del Pueblo que brindan 

orientación y asesoría y pueden asumir tareas de gestión de cumplimiento de los 

acuerdos sobre temas especializados, bajo la coordinación de la Adjuntía de Prevención 

de Conflictos Sociales y la Gobernabilidad. 

g) Capacitación 

 

La Unidad de Gestión del Cumplimiento de Acuerdos se constituiría en la responsable de 

desarrollar y proponer las acciones de capacitación sobre la materia. El fortalecimiento de 

capacidades deberá orientarse a generar competencias para la gestión del cumplimiento de 

acuerdos vinculados a procesos de diálogo para resolver conflictos sociales. En tal sentido, la 

planificación institucional correspondiente debe considerar las temáticas relacionadas con el 

objetivo de garantizar una adecuada intervención defensorial en esta materia. Las 

capacitaciones en esta línea de trabajo deben priorizar los siguientes temas: 

- Sistema administrativo de presupuesto público. 

- Sistema de Modernización de la Gestión Pública. 

- Sistema administrativo de abastecimiento. 

- Sistema administrativo de control. 

- Monitoreo y seguimiento de proyectos sociales. 

- Sistema de Programación Multianual y Gestión de Inversiones. 
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- Indicadores sociales para la gestión pública. 

- Modalidades de inversión pública y privada. 

- Gerencia pública y privada. 

- Prevención, gestión y transformación de conflictos sociales. 

- Gestión del cumplimiento de acuerdos. 

- Liderazgo. 

- Comunicación social. 

- Enfoque de derechos. 

- Transformación digital. 

La entidad que supervisa se suma a un proceso de fortalecimiento de competencias para 

mejorar el cumplimiento de los acuerdos y, en esa línea, sus capacitaciones se extienden a las 

entidades públicas de modo que el trabajo compartido permita la formación de una cultura de 

colaboración que potencie el desempeño de todas las oficinas del Estado. Gestionar el 

cumplimiento de los acuerdos es contribuir a la buena administración y el buen gobierno. 
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Conclusiones 
 

1. Los procesos de diálogo para resolver conflictos sociales se han constituido con los años 
en un mecanismo legitimado por las partes, que aporta amplitud y flexibilidad en el 
tratamiento de los temas, cercanía entre los actores primarios del conflicto, e interacción 
constructiva para la elaboración de soluciones. El decurso de cada proceso de diálogo 
sigue siendo imprevisible, y su producto principal, los acuerdos, despiertan preocupación 
por la forma cómo se construyen y, especialmente, por la falta de seguridad respecto de 
su cumplimiento. 

2. La Defensoría del Pueblo sostiene que el incumplimiento de acuerdos debilita los espacios 
de diálogo, afecta la legitimidad de las entidades estatales, deteriora las relaciones de 
confianza entre Estado y ciudadanos o profundiza la desconfianza, y abre las puertas al 
reinicio de acciones colectivas de protesta que podrían intensificarse a partir de la 
frustración experimentada. Según la última actualización realizada por la Presidencia del 
Consejo de Ministros sobre la situación de los compromisos asumidos por el Estado, las 
empresas y la sociedad en estos espacios, publicada en el Reporte Willaqniki del mes de 
diciembre del 2019, y que correspondería al periodo 2010-2019, hay registrados 6876 
compromisos; 3768 (55%) son compromisos que atienden demandas sociales y 3108 
(45%) son compromisos procedimentales. De los compromisos que atienden demandas 
sociales, 2050 estaban pendientes de cumplimiento, lo que representa el 54.5%. 

 
3. En las publicaciones de Willaqniki posteriores a diciembre de 2019 y hasta el cierre de la 

presente investigación, no se ha vuelto a dar a conocer información actualizada del mismo 
tipo de la que se presentó en el Reporte Willaqniki N° 12 – 2019. La información publicada 
entre los años 2020 y 2021 no es comparable con la del 2019. En el caso del 2020 solo se 
cuenta con información sobre los compromisos y sus avances de algunos casos 
específicos, como los de Cotabambas, Paruro, Espinar y Chumbivilcas, que son descritos 
con detalle en el Willaqniki N° 05 – 2020. En el caso del 2021 se registra datos del “número 
total de acuerdos alcanzados”, “total de acuerdos alcanzados por unidad territorial” 
referidos al primer trimestre y semestre del 2021. Esta información no incluye datos 
totales sobre el cumplimiento de dichos acuerdos. 

 
4. Los costos (institucionales, económicos, personales) de no cumplir los acuerdos son altos 

y, por ello, el Estado debe tener reglas claras para sus participaciones en los procesos de 
diálogo, especialmente al momento de adquirir compromisos; y una estrategia de 
cumplimiento incorporada a la gestión pública y con procedimientos de seguimiento 
interno ágiles y transparentes, y en contacto frecuente con los actores participantes en 
los espacios de diálogo.  

 
5. El nivel de cumplimiento de acuerdos revela que el Estado no ha sido lo suficientemente 

prolijo y precavido a la hora de adquirir compromisos. Siempre que una entidad pública 
se comprometa a algo debe verificar si cuenta con recursos, si los acuerdos están dentro 
de la ley, si se enmarca en las políticas públicas previamente definidas, y si los plazos de 
cumplimiento son razonables. Hoy existe un considerable número de acuerdos 
pendientes de cumplir, muchos de ellos heredados de gobiernos anteriores. Si bien el 
Estado no puede desentenderse de ellos, es necesario que realice una evaluación para 
definir si debe o no volver a negociar o dar amplias explicaciones sobre aquellos acuerdos 
que se consideren de difícil cumplimiento.  

 
6. Los funcionarios públicos están en la obligación de rendir cuentas de cada uno de los actos 

que realizan en el marco de sus competencias, mostrando los avances, dificultades y 
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resultados de su gestión. La participación en mesas de diálogo y el cumplimiento de los 
acuerdos que suscriben forman parte de las funciones de las que deben rendir cuentas. 

 
7. El acta es el documento en el que se deja constancia de acuerdos de procedimiento, 

acuerdos parciales y acuerdos finales de un proceso de diálogo. Su importancia es capital 
porque a ella se recurre para probar los compromisos que se adquirieron y verificar su 
cumplimiento. No obstante, las actas con acuerdos no han sido objeto de análisis y 
fortalecimiento, no se ha estudiado su trazabilidad al interior de la administración pública, 
ni se ha diseñado un mecanismo de cumplimiento. 

 
8. Las decisiones políticas tomadas por las entidades estatales para llegar a acuerdos dentro 

de procesos de diálogo, deben ser entendidas como actos de gobierno que requieren ser 
convertidos en actos de administración para su trazabilidad en los procesos de gestión 
pública. Es por ello que el acta es percibida como un documento político que expresa la 
voluntad de las entidades públicas de resolver los problemas en el sentido acordado. Es 
necesario, por tanto, que el cumplimiento de los acuerdos siga los procedimientos y 
normas establecidos en los marcos de competencias legales dentro de los que se 
adquirieron los compromisos. 

 
9. Se analizó 4258 acuerdos que constan en 774 actas, correspondientes a 29 procesos de 

diálogo desarrollados durante el periodo 2012-2019. La revisión de estas actas nos 
permite identificar elementos que caracterizan los procesos de diálogo y la elaboración 
de actas: 

a) Se identifica la presencia de pueblos indígenas u originarios en el 41% de los 
procesos de diálogo. Estos se desarrollan en el ámbito rural.  

b) Sobre el lugar donde se suscribieron las actas, el 44.8% se ubica dentro de la 
zona del conflicto, el 35.3% en la ciudad de Lima y el 18.9% se firmó en lugares 
fuera de la zona del conflicto que no eran Lima Metropolitana.  

c) Con relación a los actores, el Estado participó en el 99.6% de las reuniones. 
Según el nivel de gobierno, los y las representantes del Gobierno nacional 
estuvieron presentes en el 98.4% de las reuniones. En el caso de los gobiernos 
locales, sus representantes participaron en el 69.1%, quienes muchas veces 
canalizan las demandas de la sociedad y las elevan al gobierno regional y 
nacional.   

d) Según la clasificación de los acuerdos, el 58% del total son acuerdos de 
procedimiento, seguido de los acuerdos parciales con el 29% y los acuerdos 
finales con el 13%. Y en relación a la clasificación de subtipos de acuerdos, en el 
caso de los acuerdos parciales y finales, cerca del 40.0% está relacionado al 
financiamiento, ejecución o viabilidad de proyectos o actividades en beneficio 
del actor social.  

e) Existe una relación entre el tipo de acuerdos suscritos y el lugar donde se 
desarrolla el proceso de diálogo. Del total de acuerdos finales que buscan 
atender directamente las demandas sociales, el 57.4% fueron firmados en 
reuniones que se desarrollaron en la ciudad de Lima, lo mismo ocurre con los 
acuerdos parciales, con el 40.0%.  

f) La brecha de género es un problema que se replica en los diferentes roles que 
se asumen en los procesos de diálogo. De acuerdo con el análisis de actas, por 
cada tres reuniones facilitadas por hombres una es facilitada por mujeres. Una 
explicación amplia y detallada sobre las causas de la poca presencia y 
participación de las mujeres en los espacios de diálogo se puede encontrar en el 
Informe Defensorial N° 185-2020-DP, “Participación de las mujeres en procesos 
de diálogo para resolver conflictos sociales”. 
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g) Sobre el actor responsable del cumplimiento, el 72.5% fue asumido por el 
Estado, el 19.0% por las empresas, mientras que la sociedad asumió la 
responsabilidad del 14.4%. Cabe señalar que un acuerdo puede ser asumido por 
más de un tipo de actor. En 411 acuerdos no se identificó al responsable de 
cumplimiento, limitando la posibilidad de exigir su cumplimiento. 

h) En el 57.7% no se precisó el plazo de cumplimiento, dejando abierta la 
posibilidad de gestionar su cumplimiento posteriormente sin tomar en cuenta 
el riesgo existente de reactivación del conflicto.  

i) El seguimiento de acuerdos tiene como objetivo garantizar el cumplimiento de 
los mismos, lo cual fortalece el diálogo y refuerza la credibilidad de los actores 
responsables del cumplimiento. No obstante, se verifica que en el 87% de los 
acuerdos no se encargó a una entidad o comisión de actores la responsabilidad 
del seguimiento. 
 

10. Las funciones de seguimiento de acuerdos en los ministerios están asignadas en la mayoría 

de los casos a las oficinas de gestión de conflictos sociales. Estas oficinas, si bien no tienen 

competencias legales para ejecutar los acuerdos, están comprometidas con el proceso de 

cumplimiento, dada su activa participación en los espacios de diálogo. 

 

11. Los procedimientos y prácticas seguidos en el cumplimiento de acuerdos por los ministerios 

y gobiernos regionales y que fueron informados a la Defensoría del Pueblo, permite sostener 

lo siguiente: 

a) En los ministerios de Estado no existe un procedimiento uniforme y homogéneo 

para cumplir con los acuerdos. Solamente en 3 de 11 respuestas de los 

secretarios generales se declaró la existencia de un procedimiento para el 

cumplimiento de acuerdos. Los protocolos que mencionan en las respuestas de 

las secretarías generales se refieren a acciones de monitoreo o seguimiento de 

acuerdos. En adición a ello, la mayoría de las secretarías generales que 

respondieron el cuestionario consideraron necesario contar con lineamientos 

para cumplir con los acuerdos suscritos en actas. 

b) En la mitad de los cuestionarios absueltos dirigidos a las secretarías generales 

se declaró contar con mecanismos de transparencia o rendición de cuentas para 

informar a la ciudadanía sobre el cumplimiento de los compromisos. Estos se 

refieren principalmente a los espacios de diálogo en los que brindan información 

a la población, o a las comunicaciones que se tendrían con autoridades, 

dirigentes y otras partes involucradas en los conflictos sociales. 

c) En las respuestas recibidas por las oficinas de gestión de conflictos sociales se 

observó que existen esfuerzos por construir criterios, metodologías y 

herramientas para enfrentar el problema del incumplimiento, mediante 

acciones de monitoreo y seguimiento de acuerdos. Las prácticas más comunes 

son el desarrollo de reuniones y coordinaciones con las oficinas responsables de 

cumplir, así como el uso de bases de datos y reportes. Estas prácticas, en la 

mayoría de los casos, no están protocolizadas. En cuanto a las limitaciones 

identificadas, las más urgentes de superar son el acopio incompleto de actas y 

la falta de herramientas tecnológicas efectivas. Se observa que el personal que 

realizan acciones de monitoreo y seguimiento de acuerdos no se dedica 

exclusivamente a esta tarea, pues tiene otras actividades a su cargo. 

d) Las gerencias de los gobiernos regionales reconocen que deben ser las 

responsables de dirigir el cumplimiento de los acuerdos dentro del gobierno 
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regional, pero ninguna de ellas cuenta con procedimientos específicos para 

realizar esta función.  

 

12. El Vice Ministerio de Gobernanza Territorial, a través de la Secretaría de Gestión Social y 

Diálogo y la Subsecretaría de Seguimiento y Gestión de Compromisos, realizan el 

“seguimiento estratégico” del cumplimiento de los compromisos asumidos en espacios de 

diálogo. Sus procedimientos están establecidos en la Resolución de Secretaría de Gestión 

Social y Diálogo N° 006-2021-PCM/SGSD. Consideramos que este es un avance de particular 

relevancia, en tanto ordena y explicita una función referida a una etapa que las partes 

evaluarán para cerciorarse acerca de la efectividad del diálogo. Sería útil, igualmente, 

precisar los alcances del concepto “seguimiento estratégico” a fin de que los firmantes de 

las actas estén debidamente informados y prevenidos. La información sobre el avance en el 

cumplimiento de los acuerdos debe estar a disposición en plataformas de acceso público y 

no solo entregarse a pedido de parte. Al respecto la SGSD sostiene que se viene 

implementando una plataforma digital de conflictos que contempla un módulo de acceso a 

la información pública.  

 

13. Es válida la priorización de los acuerdos siempre que esté justificada en la atención urgente 

de situaciones de riesgo o afectación de derechos fundamentales, o la oportunidad del uso 

de determinados recursos. Se debe evitar que las partes firmantes de las actas y en 

particular los actores sociales perciban que son objeto de un trato desigual. Si los acuerdos 

tienen plazos los actores comprometidos se deberán ceñir a ellos. 

 
14. En el Informe Especial N° 026 “Prevención y Gestión de conflictos sociales en el contexto de 

la pandemia” la Defensoría del Pueblo recomendó a la Oficina General de Gestión Social del 

MINEM que “realice una evaluación del nivel de cumplimiento de los compromisos de las 

empresas mineras, cuyos resultados sean publicados de forma periódica en el portal web 

del Ministerio de Energía y Minas”. A la fecha el Ministerio de Energía y Minas no ha remitido 

una respuesta a la Defensoría del Pueblo sobre el cumplimiento o no de dicha 

recomendación. 

 
15. El Estado es el responsable del cumplimiento de los acuerdos que firma. Cada entidad 

pública debe seguir los procedimientos y normas establecidos en el marco de sus 

competencias. Para que esto sea factible se necesita la aprobación de un decreto supremo 

(conforme al artículo 11, numeral 3 de la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo) 

que transforme las decisiones políticas tomadas para llegar a acuerdos, en actos de 

administración que permitan la trazabilidad del acta.  

 
16. Dada la trascendencia de los acuerdos y de los serios problemas de cumplimiento 

observados, es necesario que una institución como la Defensoría del Pueblo gestione su 

cumplimiento activando su competencia constitucional de defensa de derechos y 

supervisión de la administración estatal. El trabajo de esta institución se apoya, además, en 

su autonomía institucional, la flexibilidad de sus procedimientos, su presencia nacional y 

experiencia en el monitoreo e intervención en conflictos sociales. Se reconoce la 

importancia de los procedimientos internos de seguimiento de acuerdos de las entidades 

estatales, pero no son suficientes. Se necesita un tercero imparcial que actúe desde fuera 

de dichas entidades con un enfoque de transparencia y rendición de cuentas. 
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17. La función antes mencionada requiere de la creación de una Unidad de Gestión de 

Cumplimiento de Acuerdos, ubicada en la Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales 

de la Defensoría del Pueblo, órgano de línea de la institución en materia de gestión de 

conflictos sociales. Su funcionamiento debe estar normado por un protocolo con pautas y 

orientaciones específicas. Para su implementación se necesitará de la aprobación del 

presupuesto correspondiente. 
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Recomendaciones 
 

A la Presidencia del Consejo de Ministros 

RECOMENDAR la aprobación de un decreto supremo sobre cumplimiento de acuerdos, de 

conformidad con el artículo 11, numeral 3 de la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, 

que formalice el curso del acta dentro de los procesos de gestión pública, el que deberá ser 

refrendado por los ministerios. La norma deberá tener presente lo siguiente: 

 El ámbito de aplicación deberá extenderse a todas las entidades del Poder Ejecutivo. 

 La Presidencia del Consejo de Ministros será la entidad encargada de coordinar y 

evaluar la implementación de la norma. 

 Cada ministerio designará como responsable del cumplimiento de acuerdos a la 

máxima autoridad administrativa del sector o una dependencia ubicada en la Alta 

Dirección. 

 Se deberá incluir reglas específicas de rendición de cuentas sobre el cumplimiento de 

acuerdos, en concordancia con lo dispuesto en el artículo II numeral 7 del Título 

Preliminar de la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo.  

 Se deberá incluir un modelo de cumplimiento de acuerdos para todos los sectores que 

comprenda cuatro etapas: i) registro y sistematización de acuerdos, ii) planificación del 

cumplimiento, iii) ejecución de los acuerdos, iv) evaluación de los acuerdos. Cada 

ministerio aprobará pautas específicas para el cumplimiento de acuerdos.   

 Se deberá incluir una disposición que garantice el acceso público a la información sobre 

el avance en el cumplimiento de los acuerdos. 

A los gobiernos regionales 

RECOMENDAR la aprobación de ordenanzas regionales que le asignen a las gerencias generales 

regionales (o la denominación que adopten) la función de coordinar y dirigir el cumplimiento de 

acuerdos derivados de actas para resolver conflictos sociales, en los términos propuestos en el 

presente informe, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley N° 27867, Ley 

Orgánica de Gobiernos Regionales. 

A los ministerios de Estado 

RECOMENDAR se asigne expresamente a las oficinas de gestión de conflictos (o las que hagan 

sus veces) funciones de seguimiento de acuerdos, en aquellos sectores que aún no hayan 

incluido esta función en sus respectivos reglamentos de organización y funciones.  

A la Secretaría de Gestión Social y Diálogo de la Presidencia del Consejo de Ministros 

SUGERIR la incorporación de los siguientes elementos en el Anexo 7 “Formato de acta de 
reunión de espacio de diálogo” de la Resolución de Secretaría de Gestión Social y Diálogo N° 
008-2021-PCM-SGSD, que aprobó los “Lineamientos y protocolos para la intervención del Poder 
Ejecutivo, gobiernos regionales y locales, en materia de gestión social y diálogo”: 

 Precisar si hubo participación de traductores o intérpretes de lenguas indígenas en los 

procesos de diálogo intercultural. 

 Indicar la norma de creación del proceso de diálogo y su periodo de vigencia, en caso 

de que hubiera.  
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 Dejar constancia de la inasistencia de las entidades convocadas a las reuniones del 

espacio de diálogo.  

 Precisar en cada acuerdo el plazo establecido para su cumplimiento, teniendo 

presente la programación presupuestaria, el cronograma de actividades, la urgencia 

de atención al problema, entre otros aspectos. 

RECOMENDAR la modificación de la Resolución de Secretaría de Gestión Social y Diálogo N° 006-

2021-PCM/SGSD, que aprobó el “Protocolo para el monitoreo y seguimiento de compromisos”, 

a fin de que se garantice el acceso general a la información sobre el estado del cumplimiento de 

los acuerdos. Para ello se deberá implementar una plataforma informática que contenga bases 

de datos de actas y acuerdos, información detallada sobre los acuerdos y el avance de su 

cumplimiento, y reportes periódicos de evaluación.  

A la Oficina General de Gestión Social del Ministerio de Energía y Minas 

RECOMENDAR la publicación de reportes periódicos en el portal web del Ministerio de Energía 

y Minas sobre el estado del cumplimiento de los compromisos asumidos por las empresas del 

sector. 

Al Ministerio de Economía y Finanzas 

RECOMENDAR la asignación a la Defensoría del Pueblo de los recursos presupuestarios 

suficientes y específicos que permitan la implementación de la Unidad de Gestión del 

Cumplimiento de Acuerdos en la Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales y la 

Gobernabilidad. 

 


